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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros  de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes; Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber, y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 82ª y 83ª, ordinarias, en 9 y 10 de enero del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero inicia un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín N° 4.832-07). (Véase en los Anexos, documento.....1..)


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, acerca del proyecto de ley que establece un régimen simplificado para determinar el impuesto a la renta de los micro y pequeños contribuyentes (boletín N° 4.246-03).



Con el tercero hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, con relación al proyecto de acuerdo aprobatorio de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales y su anexo, adoptada el 20 de octubre de 2005 en la 33ª Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO, efectuada en la ciudad de París (boletín N° 4.778-10).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el cuarto y el quinto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que regula el derecho de la madre a percibir directamente las asignaciones familiares e incorpora nuevo causante de dicho beneficio (boletín N° 4.204-13).



2) Proyecto de ley que regula el lobby (boletín N° 3.407-07).



Con los cinco siguientes retira la urgencia y la hace presente, en el carácter de “simple”, con relación a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13);



2) Proyecto de ley que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (boletín Nº 3.937-06);



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (boletín Nº 4.091-07);



4) Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo de Alcance Parcial entre Chile e India y sus anexos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006 (boletín Nº 4.171-10), y



5) Proyecto de ley que establece beneficios para el personal del sector Salud (boletín Nº 4.545-11).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional los días 14 y 15 de enero de 2007, con el fin de asistir a la transmisión del mando presidencial en la ciudad de Quito, República del Ecuador.


Agrega que durante ese lapso será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, mediante los cuales informa que ha dado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de acuerdo aprobatorio de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales y su anexo, adoptada el 20 de octubre de 2005 en la 33ª Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO, efectuada en la ciudad de París (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.778-10). (Véase en los Anexos, documento.....2..)


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



2) Proyecto de ley que regula el derecho de la madre a percibir directamente las asignaciones familiares e incorpora nuevo causante de dicho beneficio (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.204-13). (Véase en los Anexos, documento.....3..)


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero comunica que ha acogido a tramitación una acción pública por inconstitucionalidad formulada respecto del artículo 116 del Código Tributario, decretándose remitir copia al Senado con el fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo comunica resolución relativa al proceso de oficio sobre inconstitucionalidad del artículo 116 del Código Tributario.



Con el tercero envía copia autorizada de la sentencia dictada en los autos que dicen relación al recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado respecto del artículo 116 del Código Tributario.



Con los tres siguientes remite copia autorizada de las sentencias dictadas en los autos en que se consideraron los recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentados respecto del artículo 416, inciso segundo, del Código Procesal Penal.



Con el séptimo manda copia autorizada de la sentencia dictada respecto del requerimiento formulado por 38 señores Diputados en contra del decreto supremo N° 998, de 25 de octubre de 2006, del Ministerio de Hacienda, que modifica el decreto supremo N° 950, de 1928, del mencionado Ministerio.



Con el último envía copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el requerimiento presentado por 31 señores Diputados respecto de la resolución exenta N° 584, de 1º de septiembre de 2006, del Ministerio de Salud, que aprueba normas nacionales sobre regulación de la fertilidad.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Excelentísima Corte Suprema, por los que remite su parecer respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Espina, Allamand, Coloma, Flores y Frei, sobre vegetales genéticamente modificados (boletín Nº 4.690-01).



2) Proyecto, iniciado en moción del Honorable señor Navarro, que modifica la ley Nº 19.253, a fin de excluir de la justicia militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas (boletín Nº 4.669-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores: 



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, en el que solicita a la Cancillería realizar gestiones ante las autoridades argentinas con el fin de habilitar el paso fronterizo “Entrada Mayer”.



Con el segundo comunica la reciente elección del Honorable señor Pizarro como nuevo Presidente del Parlamento Latinoamericano (PARLATINO), por el bienio 2006-2008.



De la señora Ministra de Minería y Energía, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor García, en el que pide información acerca del anteproyecto de ley que establecería subsidio a las cuentas de energía eléctrica que deben cancelar los jubilados.



De la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Prokurica, en el que solicita información acerca de los recursos que dicho Consejo ha entregado para financiar diversos proyectos o actividades culturales en el período que señala.



De la señora Directora Nacional de Estadísticas, mediante el cual contesta un oficio enviado por el Honorable señor Navarro, en el que requiere un informe en relación con el desempleo en la comuna de Tomé, correspondiente a los trimestres que indica.



Del señor Alcalde de Cisnes, por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, relativo a un estudio sobre construcción de un camino costero entre la localidad de Puerto Cisnes y el fiordo Queulat.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, en el que solicita acoger la petición del comité habitacional que indica, para facilitar la postulación a proyectos de vivienda en la comuna de Valdivia. 



Del señor Abogado Procurador Fiscal de Copiapó, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Prokurica, a través del cual demanda la intervención del Consejo de Defensa del Estado en relación con una querella presentada por profesores y codocentes de la comuna de Tierra Amarilla, Tercera Región. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un régimen simplificado para determinar el impuesto a la renta de los micro y pequeños contribuyentes (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.246-03). (Véase en los Anexos, documento.....4..)


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incrementa el crédito por impuestos pagados en el exterior disponible para las inversiones en sociedades extranjeras y aumenta transitoriamente el crédito tributario a la inversión en activo fijo (boletín Nº 4.738-05). (Véase en los Anexos, documento.....5..)


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las policías (boletín Nº 4.321-07). (Véase en los Anexos, documento.....6..)


De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara el 19 de abril de 2004 (boletín Nº 3.919-10), y otro de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cuanto a la consulta de la Sala acerca del quórum de votación requerido. (Véanse en los Anexos, documentos.....7 y 8)


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) (boletín Nº 4.363-03). (Véase en los Anexos, documento.....8..)


--Quedan para tabla.



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 4.091-07).



--Por acuerdo de Comités, vuelve a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que ésta recabe la opinión de la Excelentísima Corte Suprema.

Moción


Del Honorable señor Letelier, que establece la obligatoriedad del descanso dominical, con las excepciones que indica (boletín N° 4.833-13). (Véase en los Anexos, documento.....10.)


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables señores Allamand, Coloma, Espina, Naranjo y Vásquez, que modifica las atribuciones del Servicio Agrícola y Ganadero con el fin de fiscalizar y sancionar conductas que pueden dañar el patrimonio fito y zoosanitario nacional.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, al afectar las atribuciones de un servicio público.

Comunicación


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual solicita a la Sala que la autorice, durante el trámite reglamentario de primer informe, para discutir en particular el proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05), dado que Su Excelencia la Presidenta de la República ha formulado una indicación sustitutiva de la totalidad del texto de dicha iniciativa.


--Se accede a lo solicitado.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un nuevo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna (boletín N° 1.758-13). (Véase en los Anexos, documento.....11.)


--Queda para tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ESPINA.- Pido la palabra para referirme a un asunto incluido en ella.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito que se envíe un oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República con el propósito de requerir su patrocinio para la moción presentada por los Senadores señores Allamand, Coloma, Naranjo, Vásquez y quien habla, declarada inadmisible, que modifica las atribuciones del Servicio Agrícola y Ganadero a fin de fiscalizar y sancionar conductas que pueden dañar el patrimonio fito y zoosanitario nacional.



Ese proyecto es fundamental, porque cabe recordar que normas de la iniciativa sobre protección agrícola fueron rechazadas en la Cámara de Diputados. Por lo tanto, es muy importante el patrocinio del Ejecutivo, sin perjuicio de que no he tenido tiempo de analizar por qué se declaró la inconstitucionalidad. De ser efectiva esta última, pido a lo menos lo que he planteado.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Sí, señor Senador.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, la moción que presentamos corresponde a un texto desechado por la Cámara de Diputados y la anuncié cuando se discutió el informe de la Comisión Mixta sobre el proyecto respectivo, el cual nació en la otra rama del Congreso, donde fue declarado admisible.



Se plantea, entonces, una cuestión de lógica, en la medida en que no me queda claro por qué la iniciativa pudo ser admisible en la Cámara de Diputados, donde se tramitó y fue rechazado finalmente el informe de la Comisión Mixta, y el mismo texto ser inadmisible en caso de iniciar su tramitación en el Senado.



Habría que revisar la materia para dar consistencia a la admisibilidad de los proyectos de ley.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio a que se ha hecho referencia.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités resolvieron unánimemente lo siguiente:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 22 del mes en curso, a las 12, en las secretarías de las respectivas Comisiones, a los siguientes proyectos de ley:



a) El relativo al estatuto laboral de los deportistas profesionales, y



b) El que se refiere al bosque nativo.



2.- Respecto de este último proyecto, que una vez despachado por la Comisión de Hacienda pase a las de Agricultura y Medio Ambiente, unidas, para un nuevo segundo informe.



3.- Poner en tabla el proyecto sobre el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) y, si es aprobado en general, enviarlo a la Comisión de Hacienda, para las materias propias de su competencia.



4.- Incluir en la tabla de Fácil Despacho de la sesión de mañana el informe de la Comisión Mixta relativo al trabajo de los menores de edad, si no fuera despachado en esta sesión.



5.- Suprimir la hora de Incidentes de la sesión ordinaria del próximo martes 23 y citar a una sesión especial, al término de su Orden del Día, para tratar el problema de la droga.



6.- Que la Comisión de Constitución recabe la opinión de la Excelentísima Corte Suprema acerca del proyecto sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago y se emita el informe pertinente, luego de lo cual el asunto quedará para tabla.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entre los acuerdos de Comités, el señor Secretario ha dado a conocer lo relativo a consultar a la Corte Suprema acerca del proyecto sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago, en circunstancias de que el asunto se halla radicado en la Comisión de Constitución y de que ésta -como puede ratificarlo su Presidente- formuló hace ya varias semanas la solicitud respectiva. En efecto, se elaboró un informe que fue enviado a la Corte Suprema para conocer su opinión sobre el particular. Entonces, no entiendo por qué los Comités han interferido en el trabajo que está realizando ese órgano técnico.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la Comisión de Constitución envió el proyecto a la de Hacienda, como lo establece el Reglamento, la cual aprobó lo relativo a los recursos.



En el entretanto remitimos un oficio a la Corte Suprema, pidiéndole su opinión sobre los cambios en la iniciativa, y se decidió invitar a su Presidente para exponer sus puntos de vista.



En consecuencia, no entendemos por qué los Comités adoptaron una resolución sin consultarnos previamente lo que habíamos realizado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La semana pasada conversamos sobre el asunto en reunión de Comités y Su Señoría estaba presente.

El señor GÓMEZ.- Así es. Pero en esa oportunidad di a conocer que habíamos enviado el oficio.



En todo caso, eso es lo que hemos realizado acerca del proyecto en la Comisión, ya que nos interesa discutirlo y conocer, por supuesto, la opinión de la Corte Suprema.



Gracias.

)------------(
El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ¿quién solicitó un mayor plazo para presentar indicaciones al proyecto relativo al estatuto laboral de los deportistas? Porque tenemos programada la votación para mañana, pero el acuerdo de Comités establece un nuevo término hasta el lunes próximo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Ejecutivo había solicitado que se fijara plazo hasta mañana. Como mañana es miércoles, se determinó el lunes 22 para los dos proyectos que se hallaban en la misma situación.



Ahora, si la Comisión se va a reunir y el Ejecutivo entregará las indicaciones mañana, no existe problema, porque hay plazo igual hasta el lunes. Si se presentan mañana, la Comisión puede verlas ese mismo día.

El señor LONGUEIRA.- Pero, según entiendo, el acuerdo de Comités es que el plazo se amplía hasta el lunes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es.

El señor LONGUEIRA.- Conforme.

)------------------(

El señor LONGUEIRA.- Por otro lado, señor Presidente, si los Comités determinaron incluir en la tabla de Fácil Despacho de mañana el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre admisión al empleo de menores de edad en caso de no alcanzar a ser despachado el día de hoy, ¿por qué derechamente no resolvemos dejarlo para esa parte de la sesión de mañana? Porque para muchos de nosotros no tiene sentido estar esperando intervenir. Y hay otra iniciativa muy importante que debemos discutir esta tarde.



Por lo tanto, propongo que lisa y llanamente el informe quede para el Fácil Despacho de mañana. No tiene mayor complejidad y fue aprobado en forma unánime.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Podría ser tratado hoy si la discusión de los dos asuntos anteriores terminara con anticipación.

El señor LONGUEIRA.- Está bien. ¿Pero por qué no dejarlo claramente para el Fácil Despacho de mañana?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Lo que pasa, señor Senador, es que el informe figura en el tercer lugar de la tabla. Y, como le digo, si el debate de las dos iniciativas que figuran primero concluye antes, habría que verlo a continuación. Sin embargo, Su Señoría podría reiterar su solicitud en ese momento.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, formalmente le pido retirarlo del Orden del Día y ponerlo mañana en Fácil Despacho, pues no tiene sentido estar esperando intervenir ahora.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si ningún señor Senador se opusiera, el informe quedaría para el Fácil Despacho de mañana.



--Así se acuerda.

)------------------(

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor LETELIER.- ¿Es posible incluir también en la tabla de Fácil Despacho de mañana el proyecto que establece normas sobre descansos en tierra para los trabajadores de mar, aprobado en forma unánime por la Comisión de Trabajo?



Se trata de una iniciativa muy sencilla, que recoge un acuerdo nacional entre todas las organizaciones sindicales del sector y SONAPESCA. El informe pertinente estaría listo hoy.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Como ese documento no había sido recibido, los Comités no adoptaron ninguna resolución sobre el particular.



Ahora, si llegara...

El señor LETELIER.- Existe un acuerdo general al respecto, señor Presidente.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, nosotros también nos sumamos a esa petición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tenemos que esperar que llegue el informe.

El señor LONGUEIRA.- El problema es que habría que dar cuenta de él, y eso se haría mañana.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay inconveniente. Llegando el informe, se daría cuenta a la Sala en ese mismo momento.

El señor LONGUEIRA.- Perfecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pasamos al Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA

Profundización de proceso de modernización y flexibilización de mercado de capitales

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y discusión particular pendiente.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3278-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 6ª, en 22 de junio de 2004.



Informes de Comisión:



Hacienda, sesión 64ª, en 31 de octubre de 2006.



Hacienda (segundo), sesión 82ª, en 9 de enero de 2007.



Discusión:



Sesiones 66ª, en 7 de noviembre de 2006 (queda pendiente su discusión general); 67ª, en 8 de noviembre de 2006 (se aprueba en general); 82ª, en 9 de enero de 2007 (queda pendiente su discusión particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general el 8 de noviembre de 2006.




La discusión particular se inició en una sesión anterior, en la cual el señor Presidente de la Comisión de Hacienda dio a conocer a la Sala la totalidad de las modificaciones introducidas por ese órgano de trabajo.



En su segundo informe, dicha Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 7º, 16 y 18, permanentes, y los ARTÍCULOS SEGUNDO, TERCERO, CUARTO Y QUINTO transitorios, disposiciones que conservan el mismo texto aprobado en general, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobadas, salvo que, a petición de algún señor Senador y por la unanimidad de la Sala, se acuerde someter a discusión y votación una o más de ellas.



--Quedan aprobados, reglamentariamente, los artículos permanentes y transitorios mencionados por el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las demás constancias reglamentarias, así como las modificaciones realizadas por la Comisión, se consignan en la parte pertinente del segundo informe.



Sólo cuatro de esas enmiendas fueron acordadas por mayoría. Ellas serán puestas en votación por el señor Presidente en el momento oportuno.



En cuanto a las normas aprobadas por unanimidad, que según el artículo 133 del Reglamento deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas a su respecto, cabe hacer presente que el número 3) del artículo 9º y el inciso cuarto del artículo 28, contenido en el artículo 14, tienen rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores.



Por su lado, los números 2), 3) y 5) del artículo 3º; el número 3), las letras a) y c) del número 7), el número 8) y los artículos 37 bis y 38 bis contenidos en el número 11) del artículo 4º; los números 1) y 2) y las letras a) y c) del número 5) del artículo 5º; las letras a) y b) del número 4) del artículo 6º; la letra d) del número 1) del artículo 9º; las letras a) y c) del número 4) del artículo 11; el número 4) del artículo 12 y el artículo 19, son normas de quórum calificado, por lo que deben ser aprobadas con los votos favorables de 20 señores Senadores.



--Se aprueban las normas acogidas por unanimidad en la Comisión (22 votos), dejándose constancia de que se cumplen los quórums constitucionales requeridos. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben las disposiciones legales pertinentes, el proyecto aprobado en general, las modificaciones realizadas por la Comisión de Hacienda en su segundo informe y el texto final que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En primer lugar, la Sala debe pronunciarse sobre la indicación Nº 29, renovada por los Honorables señores Chadwick, Coloma, Allamand, Novoa, Longueira, Kuschel, García, Romero, Espina, Pérez Varela y Orpis, para agregar al inciso primero del artículo 38 bis la siguiente oración: “Esta autorización se requerirá sólo en la oportunidad que la persona pretenda adquirir dicho porcentaje, o en todo caso, cuando la adquisición de acciones le permita tomar el control de la compañía.”. 



Actualmente, el inciso primero del artículo 38 bis señala: “Por exigirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una compañía de seguros del segundo grupo que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen más del 10% del capital de ésta, sin que previamente haya obtenido autorización de la Superintendencia.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, en la oportunidad anterior intervine en mi condición de Presidente de la Comisión de Hacienda para hacer una presentación del contenido de las nuevas indicaciones aprobadas por ese organismo luego de un largo período de discusión.



Sin perjuicio de que se ha iniciado el debate en particular, me pareció importante informar a la Sala acerca de los alcances de esas indicaciones.



En esta ocasión deseo usar de la palabra para referirme a un punto bien preciso.



A mi juicio, el proyecto de Mercado de Capitales II es muy bueno. Y considero valioso, además, que un conjunto de materias haya sido aprobado por unanimidad en la Comisión. De ahí que sea partidario de despacharlo con rapidez. 



Sin embargo, quiero hacer presente lo siguiente.



Como es de conocimiento público, en las últimas semanas se ha planteado una situación delicada. En lo que a mí respecta -lo reitero-, no creo correcto personalizar este debate. Parto de la base de que todos actúan de buena fe, de que la inocencia es algo que no se debe demostrar sino que se presume de hecho. 



Consistentemente con lo anterior, me voy a referir al escenario creado a partir de la formulación de cargos por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros en el caso LAN.



Lo hago en esta ocasión porque el proyecto que nos ocupa -y es importante tener presente esto- contenía un grupo muy significativo de normas relacionadas con el uso de información privilegiada que habían sido ampliamente discutidas en la Comisión de Hacienda y muchas, incluso, votadas. No obstante, el proyecto sufrió un desglose entre lo que hoy se conoce como “Mercado de Capitales II” y otra iniciativa atinente a los gobiernos corporativos, en la cual quedaron incorporadas las disposiciones sobre información privilegiada.



Este último proyecto, desglosado de la segunda reforma al mercado de capitales, fue votado en general por la Sala del Senado sin obtener el quórum requerido para su aprobación, razón por la cual las materias contenidas en él no podrían ser vistas nuevamente hasta un año después, plazo que se cumple en marzo próximo.



De cualquier manera, señor Presidente, me parece muy importante dejar constancia de esta preocupación, porque no resulta lógico aprobar un proyecto que apunta al desarrollo del mercado de valores, al fortalecimiento de la seguridad en dicho mercado, sin entregar una señal clara de nuestra voluntad -espero que sea ampliamente compartida- en orden a terminar con situaciones que no son aceptables.



Una parte bastante relevante de la iniciativa en debate, denominada "Mercado de Capitales II", responde a la mala experiencia que tuvo Chile en el caso Inverlink. Lo que se busca es establecer un conjunto de normas para intentar evitar que vuelvan a producirse hechos de ese tipo. Así, se fortalece la competencia de los superintendentes, se generaliza la custodia desmaterializada de valores y se consignan diversas otras medidas orientadas a tal fin.



En mi opinión, en el caso de LAN se plantea un doble problema: uno que ha sido ampliamente discutido en la prensa y otro quizá más importante pero bastante menos debatido. 



Y hablo de un doble problema por la siguiente razón. 



Por un lado, tenemos el uso de información privilegiada, materia contenida en la iniciativa original presentada al Congreso. Y por el otro existe un segundo tema, relativo a lo que uno podría denominar “uso de posición privilegiada” por parte de una persona que tiene tal condición.



Creo que varias autoridades del sector público podrían incurrir en esa situación. Por ejemplo, un Ministro de Hacienda que al poco tiempo de abandonar su cargo entra a operar en el mercado bursátil es una persona que cuenta con una posición privilegiada; resulta evidente que no sería un operador de bolsa como cualquier otro. Lo mismo ocurre con un ex Superintendente de Valores o con un ex Superintendente de Bancos. Y también, a mi juicio, con algún parlamentario que haya trabajado de manera permanente en las Comisiones de Hacienda. No se trata de ciudadanos que se hallen exactamente en la misma posición que el resto. 



Pues bien, en idénticas circunstancias se encuentra un ex candidato a la Presidencia de la República que no es una persona común y corriente. Desgraciadamente, no está en la Sala el Senador señor Chadwick, quien ha planteado que basta con que un individuo no ostente un cargo público para que pueda tener todas las libertades que la ley establece. Si bien eso formalmente es así, en los hechos no corresponde, porque, a mi modo de ver, se presenta el caso de una posición privilegiada.



Se me está acabando el tiempo, señor Presidente. No sé si es posible que algún colega me ceda el suyo para los efectos de redondear mi intervención.

El señor GÓMEZ.- Le doy el mío, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Puede continuar, señor Senador.

El señor OMINAMI.- Gracias.



El punto es el siguiente, señor Presidente.



Debemos tener claro que para contar con un buen mercado financiero es imprescindible regular, por una parte, el uso de información privilegiada, y por otra, la situación de personas que tienen o pueden tener una posición privilegiada en el mercado. Puse el ejemplo de los ex Ministros de Hacienda, el de los ex Superintendentes. Y creo que en el mismo caso estarían quienes han postulado a la Primera Magistratura.



El asunto es bastante evidente. 



Si mediante el uso de una posición privilegiada se afectan los intereses de un conjunto de socios minoritarios, resulta obvio que la posibilidad de éstos de accionar contra una persona va a estar determinada por la posición que ésta tenga. No es lo mismo accionar en contra de un operador cualquiera que hacerlo contra alguien que mantiene una figuración pública y que eventualmente puede ser, incluso, Presidente de la Nación. La evaluación que se pueda hacer respecto de la posibilidad de accionar y de defender legítimamente los intereses propios es completamente distinta en uno y otro caso.



Por eso, me parece fundamental que nosotros, sin perjuicio de despachar el proyecto sobre mercado de capitales hoy -así lo espero-, tengamos conciencia de que existen vacíos en nuestra legislación. Estamos tratando de resolver lo que ocurrió en el caso Inverlink. Pero la verdad es que, en todo lo que dice relación al uso de información privilegiada y al uso de una posición privilegiada, nuestra legislación es bastante imperfecta.



Y en esto, señor Presidente, no estoy apelando aquí, en ningún caso, a los valores del socialismo ortodoxo. Simplemente, estoy tratando de que Chile se ponga a la altura de las buenas prácticas que existen en las sociedades donde hay mercados financieros más profundos. Si pudiéramos contar sólo con la mitad de las normas que rigen en Estados Unidos, la capital del capitalismo, creo que nuestra nación avanzaría bastante.



Se ha planteado con mucha fuerza e insistencia que Chile debiera constituirse en un país plataforma. Se ha sostenido que estaría en tal condición por sus ventajas comparativas, por lo que ha sido su proceso de transición, por su dinamismo económico. Pero, señor Presidente, déjeme decirle que esta confusión entre política y negocios es mala para la política y, también, para los negocios.



Para las personas que se desempeñan en los negocios no es lo mismo competir con alguien que tiene una figuración política. Ésa también es una clase de competencia desleal, una competencia donde se confunden, donde se contaminan los intereses de los distintos actores. 



Ésa es la razón por la cual sugerí la idea de pedir la unanimidad de la Sala para los efectos de poder introducir una indicación que dejara resuelto el problema hoy día. 



Sin embargo, me doy cuenta de lo siguiente. 



Ya existe un procedimiento abierto por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros. Y considero muy importante que él pueda transcurrir de manera totalmente autónoma, independiente y libre de todo tipo de interferencias.



Por esa razón, me pareció atendible el argumento que me dio el Ministro de Hacienda en cuanto a no hacer nada que pudiera entorpecer el adecuado y libre desarrollo de ese procedimiento. Y a eso creo que debiéramos comprometernos todos.



Lo que no puede ocurrir es que cuando alguien de la Concertación está en tela de juicio se busque -y me parece bien- que la justicia cumpla su cometido e investigue a fondo, pero que cuando la persona involucrada es de la Oposición se hable, simplemente, de “persecución política”. Considero que ahí hay un doble estándar que no resulta admisible. 



Hay que ser justos y dejar que las instituciones funcionen. 



Por eso, sobre la base de tal consideración, en cuanto a no intervenir en un procedimiento pendiente, y también sobre la base del compromiso formal contraído por el Ministro de Hacienda frente al Presidente de la Comisión especializada de la Cámara Baja, Diputado señor Lorenzini, y frente a mí mismo, en el sentido de que en marzo vamos a empeñar nuestros mejores esfuerzos para legislar, tanto retomando, con las modificaciones que corresponda, el proyecto de gobiernos corporativos, particularmente en lo que concierne al uso de información privilegiada, como, a su vez, solicitando urgencia para la iniciativa que amplía los sistemas de inhabilidades, a fin de terminar, entre otras cosas, con las “puertas giratorias”, lo cual forma parte de la Agenda de Probidad propuesta por la Presidenta de la República -la iniciativa ingresó a la Cámara de Diputados-, me pareció adecuado renunciar a pedir la unanimidad para aprobar esa sugerencia o a hacer algo más simple: solicitar nuevo plazo para presentar indicaciones, lo que no requería esa condición. Era perfectamente posible hacerlo, y había voluntad de los señores Senadores como para fijar un término breve para  proponer nuevas enmiendas a objeto de que el proyecto fuese despachado sin tal vacío, de cuya existencia considero importante dejar constancia.



En atención a los argumentos que di, he desistido de presentar la indicación pertinente. Pero -reitero- me pareció relevante que quedase consignado que el vacío existe y que resulta fundamental el compromiso que el Ministro de Hacienda ha suscrito. 



Espero que todos podamos empeñarnos para que nuestro país tenga una adecuada legislación, que prevenga respecto del uso y eventual abuso de información privilegiada y del uso y abuso de una posición privilegiada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, a raíz de la intervención del Honorable señor Ominami, quiero precisar lo siguiente.



En primer término, me alegro de que no se plantee aquí la indicación para legislar sobre la situación  de la compra de acciones en los días anteriores a la publicación de la respectiva FECU de la empresa.



Y digo que me alegro porque eso despeja los temores y, obviamente, también nuestras aprensiones sobre el verdadero propósito de dicha indicación.



El Senador señor Ominami ha dicho que gran parte de este proyecto recoge la mala experiencia de la inversión CORFO-Inverlink. Y es cierto. Pero creo que ello no es asimilable a la situación de compra de las acciones realizada hace varios meses por el ex candidato presidencial Sebastián Piñera. Porque en la Comisión de Hacienda hemos trabajado incansablemente en los últimos meses -y lo mismo ha hecho el Gobierno con sus representantes: el Ministro de Hacienda y el Superintendente de Valores a la cabeza- los Senadores de la Concertación y los de la Alianza, con sus respectivos equipos técnicos, a fin de convertir en ley el proyecto en análisis.



Si la materia tenía tal prioridad y trascendencia que ameritaba la indicación anunciada por los medios de comunicación, lo lógico habría sido que el Gobierno la hubiese presentado durante la tramitación y dentro de los reiterados plazos que fuimos abriendo para ello. 




No se hizo.



 Por lo tanto, ello me indica que para el Gobierno y para la Superintendencia de Valores y Seguros no era cuestión de mayor prioridad o más urgencia.



Quiero recordar que el último plazo que hubo para presentar indicaciones con respecto al proyecto de ley de Mercado de Capitales II venció hace 15 días, cuando  ya también la Superintendencia de Valores, seguramente, había resuelto formular cargos por la compra de acciones. De modo que, evidentemente, el anuncio de una indicación especial tenía nombre y apellido. Y eso, en lo personal, me preocupaba y me generaba aprensiones. 



Y por ello digo también que me alegro de que se despeje este asunto en la forma como se está haciendo.



Quiero además señalar que, como aquí se ha expresado respecto a la iniciativa legal sobre Mercado de Capitales II, en determinado momento, con el entonces Ministro Eyzaguirre, se tomó la decisión de dar urgencia a los gobiernos corporativos, y más concretamente a los gobiernos corporativos de empresas públicas. Trabajamos mucho para generar los acuerdos políticos que permitieran dar ese paso en este tipo de empresas.



Lamentablemente, cuando el proyecto llegó a la Sala -pienso que, en algunos casos, un poco por incomprensión de lo que significaba; en otros, por la convicción de que no era lo mejor-, no obstante haber mayoría, no se logró el quórum necesario para aprobarlo.



Entonces, necesitamos, sobre todo en las empresas públicas, nuevos gobiernos corporativos. Y, dado que hay mucho trabajo avanzado, por supuesto también vamos a poner lo mejor de nuestra parte para que la iniciativa sea ley cuanto antes.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, espero que no destinemos todo el tiempo del Orden del Día a discutir este punto, como pasó en la última sesión, donde en un proyecto que contaba con la unanimidad argumentamos durante dos horas y media.



En forma  muy somera, deseo  señalar lo siguiente.



En primer término, con respecto al caso específico de Sebastián Piñera y la compra de acciones LAN, la institucionalidad está funcionando. La Superintendencia de Valores y Seguros ha formulado cargos y la persona afectada por ellos tiene abiertos los procedimientos para defenderse.



Desde ese punto de vista, considero prudente no legislar con nombre y apellido en este momento. No es una buena práctica ni para este caso ni para otros. 



Desde hace dos o tres meses, tenía preparado un proyecto de ley referido a situaciones en las cuales debía presumirse el uso de información privilegiada, y me pareció pertinente no presentarlo mientras no se aclarase tal caso.



En segundo lugar, nunca entendí por qué la Concertación no dio los votos para aprobar en general el proyecto sobre gobiernos corporativos. Jamás entendí por qué se restaron votos del conglomerado de Gobierno y no tuvimos la posibilidad de discutir el asunto.



Creo que ahora hay un compromiso para que en marzo se reponga la iniciativa correspondiente.



Tercero: dicho proyecto consigna reglamentación, no sólo sobre el manejo corporativo de las sociedades anónimas, sino también -y muy especialmente- sobre el de las empresas del Estado, en las cuales se cometen muchas irregularidades, sin que sobre el particular contemos con resoluciones de la Superintendencia o mecanismos de control.



Considero muy importante que la iniciativa sobre gobiernos corporativos perfeccione la reglamentación relacionada con el manejo de las sociedades anónimas, pero, también, que abordemos de manera profunda el manejo de las empresas del Estado.



Ahora, ya que se encuentra en debate una indicación renovada, quiero referirme brevemente a ella. Y espero que vayamos al fondo del asunto. De no ser así,  volveré a intervenir al respecto.



La cuestión específica que debemos votar es una norma que dice relación a autorizaciones para adquirir acciones de compañías de seguros. Ella señala que, por exigirlo el interés nacional, deberá solicitarse una autorización cada vez que alguien quiera comprar el 10 por ciento o más de una compañía de seguros de vida.



La disposición aprobada dice: “Por exigirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una compañía de seguros del segundo grupo” -vale decir, de seguros de vida- “que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen más del 10 por ciento del capital de ésta”.



En el caso de compañías de seguros de vida, a la ley le interesa saber quiénes son los accionistas mayoritarios. Y se coloca un umbral de 10 por ciento.



Nosotros presentamos una indicación a fin de disponer que se requerirá autorización cuando se pretenda comprar el 10 por ciento y, también, si la adquisición de acciones permite tomar el control de la empresa. Vale decir, se busca que haya dos situaciones respecto de las cuales se necesite autorización: cuando se alcance el 10 por ciento o cuando se desee el dominio de la empresa. ¿Por qué? Porque, en el caso de las compañías de seguros, no nos parece razonable que cada compra que fluctúe entre el 10 por ciento y lo que implica el control de la entidad deba ser visada por la Superintendencia.



 La restricción para adquirir acciones es algo excepcional y, de acuerdo con la Constitución, sólo es permitida en la medida en que lo exija el interés nacional. 



Entiendo que el interés nacional pueda exigir autorización para comprar una cantidad relevante de acciones -o sea, para lograr el 10 por ciento- o cuando se quiera tomar el control. Pero no comprendo por qué podría requerirse en el caso de una persona que tiene ya el 10 por ciento y decide después adquirir tres, ocho o nueve acciones.



Eso significa dar a la autoridad la posibilidad de una intervención absolutamente indebida. Está bien cuando se pretenda llegar al 10 por ciento -porque deseamos tener accionistas mayoritarios que sean escrutados por la Superintendencia- o cuando se quiera tomar el control. Pero me parece innecesario, y no cumple con el requisito constitucional, el pretender que cada compra entre el 10 por ciento y lo que significa el control de la empresa requiera autorización.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el Honorable señor Novoa dijo hace algunos minutos que ojalá esta sesión no se dedicara sólo a discutir esta materia,  que partió abordando el Senador señor Ominami. 



Yo seguí la interesante intervención del primero de los mencionados y pude observar que él utilizó el tiempo preciso. Y a lo mejor le faltaron minutos.



Señor Presidente, me interesé en el tema y, por eso, recurrí a informaciones de personas expertas. Porque aquí estamos en el análisis de algo vinculado con el empresario y la política activa.



Deseo manifestar, sinceramente, que no me agrada el hecho de que se esté tipificando algo sobre la base de una persona que es líder de una de las agrupaciones políticas que funcionan en Chile. 



Sin embargo, quiero señalar que don Álvaro Pezoa, profesor de Filosofía Política y de la Escuela de Negocios de la Universidad de Los Andes, dice que la relación del hombre de negocios con la vida política hay que cuidarla permanentemente en dos aspectos: los “conflictos de intereses”, que es a lo cual se ha estado aludiendo aquí, y el “tráfico de influencias”. Según el autor, estos conceptos implican graves problemas morales, a los que califica de “cada vez más frecuente ocurrencia en Chile”. 



Agrega que en esta situación es necesario que los empresarios tengan “virtudes vividas, convicciones claras y prudencia”. Y sostiene que “debe existir un marco jurídico que regule estos aspectos”.



Ése es el punto que también surge aquí, en el debate.



Por su parte, Giovanni Sartori, en su libro “Elementos de Teoría Política”, a propósito de la relación entre comportamiento económico y político, sostiene que “el criterio de comportamiento económico es la utilidad: es decir, la acción económica lo es en cuanto está dirigida a maximizar una utilidad, una ganancia, un interés material. En el otro extremo” -señala- “el criterio de los comportamientos éticos es el bien: es decir, la acción moral es una acción ‘debida’, desinteresada, altruista, que persigue fines ideales y no ventajas materiales.”.



En la misma línea planteada por Sartori respecto del comportamiento económico y político, don Waldo Peña Cazas, en un artículo para el periódico “Los Tiempos”, de Bolivia, expresa que “en todas las democracias han florecido nuevas clases dominantes encarnadas por el hombre de negocios, cuya esencial filosofía de vida es el éxito económico. La mentalidad del hombre cuya vida gira en torno al dinero le impide adquirir otro cuerpo de principios y conciliar el interés privado con el interés público.”.



Y agrega: “Todos sus esfuerzos y toda su actividad” -aquí hay que poner mucho cuidado- “están dirigidos a las ganancias o incrementos de capital, porque sus enraizados hábitos de pensamiento y de acción no le permiten otro camino. La habilidad para acumular capital obedece a arrebatos individualistas y no condice con la capacidad para forjar el bien común”.


Así que resulta indiscutible que este asunto nos va a tomar bastante tiempo. Y habrá que legislar en Chile sobre la materia.



A modo de ejemplo, quiero citar algunas legislaciones comparadas en lo referente a información privilegiada.



En España, la Ley de Mercado de Valores, en su artículo 81, número 2, establece lo siguiente: 



“Todo el que disponga de información privilegiada deberá abstenerse de ejecutar por cuenta propia o ajena, directa o indirectamente, algunas de las conductas siguientes:



“a. Preparar o realizar cualquier tipo de operación sobre los valores negociables o sobre instrumentos financieros a los que la información se refiera, o sobre cualquier otro valor, que tenga como subyacente a los que la información se refiera.



“b. Comunicar dicha información a terceros, salvo en el ejercicio normal de su trabajo, profesión o cargo.



“c. Recomendar a un tercero que adquiera o ceda valores negociables o instrumentos financieros o que haga que otro los adquiera o ceda basándose en dicha información.”.



De acuerdo con la legislación de Francia, basta comunicar información privilegiada para ser sancionado, incluso no exigiendo beneficio propio. Eso la hace una norma muy objetiva y muy transparente.



Y en el caso de Argentina, aquí, al lado nuestro, la normativa vinculada con el tema establece que cualquier persona que, en razón de su cargo, actividad, posición o relación, tenga información reservada, no podrá valerse de ella a fin de obtener para sí o para otros ventajas de cualquier tipo, deriven de la compra o venta de títulos, valores o de cualquier otra operación relacionada con el régimen de oferta pública.



De esta forma, señor Presidente, estoy señalando que el debate de la iniciativa tiene que incidir en esta materia. Porque es evidente que, cuando se llega a altos grados de responsabilidad política, si uno sigue el análisis de tales personalidades, no cabe duda de la existencia de un riesgo absoluto en cuanto a que el bien común puede confundirse con esa vocación primera, que es la de tipo empresarial. 



De ahí, entonces, que debe crearse un tipo de legislación para que quien incursione en esos niveles tenga que hacer, de manera transparente, abstracción total del mundo de su actividad privada, la que, por ser tal, indudablemente no merece crítica. Sin embargo, aquí se presenta el grave problema de entrar a confundir la relación entre política y negocios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, con respecto a los gobiernos corporativos y sus implicancias para la transparencia del mercado de capitales, sencillamente reitero lo ya dicho por el Ejecutivo, en cuanto a retomar la discusión de esos asuntos una vez transcurrido el plazo de un año, que es el necesario  para remitirlos de nuevo al Congreso



En lo atinente al proyecto que se encuentra sometido hoy día a consideración del Senado, debo señalar que él es extremadamente importante, porque permite dar un paso fundamental en la modernización de nuestro mercado de capitales. Los beneficios son muchos: tienen que ver con una más amplia liquidez; mayor acceso al financiamiento; nuevos mecanismos de financiamiento y nuevos elementos para dar seguridad a los que participan; el poner a nuestro mercado al nivel de los estándares internacionales, y de muchos otros factores.



Si lo permite el señor  Presidente, me referiré de manera breve a lo que, a juicio del Ejecutivo, son los cambios y beneficios principales contenidos en esta iniciativa legal, los que agruparé sobre la base de tres categorías: capital de riesgo y nuevos mecanismos de financiamiento, seguridad en el mercado de valores y desarrollo y profundización de mercados.

Capital de riesgo y nuevos mecanismos de financiamiento



Tenemos tres mecanismos destinados a incentivar esta industria, absolutamente crucial para financiar nuevas empresas, empresas emergentes, empresas que innoven.



En primer término, hay un beneficio tributario que consiste en la exención del pago del impuesto a la ganancia de capital. Aquí se comprenden tres mecanismos: uno para inversionistas ángeles; otro para fondos que invierten en empresas pequeñas, con ventas de hasta 200 mil UF, y otro para fondos que invierten en empresas de mayor tamaño, con ventas de menos de 400 mil y más de 200 mil UF.



En segundo lugar, se incorpora la CORFO a esta industria, vía la compra por parte de dicho organismo de cuotas en fondos de inversión de capital de riesgo.



En tercer término, se autoriza a los bancos para que, a través de filiales, pongan hasta uno por ciento de sus activos en cuotas de fondos de inversión de capital de riesgo.



Sumando estos distintos mecanismos, estimamos que podría haber hasta mil 500 millones de dólares adicionales a disposición de los emprendedores y de las empresas emergentes en Chile. Nos parece una innovación fundamental, para la promoción tanto de las empresas emergentes como de la innovación.



También, en materia de nuevas formas de financiamiento y de emprendimiento, el proyecto comprende la creación de una nueva estructura de sociedad, la llamada “sociedad por acciones”, que, para promover nuevos tipos de emprendimiento, combina algunas características de las sociedades anónimas, en especial su reglamentación, con la flexibilidad que ofrece otro tipo de sociedades, como las sociedades de personas.



De igual modo, dentro de los nuevos métodos de financiamiento se considera la extensión, por ocho años, del beneficio tributario disponible hoy para las acciones en la bolsa emergente. Esto también tiene que ver con la industria de capital de riesgo. ¿Por qué? Porque una empresa que parte financiándose vía capital de riesgo suele madurar y entrar a la bolsa. Entonces, resulta importante que la salida de los inversionistas iniciales y el financiamiento mediante acciones formen parte del ciclo de crecimiento de estas empresas. Y por eso ello se encuentra contemplado en el proyecto.



Finalmente, dentro de esta gama de medidas para promover el capital de riesgo y el emprendimiento, se encuentran una serie de normas que flexibilizan las garantías consistentes en prendas sin desplazamientos y, además, se crea un registro moderno y nacional para ellas.

Seguridad en el mercado de valores



Hay un segundo bloque, que considera seis medidas relacionadas con la seguridad en el mercado de valores, de modo de dar garantías a todas las personas que allí participan y de evitar situaciones como las que alguna vez vivimos en ese mercado.



En materia de bolsas, se establecen mecanismos para garantizar la idoneidad técnica de los corredores. Además, se autoriza que las bolsas, voluntariamente, se desmutualicen. Es decir, se permite que no toda persona que participa en la bolsa deba ser necesariamente un propietario de ella, con lo que se potencia el crecimiento de las bolsas, si se decide así de manera voluntaria.



También se fortalecen las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia de Valores y Seguros en situaciones como las del caso Inverlink.



Se exime del impuesto de timbres y estampillas a las securitizaciones, o sea, a las situaciones en las cuales activos subyacentes se empaquetan y se transforman en un documento transable. Y se aclara que, si los documentos o activos subyacentes ya pagaron el impuesto de timbres y estampillas, no corresponde que se haga otra vez cuando estos instrumentos se securitizan.



En cuanto a seguridad también se dispone la protección legal a los Superintendentes de Bancos, de Valores y de AFP.



Se establece un nuevo proceso de autorización de licencias bancarias, de AFP y también de compañías de seguros. A la vez, se consideran normas respecto de las autorizaciones cuando se producen cambios de propiedad que exceden el diez por ciento.



En este punto, me refiero de forma breve a la indicación presentada por el Senador señor Novoa. A juicio del Ejecutivo, las normas contenidas en el proyecto son necesarias y lo que hacen es extender al sector de compañías de seguros y de AFP facultades presentes hoy, por ejemplo, en el sector de bancos. Se trata de facultades que posee la Superintendencia de Bancos para autorizar cambios de propiedad no sólo cuando se exceda el diez o el cincuenta por ciento. Esto nos parece necesario y coincide con la opinión de los Superintendentes de los dos sectores, a fin de cautelar el interés nacional y de asegurar la solvencia de estas instituciones. Cambios de entre diez y cincuenta por ciento pueden tener efectos muy importantes en la composición patrimonial de un banco. Si bien es cierto que debajo del cincuenta por ciento una persona no controla de manera directa una empresa -bancaria en este caso-, con menos de dicho porcentaje puede tener mucha injerencia. Y uno no querría que ese monto de propiedad no estuviera sujeto a un proceso de autorización. Por eso consideramos que la norma como fue aprobada es la correcta y la que garantiza la seguridad.

Desarrollo de mercados



En esta materia hay una serie de medidas y de normas que permiten profundizar y diversificar los mercados de capitales. Enumeraré unas pocas que nos parecen importantes.



La primera se relaciona con la clarificación y la extensión del beneficio tributario en los fondos mutuos. Hoy en día, cuando alguien tiene sus fondos en un fondo mutuo y se cambia dentro de la familia de fondos, no paga impuesto. Pero, cuando se cambia a uno que no se encuentra dentro de la misma familia, sí debe pagar. Estamos extendiendo ese beneficio a cualquier reinversión en fondos mutuos, independiente de si el fondo está o no en manos de la misma administradora. Estimamos que con esto se podrían beneficiar hasta 800 mil personas tenedoras de fondos mutuos.



Además, se amplía la gama de inversiones de las compañías de seguros y se redefine la base de cálculo para la reserva técnica de los bancos. Este cambio liberará recursos, aumentará la disponibilidad de recursos prestables y, por lo tanto, le dará un impulso al financiamiento de las empresas.



Se modernizan las bolsas off-shore, permitiendo la oferta pública de CDV, es decir, de valores extranjeros en Chile sin el patrocinio del emisor.



Se eliminan ciertos requisitos y límites para los fondos índice, para aquellos que replican el mercado accionario.



Se autoriza la compensación de los derivados en el caso de quiebra. Esto resulta muy relevante para promover el mercado de derivados y para homologar la norma de Chile a la internacional.



Se cambian también ciertas reglas relativas a las inversiones permitidas a los fondos de inversión, de modo que éstos inviertan en actividades acordes con su naturaleza, como inversionistas pasivos y no activos.



Finalmente, se homologa el tratamiento tributario, en especial el pago del IVA, para el APV. Se eliminan distinciones según quien presta el servicio, de modo que haya un tratamiento uniforme del pago del IVA en el caso del ahorro previsional voluntario.



He mencionado veinte medidas. Existen muchas otras. Éstas nos parecen especialmente importantes. Y resalto de nuevo que son absolutamente cruciales para el financiamiento y el capital de riesgo, la seguridad del mercado de valores y el desarrollo de los mercados.



Este proyecto va a dar un impulso importante al sector de bancos, al de seguros, al de nuevas formas de capital y, por lo tanto, a la inversión, al crecimiento y al empleo. 


Agradecemos el trabajo efectuado por la Comisión de Hacienda, porque ha permitido perfeccionar el proyecto en debate, que es extenso, complejo y exigente, y que esperamos que pronto sea ley de la República.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, ésta ha sido una iniciativa muy compleja, que ha tenido una larga discusión en la Comisión de Hacienda y respecto de la cual todos los sectores representados en el Senado han contado con la asesoría técnica correspondiente.



El proyecto que nos ocupa constituye la segunda reforma que se introduce al mercado de capitales, conocido también como “Mercado de Capitales II".



Quiero resaltar la importancia de la iniciativa que se presenta a la Sala para su discusión en particular. Se trata de un proyecto multidimensional, que persigue, entre otros propósitos, fomentar el capital de riesgo, aumentar la seguridad de los mercados de valores e incentivar el desarrollo y la competencia en estos mercados.



Cada uno de esos objetivos se logrará con diversas medidas concretas -se trata de propuestas que ya se enumeraron cuando se discutió el proyecto en general- y que vistas individualmente son valiosas y relevantes para un mercado financiero digno de nuestra economía. Pero, además, en su conjunto tendrán un efecto potenciador del mercado de capitales para adecuarlo el desarrollo de nuestra economía.



El proyecto contó con un amplio consenso y sólo algunos artículos se votaron en forma dividida. 



A su vez, la indicación renovada por los sectores de la Alianza por Chile fue rechazada en la Comisión, teniendo presente especialmente lo que señaló el Superintendente de Valores y Seguros, quien dijo: "llamo la atención hacia la importancia que tiene para la Superintendencia que dirige una norma como la cuestionada. Dado el tipo de estructura de propiedad que existe en el país y el grado de concentración que hay en el mercado financiero, unido a la creciente aparición de conglomerados financieros, se hace necesario revisar periódicamente la situación de propiedad en el campo de las compañías de seguros.”.



En seguida, dicho personero destacó que “la Superintendencia actúa con expedición y que sus resoluciones expresan causas, por lo que no hay trabas burocráticas ni ánimo de dificultar la adquisición de propiedad, sino sólo la conveniencia, desde el punto de vista prudencial, de contar con información permanente en la materia.".



Además, no existe razón alguna para que en la adquisición de acciones de los bancos no se exija el mismo tratamiento que se da para las compañías de seguros.



Por tales motivos, la Comisión de Hacienda rechazó la indicación por tres votos contra dos. Y espero que la Sala se pronuncie en contra ante la reiteración que propone la Alianza por Chile.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente,  quiero señalar que no estuvimos de acuerdo con el criterio de hacer extensiva a las compañías de seguros y a las  administradoras de fondos de pensiones la misma regulación que se aplica a los bancos.



¿Por qué? Porque se trata de entidades completamente distintas, son mercados distintos y situaciones distintas.



Por eso, con respecto a esta misma indicación, en lo que atañe a los bancos, nosotros la retiramos. El señor Ministro de Hacienda explicó que, de acuerdo con las normas de Basilea, los bancos pueden estar obligados a aumentar su capital. Por lo tanto, era importante saber quién tenía el 10, el 12, el 15, el 18, el 20 por ciento. Ésa nos pareció una razón adecuada.



En materia de compañías de seguros, no existe la misma disposición. Entonces, no me parece conveniente sostener que estamos unificando normas, toda vez que uno no unifica cosas distintas, y al hacerlo se cometería un error.



En la próxima indicación renovada, vamos a ver que existe un criterio similar. Se establecen para las compañías de seguros, que no tienen obligación de atender al público ni de observar una serie de normas, las mismas exigencias que se ponen para los bancos, que sí deben cumplir con disposiciones que justifican ciertos requerimientos.



Por lo tanto, nosotros no coincidimos con el criterio de que si para los bancos se exige A, para las compañías de seguros se deba exigir A, porque se trata de entidades distintas, de mercados distintos y de situaciones distintas.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



Votar “sí” significa aprobar la indicación renovada, y “no”, rechazarla. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la indicación renovada número 29, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (13 votos por la afirmativa, 12 por la negativa y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



No votaron, por estar pareados, los señores Longueira y Zaldívar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En consecuencia, queda rechazada la indicación renovada.

El señor COLOMA.- Aprobada, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por ser de quórum calificado, requiere para su aprobación el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor COLOMA.- Entonces, hay que votar el artículo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ahora, habiéndose rechazado la indicación renovada, corresponde votar el artículo 38 bis tal como lo sugiere la Comisión en su segundo informe.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Qué pasó con la indicación renovada?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se rechazó por falta de quórum, señor Senador.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación el artículo 38 bis.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el artículo 38 bis, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (16 votos a favor, 13 en contra y 1 pareo).


Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


No votó, por estar pareado, el señor Longueira.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se registró un pareo, pese a que se trataba de una disposición que requería quórum especial.



A continuación, los Senadores señores Chadwick, Coloma, Allamand, Novoa, Longueira, Kuschel, García, Romero, Espina, Pérez Varela y Orpis renovaron la indicación Nº 34, que sustituye los dos incisos finales del artículo 39 bis por el siguiente: “Cumplidos los trámites anteriores, la Compañía de Seguros podrá iniciar sus operaciones.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la indicación renovada N° 34.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, esta indicación tiene el mismo fundamento que la anterior: evitar que se aplique a las compañías de seguros normas establecidas para los bancos, lo que realmente no corresponde.



El artículo 39 bis prevé todo un procedimiento para que las aseguradoras se organicen. También consigna los trámites que debe realizar la Superintendencia de Valores y Seguros y los plazos dentro de los cuales aquéllas han de cumplir los requisitos exigidos para su formación.



Pero en los dos últimos incisos entramos a un terreno donde la norma no tiene mayor sentido.



El penúltimo dice: “Cumplidos los trámites a que se refiere el inciso anterior, la Superintendencia comprobará, dentro del plazo de 90 días, si la compañía se encuentra preparada para iniciar sus actividades y, especialmente, si cuenta con los recursos profesionales, tecnológicos y con los procedimientos y controles para emprender adecuadamente sus funciones.”.



Y el final: “Cumplidos dichos requisitos, la Superintendencia, dentro de un plazo de 30 días, concederá la autorización para funcionar. Asimismo, fijará un plazo no superior a un año para que la compañía inicie sus actividades, lo que la habilitará para dar comienzo a sus operaciones, le conferirá las facultades y le impondrá las obligaciones establecidas en esta ley.”.



Esas normas fueron copiadas de la Ley de Bancos, donde se obliga a las instituciones bancarias a tener oficinas para la atención de público; se les impone el cumplimiento de una serie de normas legales; se les exige funcionar dentro de un horario mínimo.



Quiero saber, señor Presidente, cuál es la razón para justificar que las compañías de seguros deban cumplir esa cantidad de requisitos frente a la Superintendencia, y, asimismo, por qué si una de ellas es autorizada para constituirse ha de iniciar sus operaciones dentro de un plazo determinado.



No veo el fundamento para reproducir, en el caso de las aseguradoras, las obligaciones preceptuadas para los bancos, que son entidades completamente distintas.



Por eso, la indicación que renovamos señala que, una vez concedida la autorización y cumplidos todos los trámites, la compañía de seguros queda en libertad para operar. En nuestro concepto, no tiene que preguntarle a la Superintendencia si los escritorios son adecuados o no; si la oficina está bien ubicada o no; si los ingenieros que emplea deben ser de la Universidad de Chile, o contar con un MIT, o tener un posgrado en otro país.



Además, la misma sociedad sabrá si comienza a operar inmediatamente o dos años después.


Este afán de regular excesivamente las cosas no conduce a nada. En nuestra opinión, es un error aplicar a actividades distintas una reglamentación pensada para otras y que ha funcionado bien.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, del debate habido en la Comisión y de la postura del Superintendente de Valores y Seguros al respecto, destaco lo siguiente. 



En el caso de los bancos hay razones para que, concluidos los trámites, exista una autorización final que certifique que están en condiciones de operar (por las sucursales, por el equipamiento técnico y computacional, etcétera).



En el de las compañías de seguros se da una situación análoga. Una aseguradora que no tiene su base de datos en línea; que no está conectada a los sistemas, por ejemplo, de la Superintendencia, o que cuenta con sistemas informáticos que no cumplen los estándares mínimos de seguridad, a juicio de esa entidad, no debería entrar en operación.



Por lo tanto, se consagra aquí una norma análoga a la que rige para los bancos.



En todo caso, destaco dos aspectos. 



En primer lugar, se trata de procedimientos expeditos, cuyo objetivo es certificar lo concerniente a las cosas prácticas que acabo de mencionar.



Y, en segundo término, cuando se discutió en la Comisión este artículo, relativo a las autorizaciones, se convinieron ciertos acortamientos de plazos para hacer aún más ágil el procedimiento.



Por lo tanto, dado que los nuevos plazos han quedado establecidos en el texto y que ello permitirá que todo sea rápido y que no haya burocracia, nos parece que la autorización final corresponde, para garantizar la calidad del servicio y la seguridad.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la indicación renovada Nº 34.

El señor LARRAÍN.- ¿Requiere quórum especial esta norma?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, Su Señoría.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 14 votos por aprobar la indicación, 14 por rechazarla, 1 abstención y 1 pareo.


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Se abstuvo el señor Sabag.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde repetir la votación, porque la abstención influye en el resultado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se repetirá la votación.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada Nº 34 (16 votos negativos, 15 afirmativos y un pareo).



Votaron por la negativa los señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar.

El señor COLOMA.- Hay que votar el artículo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exacto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a votar el artículo 39 bis.

El señor LARRAÍN.- Que se apruebe con la misma votación, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado con la misma votación anterior, pero a la inversa.



--Se aprueba el artículo 39 bis (16 votos contra 15 y un pareo).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Senadores señores Chadwick, Coloma, Allamand, Novoa, Longueira, Kuschel, García, Romero, Espina, Pérez Varela y Orpis renovaron la indicación Nº 39, recaída en el inciso primero del artículo 24 B, nuevo, que expresa:



“Por exigirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una Administradora que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen más del 10% del capital de ésta, sin que previamente haya obtenido autorización de la Superintendencia.”.



En la indicación mencionada se propone agregar la siguiente oración:



“Esta autorización se requerirá sólo en la oportunidad que la persona pretenda adquirir dicho porcentaje, o en todo caso, cuando la adquisición de acciones le permita tomar el control de la compañía.”.



Se trata de una disposición de quórum calificado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la indicación renovada N° 39.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, sólo deseo clarificar que esta norma es análoga a la considerada anteriormente, donde vimos lo relativo a las compañías de seguros. Éste es el caso de las administradoras de fondos de pensiones. 



El argumento es el mismo.

El señor LARRAÍN.- La votación también debe ser igual.

El señor NOVOA.- Yo recomendaría a los Senadores de enfrente que la aprobaran. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la indicación renovada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada Nº 39 (17 votos en contra, 15 a favor y un pareo), por no haberse reunido el quórum constitucional exigido.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por lo tanto, se va a votar el artículo.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde votar el artículo 24 B, nuevo, que es de quórum calificado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el artículo 24 B, nuevo, por no reunirse el quórum constitucional exigido (16 votos a favor y 15 en contra).



Votaron por la afirmativa los señores Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, los Senadores señores Chadwick, Coloma, Allamand, Novoa, Longueira, Kuschel, García, Romero, Espina, Pérez Varela y Orpis renovaron la indicación Nº 59, consistente en intercalar, a continuación del número 12) del artículo 6º, el siguiente número nuevo (imagino que sería 13 ó 12 bis):



“Elimínase el artículo 182.” (de la Ley de Mercado de Valores).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la Ley de Mercado de Valores, en el artículo 182, introducido por la ley Nº 19.301, del año 1994, señala: “El Banco Central de Chile estará facultado para imponer, de acuerdo con el procedimiento indicado en el artículo 50 de su ley orgánica, límites o restricciones a los cambios en la posición neta de inversiones de instrumentos en el extranjero que posean los inversionistas institucionales.”.



¿Qué quiere decir eso? Que los inversionistas institucionales que tengan colocaciones en el exterior pueden ser en determinado momento constreñidos por el Instituto Emisor a mantener sus inversiones sin cambios, a no introducir variaciones en la posición neta de ellas. 



Por ejemplo, si una AFP tiene 50 por ciento de sus fondos  -éstos pertenecen a los trabajadores- invertidos en el extranjero y se registra en el país una crisis de cambio, el Banco Central puede imponerle restricciones. Es algo parecido a lo que en Argentina se conoció como “el corralito”.



A nuestro juicio, el artículo 182, cuya derogación proponemos, carece de mayor justificación y constituye un peligro, no ahora, sino hacia el futuro.



Los inversionistas institucionales más grandes son las AFP. Los fondos con que operan éstas son de propiedad de los trabajadores. No vaya a ser cosa que, frente a una crisis de cambio o a una situación transitoria, el Banco Central, en su momento, diga “Los dineros colocados en el exterior se congelan” o “Se bajan las posiciones” y se usen los recursos de los trabajadores para solucionar problemas de política monetaria.



Ahora, ¿cuál es la regla general que tiene el Banco Central sobre esta materia? Su Ley Orgánica Constitucional determina que el Consejo se halla facultado para “Establecer, con arreglo a criterios de aplicación general, límites a las tenencias que las empresas bancarias o las personas” autorizadas para operar en el mercado cambiario formal “podrán mantener, dentro o fuera del país, en moneda extranjera”, etcétera.



Ésa es la misma situación que hoy existe en el caso de las administradoras de fondos de pensiones, que son inversionistas institucionales, a las cuales se les dispone un límite: “Ustedes podrán tener hasta tanto invertido en moneda extranjera”.



Eso establece la regla general.



Sin embargo, la norma que se incluyó en la Ley de Mercado de Valores va más allá de poner un límite, pues permite decir: “No mueva su posición, no la cambie. Bájela, o tráigala al país, o déjela fuera”. 



Nos parece que dicha medida, incorporada cuando se autorizó por primera vez la inversión de las AFP en el extranjero, no se justifica hoy. A lo mejor, en cinco, ocho, diez o quince años se produce una crisis de cambio y lo primero que podría expresar el Banco Central de esa época sería: “Congelemos los fondos de los trabajadores. Total, son platas que están ahí para el futuro”.



Por eso, planteamos, en este proyecto de ley, eliminar esa norma, porque nos parece innecesaria, discriminatoria. Y el Instituto Emisor tiene las atribuciones suficientes. El mismo Fiscal reconoció que para conseguir efectos similares se debería tomar una serie de medidas. Si es así, deben hacerlo.


He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, quiero hacer dos aclaraciones y esgrimir algunos argumentos.



Primero, esta norma difiere de aquella que tiene que ver con los techos o límites a la inversión de las AFP en distintos instrumentos, entre otros los extranjeros. Ello está contenido en el decreto ley N° 3.500, materia que vamos a discutir en el Senado cuando veamos la reforma de las pensiones. Ése es un asunto distinto.



Lo segundo es que, más allá de los detalles a los que me referiré en un momento, me parece que la expresión “corralito” trae a colación asociaciones pocos felices e inexactas, porque todos sabemos de dónde proviene. Ella dice relación al congelamiento de los depósitos bancarios en Argentina después de la crisis a comienzos de la presente década. Pero aquí no estamos hablando de depósitos de esa naturaleza, sino de un congelamiento, por lo que me parece que la analogía y el uso del término más bien llaman a error.



La norma en debate data de 1994; o sea, es posterior a la dictación de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central. Nunca se ha aplicado; pero, a juicio del Instituto Emisor, se debe mantener, porque podría ser útil en casos excepcionales, en casos de emergencia.



¿Y qué establece?



El Banco Central está facultado por dicho cuerpo legal para normar -y ésta es la frase exacta- las tenencias en moneda extranjera de los bancos, las casas de cambio y las corredoras de Bolsa. La atribución que nos ocupa complementa lo anterior y lo autoriza para imponer límites a los institucionales en la posición neta de cambios -es decir, en relación con instrumentos que tengan en el extranjero-, definiéndose éstos como bancos, casas de cambio y corredoras de bolsa, más las AFP, las compañías de seguros y los fondos.



Por lo tanto, nos parece que la norma es complementaria a la contenida en la Ley Orgánica Constitucional respectiva y que corresponde utilizarla en circunstancias excepcionales. Y su buen uso está cautelado, pues no olvidemos que se requiere el acuerdo del Consejo del Banco Central, donde el Ministro de Hacienda tiene derecho a veto.


Entonces, existe más de una opinión -digámoslo así- respecto a los casos en que la disposición podría ser aplicada.


Y nos parece conveniente mantenerla como una medida prudencial, que no se va a utilizar en situaciones normales, pero que podría ser necesaria en las extraordinarias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, precisamente porque se trata de un precepto excepcional, distinto de la facultad del Banco Central para fijar límites de inversión de los ahorros previsionales en el extranjero, lo consideramos excesivo.



Ya lo manifestó el señor Ministro: no se ha ocupado nunca. Y esperamos que jamás se use. Porque, frente a una situación de crisis, de emergencia, creemos que lo que se debe hacer es proteger el ahorro previsional de los trabajadores y no recurrir a él para producir determinados equilibrios internos.



La existencia de esta norma resulta una tentación.



Ya lo hemos dicho: ojalá no se utilice nunca. Pero, si bien lleva 12 años y ello no ha ocurrido, evitemos la tentación y eliminémosla, protegiendo el ahorro de los trabajadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, abrigo la certeza de que estamos frente a una indicación renovada de carácter inconstitucional, porque está destinada a alterar la facultad de un servicio público. De hecho, se trata de una institución contenida en la Carta Fundamental.



En consecuencia, dado lo anterior, ello debería ser rechazado per se.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, no me gustan las restricciones que pesan sobre el Congreso Nacional, pero permítame dar mi opinión en el sentido de que lo manifestado por el Senador señor Vásquez resulta rigurosamente cierto. Lo que hace la indicación es limitar una atribución que tiene hoy el Banco Central.



Desde ese punto de vista, y en conformidad a la Carta y a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la indicación debe declararse inadmisible, sea que uno esté de acuerdo o no con el fondo de ella. Me parece que lo anterior, desde la perspectiva formal, admite poca discusión.



--Se declara inadmisible la indicación renovada Nº 59.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En relación con el artículo 8º, la Comisión propone incorporar el siguiente numeral 4), nuevo:



“4) Modifícase el artículo 5º, de la siguiente forma:



“a) Deróganse los números 10), 13) y 23).



“b) Elimínase, en el inciso sexto, la frase “, siempre que estas últimas actividades sean encargadas a terceros mediante los procedimientos y con los resguardos que establezca la Superintendencia, por norma de carácter general”.”.



Ello fue aprobado por cuatro votos a favor (Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag), pero se abstuvo la Honorable señora Matthei.
El señor NOVOA.- Consulte a la Sala, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Aparentemente, existe consenso para la aprobación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Por unanimidad, se aprueba la proposición.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión recomienda incorporar en el artículo 8º los números 10) y 11), nuevos, planteados por una indicación del Ejecutivo.



Al igual que en el caso anterior, se registraron los votos a favor de los Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag, y se abstuvo la Honorable señora Matthei.



--Se aprueba unánimemente la proposición.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se ha renovado la indicación 76, tendiente a suprimir el número 3) del artículo 9º.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el número 3) se refiere a modificaciones en la forma de reclamar de las resoluciones de la Superintendencia de Valores y Seguros.



En lo fundamental, si bien consta de cuatro letras, el concepto central se puede definir de la siguiente manera.



Hoy día, frente a una resolución de dicha Superintendencia que disponga una multa o una sanción, el afectado puede reclamar al respectivo juez de letras, quien decide mediante un procedimiento sumario. Esa sentencia es de primera instancia y puede ser apelada ante la Corte de Apelaciones correspondiente. Se aplica, en consecuencia, un procedimiento judicial normal -por así decirlo- en la generalidad de los juicios.



Lo que se propone es cambiar dicho procedimiento y que la resolución de la Superintendencia pueda ser reclamada ante el tribunal de alzada.



A nosotros nos parece inconveniente alterar el mecanismo. La Corte de Apelaciones no es un tribunal de primera instancia y normalmente actúa sobre la base de una investigación judicial ya realizada. Incluso, en el texto aprobado por la Comisión se establece que “La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días”.



Entonces, podemos encontrarnos con una resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros acerca de una cuestión de hecho, de una cuestión controvertida, o ante la aplicación de una gran multa, y con que el afectado, al recurrir a la Corte de Apelaciones, eventualmente se puede ver privado de la posibilidad de defensa.



La Corte Suprema, en el oficio mediante el cual informó, y que llegó recién hoy día, dice estar en desacuerdo con el precepto, estimarlo inadecuado, y hace ver que la transformaría a ella en una segunda instancia, en la medida en que la Corte de Apelaciones pasaría a ser la primera.



El Senador señor Sabag me hace una seña para expresar que habría acuerdo en aprobar la indicación, con lo cual me ahorro argumentos adicionales.



Creo que si coincidimos…

El señor ÁVILA.- ¿Cómo quedaría el sistema?

El señor NOVOA.- Tal como está hoy. En la actualidad se reclama ante el juez en lo civil, conforme a un procedimiento sumario, y después se apela ante la Corte de Apelaciones.

El señor ÁVILA.- Pero es algo eterno.

El señor NOVOA.- Ése es un problema del Poder Judicial.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, al participar en el debate de esta norma no presenté una indicación amplia, pero también propuse mantener la presentación inicial ante el juzgado civil, entre otras razones por las que expone el Honorable señor Novoa. 



Además, seamos francos: las Cortes de Apelaciones normalmente no están preparadas para recibir los medios de prueba en la misma forma que los juzgados de primera instancia.



Y alcancé a leer el informe enviado por la Corte Suprema, donde consigna que esto significaría transformarla en tribunal de alzada, es decir, en una verdadera Corte de Apelaciones.



Realmente, se crea tal engendro, señor Presidente, que estoy por rechazar la modificación y mantener un mecanismo que, desde el punto de vista de aquellos de carácter general contemplados en el Código de Procedimiento Civil, es el más rápido dentro de los declarativos: el procedimiento sumario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Entiendo, en consecuencia, que el propósito es acoger la indicación renovada.

El señor NOVOA.- Exactamente.

El señor SABAG.- De acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existen objeciones, así se hará.



--Se aprueba la indicación renovada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, corresponde pronunciarse respecto del ARTÍCULO SEXTO transitorio, aprobado con los votos a favor de los Honorables señores Escalona, Ominami y Sabag, y las abstenciones de los Senadores señora Matthei y señor García.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor PIZARRO.- Vamos a votar el artículo, entonces.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Senador.

El señor SABAG.- Consulte a la Sala, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Está correcto, señor Presidente. Nos sumamos al pronunciamiento favorable.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No es preciso votar, en consecuencia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la disposición.



--Por unanimidad, se aprueba el ARTÍCULO SEXTO transitorio.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El ARTÍCULO SÉPTIMO transitorio fue acogido con los votos favorables de los Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag, y se abstuvo la Honorable señora Matthei.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, ésta es una norma especial relacionada con los recursos previsionales colocados en inversiones inmobiliarias. 



El acuerdo a que finalmente se llegó fue extender el plazo para que los fondos puedan seguir operando y gozando de su actual franquicia tributaria.



Nos sumamos también al voto a favor.



--Se aprueba unánimemente el ARTÍCULO SÉPTIMO transitorio.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Existe también una indicación renovada por los Honorables señores Vásquez, Gómez, Prokurica, Ávila, Cantero, Allamand, Espina, Zaldívar, Muñoz Aburto y Muñoz Barra. Como se trata de una norma que no fue aprobada en la Comisión, no aparece en el boletín comparado. Figura, sí, con el Nº 129 en el listado de indicaciones que Sus Señorías tienen sobre sus escritorios y su finalidad es reemplazar el artículo 2053 del Código Civil por el siguiente:



"Artículo 2053.- Sociedad o compañía es un acto jurídico por el cual una o más personas, estipulan hacer un aporte avaluable en dinero, con la mira de obtener utilidades que de ello provengan.



"La sociedad forma una persona jurídica distinta del o de los socios individualmente considerados.".

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, el propósito de la indicación es el siguiente.



Por razones muy entendibles, el proyecto crea un nuevo tipo social denominado "sociedad por acciones". Se trata de una sociedad con características que escapan a las normas que rigen a todas las demás sociedades, especialmente las anónimas. Se alteran las formas de control, los derechos de los socios minoritarios; en cuanto a su administración, se le permite adoptar decisiones relacionadas con situaciones que van mucho más allá de lo que a tales entidades normalmente les competen. Lo anterior se debe a que abordarán negocios de alto riesgo, que quienes inviertan en ellos estarán dispuestos a correr siempre y cuando exista la posibilidad de obtener grandes utilidades o retornos.





Conforme al texto despachado por la Comisión, la sociedad por acciones ocupará el numeral que antes correspondía a la sociedad anónima en el artículo respectivo del Código de Comercio. El presente proyecto modifica dicho cuerpo legal para establecer que el Título pertinente regulará las sociedades en comandita, las sociedades por acciones y las sociedades colectivas. 



El problema, señor Presidente, radica en que la sociedad por acciones, dadas sus especiales características, podrá ser creada por una sola persona y no se disolverá aun cuando todas las acciones queden en manos de un solo socio. 



En consecuencia, nos encontramos ante una sociedad que no requiere la presencia de dos o más personas ni para formarse ni para evitar su disolución.



Es cierto que la ley Nº 19.857 permitió la creación de una persona jurídica denominada "empresa individual de responsabilidad limitada" con el objeto de que una persona natural pudiera llevar una actividad o giro limitando su responsabilidad patrimonial a determinado monto, pero las características, condiciones y regulación jurídica de dicha entidad es de tal naturaleza que, por ejemplo, impide que una persona reúna dos o más actividades en una sola empresa. Y el legislador -recuerdo muy bien que la proposición pertinente fue hecha por el ex Senador Sergio Fernández- se cuidó de no denominar "sociedad" a la citada entidad, precisamente porque, de acuerdo con el Código Civil, una sociedad sólo es tal cuando se reúnen dos o más personas.



Entonces, desde el momento en que el proyecto acepta la existencia de una sociedad de una sola persona, ya sea para formarla o para continuarla, es evidente que la definición del artículo 2053 del Código Civil ("La sociedad o compañía es un contrato en que dos o más personas estipulan poner algo en común con la mira de repartir entre sí los beneficios que de ello provengan") deja de corresponder a lo que la Real Academia entiende por esa palabra. En efecto, según el Diccionario de la Lengua Española, definición es una "Proposición que expone con claridad y exactitud los caracteres genéricos y diferenciales de algo material o inmaterial". 



Pues bien, la definición de sociedad del artículo 2053 de dicho Código no daría cuenta, en este momento, de las características genéricas y diferenciales de las sociedades por acciones, tal como éstas fueron aprobadas, por cuanto señala que una sociedad debe estar constituida por dos o más personas y mantiene, en general, la observancia de tal requisito para su prolongación en el tiempo.



Por lo tanto, entendiendo que existiría una sociedad que no cumpliría esa condición, sería indispensable cambiar la definición de sociedad contenida en el Código Civil. 



De ahí que la indicación renovada, primero, no califique a la sociedad como contrato, sino como acto jurídico -que sería unilateral, en  la medida en que la sociedad por acciones se forme por una sola persona-; y segundo, permita que dicho acto sea celebrado por una o más personas, dado que así lo autoriza, en este momento, el proyecto en discusión. 



En definitiva, la indicación renovada nació con el objeto de modificar el artículo 2053 del Código Civil, en términos de hacer omnicomprensiva la definición de sociedad contenida en él a todas las entidades tenidas como tales, incluida la sociedad por acciones que se crea por la presente iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo planteado por el Senador señor Vásquez es extremadamente interesante, pero al mismo tiempo muy complejo, porque a propósito de un determinado tipo de sociedad -como el que estamos analizando-, Su Señoría propone cambiar el concepto general establecido en el Código Civil. 



En mi opinión, hay que preservar la sabiduría de don Andrés Bello mientras sea posible, porque cuando uno toca un concepto esencial del Código Civil, en el fondo está modificando una estructura general de nuestro Derecho. Y desconozco, por ejemplo, qué consecuencias podría tener lo propuesto por el Honorable señor Vásquez en las distintas clases de sociedades.



Por consiguiente, no me parece adecuado que, a propósito de una materia específica, realicemos un cambio genérico en el Código Civil, el cual, para todo efecto práctico, constituye el Derecho general. Dicho cuerpo normativo es, no sólo el esqueleto o la columna vertebral del Derecho Privado, sino también la estructura central del Derecho general. Y tocar este último a raíz de situaciones particulares me parece bastante delicado si antes no se han efectuado estudios y consideraciones globales que permitan evitar errores. 



Por eso, señor Presidente, más allá de las buenas razones dadas por el Senador señor Vásquez, no estimo oportuno ni prudente introducir la modificación sugerida en esta iniciativa de ley. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, la indicación fue rechazada por unanimidad en la Comisión de Hacienda, donde se entendió que no era necesario rectificar el concepto de sociedad establecido por don Andrés Bello en el Código Civil de 1857. 



Se trata de una materia compleja. No por una situación puntual se debe modificar la definición de sociedad. 



Ésa fue la razón que tuvo la Comisión para rechazar en forma unánime la indicación. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Que se vote, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica la indicación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación Nº 129, renovada (17 votos en contra, 8 a favor, 4 abstenciones y un pareo), y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite. 


Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Espina, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Ávila, Frei, García y Ominami.



No votó, por estar pareado, el señor Zaldívar.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ¿puedo hacer una observación general?



En el proyecto se plantean algunas modificaciones a los tribunales.



Normalmente, cuando una iniciativa contiene materias de competencia de la Comisión de Hacienda, sea que esté radicada en la de Constitución o en otro órgano técnico, es enviada a aquélla para que analice las normas que son de su especialidad.



Por lo tanto, si existen cambios desde el punto de vista de los tribunales o de la justicia, lo razonable sería establecer el criterio de remitir el proyecto respectivo a la Comisión de Constitución o de al menos pedir a ésta su opinión.



Durante el debate de la iniciativa que acabamos de despachar se hizo una observación, afortunada, respecto de un sistema que no existe en ninguna otra legislación. Y además se discutió la modificación a un artículo del Código Civil.



Por eso, señor Presidente, quiero pedir que se establezca el criterio, en el Reglamento o donde corresponda, en cuanto a que los proyectos que planteen reformas importantes a los tribunales o a las normas que los afectan deban ser enviados a la Comisión de Constitución.

El señor SABAG.- Es algo que habría que tener presente en el futuro, a propósito de otras iniciativas.

El señor GÓMEZ.- Efectivamente.


DERECHO A ASISTENCIA EN ACTOS DE VOTACIÓN 

A PERSONAS DISCAPACITADAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3504-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 5ª, en 13 de octubre de 2004.



Informes de Comisión:



Gobierno, sesión 61ª, en 8 de marzo de 2006.



Gobierno (segundo), sesión 82ª, en 9 de enero de 2007.



Discusión:



Sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general el 8 de marzo del año recién pasado.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja testimonio, para los efectos reglamentarios, de que no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones el número 4 del artículo único, referido a la obligación de las fuerzas encargadas del orden público de precaver que las personas con discapacidad tengan acceso expedito al local de votación.



Como dicha disposición conserva el mismo texto con que fue acogida en general, debe darse por aprobada en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de la Sala, solicite someterla a discusión y votación. Posee rango orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



-Se aprueba, reglamentariamente, el número 4 del artículo único  (25 votos).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las demás constancias reglamentarias se consignan en la parte pertinente del segundo informe.



Todas las modificaciones efectuadas por la Comisión fueron acordadas por unanimidad, por lo que, de conformidad con lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador objete alguno de los acuerdos de la Comisión o que existan indicaciones renovadas.



Tales enmiendas tienen rango de ley orgánica constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de 22 señores Senadores.



Sus Señorías tienen sobre sus escritorios un boletín comparado dividido en 4 columnas, que transcriben, la primera, las normas legales pertinentes; la segunda, el proyecto aprobado en general; la tercera, las modificaciones que introdujo la Comisión de Gobierno, y la última, el texto que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán las modificaciones efectuadas por la Comisión.



--Se aprueban (28 votos) y, por no haberse presentado indicaciones, el proyecto queda aprobado en particular y despachado en este trámite.

)------------(

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, conforme a un acuerdo de los Comités, correspondería analizar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Según lo conversado hace un rato, queda para el Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana. 
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DE MINERÍA

EN MATERIA DE PUBLICACIONES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Matthei y señores Horvath, Núñez, Orpis y Prokurica, en primer trámite constitucional, sobre publicaciones ordenadas por el Código de Minería, con informe de la Comisión de Minería y Energía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4741-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción de la señora Matthei y de los señores Horvath, Núñez, Orpis y Prokurica).



En primer trámite, sesión 78ª, en 19 de diciembre de 2006.



Informe de Comisión:



Minería y Energía, sesión 82ª, en 9 de enero de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es rebajar los costos en que deben incurrir los mineros por las publicaciones a que los obliga el Código de Minería.



La Comisión de Minería y Energía discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Gómez, Orpis, Núñez y Prokurica).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, voy a explicar de qué se trata la iniciativa.



En 1983, año en que se dictó el Código de Minería, éste contenía  una norma de publicidad del régimen de propiedad registral que establecía la obligación de publicar en el Diario Oficial las pertenencias mineras y los trámites efectuados. Sin embargo, requería la dictación de un decreto que la pusiera en aplicación.



Dicha norma -según nos explicó el Secretario General del Senado, quien fue uno de los redactores del Código de Minería- generó tantos problemas para su implementación, por lo engorroso y caro que resultaba el procedimiento, especialmente para los pequeños y medianos mineros, que hasta el día de hoy las publicaciones pertinentes se siguen realizando en medios de comunicación regionales. En efecto, el Boletín de Minería correspondiente continúa apareciendo en un diario de la Región respectiva. Así ha funcionado el sistema desde 1983, porque, si  hubiera entrado en vigencia la disposición establecida en el Código de Minería, se habrían producido innumerables inconvenientes y una suerte de indefensión con los pequeños mineros, para quienes no es fácil acceder al Diario Oficial, cuyas publicaciones además les resultan caras.



Es cierto que el Ministerio de Minería puede dictar normas destinadas a disminuir los costos, pero todos sabemos lo barato que significa publicar en un diario regional, al cual -reitero- tienen acceso los pequeños mineros. Estamos hablando de personas que bajan a la ciudad una o dos veces al mes y para quienes resulta absolutamente imposible publicar en el Diario Oficial.



Entonces, señor Presidente, lo que se está proponiendo es nada más ni nada menos que mantener el régimen histórico existente hasta el día de hoy, esto es, la publicación del Boletín de Minería en medios de comunicación regionales.



La implementación de la norma establecida en el Código -que entraría en vigencia en marzo próximo, a raíz de lo solicitado al Ministro señor Velasco por asociaciones mineras y parlamentarios de las zonas afectadas- constituiría, a mi juicio, un grave error y un problema para los pequeños mineros, que los dejaría en la indefensión. Incluso, algunos llegarían a perder su propiedad minera.



Las grandes empresas mineras no tienen ese problema, porque poseen staff de abogados que “siguen” el Diario Oficial, compran otras publicaciones o, en sus viajes regulares, pueden revisar las que se editan en Regiones. Pero eso no lo pueden hacer los pequeños mineros.



El régimen jurídico que resguarda la propiedad minera chilena es realmente muy bueno. Y eso ha permitido la millonaria inversión realizada en todos los órdenes del sector. Actualmente, la propiedad minera funciona casi sin inconvenientes. 
Hubo un tiempo en que se modificaron las disposiciones legales pertinentes a raíz de las superposiciones; y parece que de ahí en adelante no ha habido nuevos reclamos al respecto.



Creo que volver a un sistema como el que se pretende establecer en el Código de Minería, que entraría en vigencia en marzo próximo, puede significar un daño para los pequeños y medianos mineros. 
Lo que hace el proyecto, en la práctica, es modificar en ese cuerpo legal  un régimen que ha funcionado desde el año 1983 hasta hoy.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Procederíamos a aprobar en general la iniciativa?

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, debe quedar constancia de que se trata de la aprobación en general, porque varios Senadores –entre ellos, yo- hemos señalado la necesidad de precisar más la norma, de modo de evitar la situación que podría generarse si  los extractos relativos a la propiedad minera se publicaran  sólo en los diarios regionales. Es altamente probable que lo referente a tal tipo de propiedad empiece a circular únicamente al interior de las Regiones, en circunstancias de que la información debe entregarse a través de todo el país  por diversos medios: no sólo en los diarios, sino también en las páginas web, etcétera.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar.



--Se aprueba en general el proyecto, y se fija como plazo para presentar indicaciones el 6 de marzo próximo, a las 12.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLICITUD DE MEDIDAS COMPENSATORIAS PARA IMPORTACIÓN DE HARINA DE

TRIGO ARGENTINA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable señor Espina y otros señores Senadores con el objetivo de solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que adopte medidas ante el problema generado por la importación de harina de trigo desde Argentina.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 932-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 83ª, en 10 de enero de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las principales proposiciones del proyecto de acuerdo son: aplicación de derechos compensatorios a esa importación; dar inicio, a nivel multilateral, al mecanismo de solución de diferencias de la Organización Mundial del Comercio, impugnando las políticas argentinas de fijación del precio interno del trigo y de los derechos de exportación diferenciados, y, paralelamente, que se dé inicio al mecanismo de solución de diferencias bilaterales del Acuerdo de Complementación Económica Nº 35, suscrito entre Chile y el MERCOSUR.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba. 

VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Obras Públicas, proponiéndole diversas medidas para solucionar dificultades en autopistas urbanas concesionadas; al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole información sobre PROPIEDAD EXTRANJERA DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN NACIONALES.



Del señor ÁVILA:



A los señores Ministro del Interior, General Director de Carabineros y Director General de la Policía de Investigaciones, pidiéndoles antecedentes respecto de VARIACIÓN DE ÍNDICES DELICTUALES DURANTE 2006; y al señor Superintendente de Casinos de Juegos, recabándole información  tocante a RESPALDO FINANCIERO A PROYECTOS DE INVERSIÓN APROBADOS.



Del señor BIANCHI:



A la señora Contralora General de la República subrogante, requiriéndole envío de LISTA DE BECAS OTORGADAS POR UNIVERSIDAD DE MAGALLANES A PARIENTES DE INTEGRANTES DE JUNTA DIRECTIVA Y DE CONSEJO ASESOR.



Del señor CANTERO:



A la señora Contralora General de la República subrogante, expresándole preocupación por DEMORA EN EJECUCIÓN DE CONCURSO INTERNO DE PROFESIONALES Y DIRECTIVOS DE CARRERA DEL SERVICIO DE SALUD DE ANTOFAGASTA; al señor Director del SERVIU de la Segunda Región, solicitándole información sobre ESTADO DE AVANCE DE POSTULACIÓN DE TERRENO DE COMITÉ DE VIVIENDA “MARÍA A. CARRETA” DE ANTOFAGASTA, y al señor Presidente del COMPIN del Servicio de Salud Metropolitano Occidente, pidiéndole PRONUNCIAMIENTO SOBRE ATRASO EN PAGO DE LICENCIAS MÉDICAS A DON JUAN CARLOS UGALDE ESCOBAR.



Del señor FREI (don Eduardo):



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, encareciéndole dictación de DECRETO SUPREMO RESPECTO DE CONVENIO DE PROGRAMACIÓN “PLAN CIUDAD” EN DÉCIMA REGIÓN, y a la señora Ministra de Minería y Energía, demandándole efectuar ANÁLISIS Y CORRECCIÓN DE ASPECTOS VINCULADOS A ENERGÍA RENOVABLE NO CONVENCIONAL.



Del señor GARCÍA:



Al señor General Director de Carabineros, solicitándole RECONSIDERACIÓN DE EVENTUAL CIERRE DE TENENCIA DE PUESCO, COMUNA DE CURARREHUE (Novena Región).



Del señor HORVATH:



A las señoras Ministra de Educación, Presidenta de la Fundación INTEGRA y Directora de la Fundación INTEGRA de la Undécima Región, recabándoles antecedentes relativos a PROBLEMAS EN JARDÍN INFANTIL “HIELITO AZUL”, DE COMUNA DE O`HIGGINS, DURANTE 2006 y a CONTRATACIÓN DE PROFESIONALES ESPECIALIZADOS EN EDUCACIÓN PREESCOLAR; a los señores Director Nacional de Vialidad y Director de Vialidad de la Undécima Región, referente a MANTENCIÓN DE CAMINO SENO GALA-MELIMOYU-AERÓDROMO; y  a los señores Director Nacional de Aeropuertos y Director de Aeropuertos de la Región de Aisén,  pidiéndoles información relativa a CONTRATO DE OBRAS EN AERÓDROMO DE MELIMOYU (todos de la Undécima Región).



Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, encomendándole entrega de PLANO REFERENCIAL DE INGENIERÍA DE DETALLES DE PUNTOS DE CONGESTIÓN SIN VÍAS LOCALES ALTERNATIVAS.



Del señor NÚÑEZ:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitándole estudio de PROYECTO DE LEY REGULATORIO DE ASPECTOS AMBIENTALES Y DE SALUD POR INSTALACIÓN DE ANTENAS DE TELEFONÍA MÓVIL EN SECTORES URBANOS, y a los señores Subsecretario de Telecomunicaciones y Alcalde de Vallenar, manifestándoles PREOCUPACIÓN POR INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA MÓVIL DE ENTEL PCS EN POBLACIÓN RAFAEL TORREBLANCA DE VALLENAR (Tercera Región).
)---------------------(


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Demócrata Cristiano, Mixto (Partidos Por la Democracia y Radical Social Demócrata), Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional e Independiente, ningún señor Senador interviene.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

REPARO A contraloría por no entrega de antecedentes SOBRE INVESTIGACIÓN DE PROYECTOS

DE CHILEDEPORTES EN REGIÓN DEL MAULE.

REITERACIÓN DE OFICIO

El señor NARANJO.- Señor Presidente, quiero poner en conocimiento del Senado, la actuación parcial y discriminatoria de la Contralora General de la  República subrogante, señora Noemí Rojas.



¿En qué me baso para hacer esta acusación? En que el 30 de noviembre del año pasado, mediante oficio, solicité a la Contraloría que me hiciera llegar un informe sobre una investigación que se había realizado en CHILEDEPORTES de la Séptima Región, pues tenía conocimiento de que con fecha 21 de noviembre de 2006  había concluido la investigación en dicha repartición y el informe correspondiente -que tengo en mi poder- se había hecho llegar a la Contraloría General.



Sin embargo, han transcurrido casi dos meses desde que pedí que se me hicieran llegar los resultados de esa investigación y hasta la fecha no he tenido respuesta.



Debo señalar, señor Presidente, que esos mismos antecedentes fueron solicitados por el Honorable señor García, a quien, el 26 de diciembre pasado, sí se le envió la información requerida. 



Juzgue esta Sala si acaso no está actuando con discriminación y parcialidad la Contralora subrogante, señora Noemí Rojas: a algunos señores Senadores les hace llegar el informe, y a otros, no, pese a haber transcurrido casi dos meses desde la petición correspondiente.



Considero que esta demora inexplicable demuestra claramente el doble estándar, la discriminación y el sesgo eminentemente político con que está actuando la señora Rojas. Cuando los parlamentarios de Oposición o de Derecha solicitan investigaciones y los resultados de ellas, la señora Contralora actúa con la mayor celeridad. Pero si nosotros los pedimos, se nos ocultan o no se nos hacen llegar, como está ocurriendo hasta la fecha con el Senador que habla.



Reitero que se ofició el 30 de noviembre pasado a la Contraloría solicitando que se me hiciera llegar el resultado de la mencionada investigación, que concluyó el 21 de noviembre. Debo señalar que me conseguí los antecedentes por otro lado. Al Honorable señor García se le enviaron y, sin embargo, a mí, no.



Uno podría decir que la señora Noemí Rojas actúa como San Expedito para la Derecha y como "Santa Remolona" para quienes somos de Gobierno.



Cabe añadir a lo anterior que, cuando los resultados de las investigaciones son negativos para el Gobierno o para la repartición pública respectiva, la señora Noemí Rojas hace gran publicidad y entrega los documentos correspondientes al accionar irregular. Pero cuando son positivos y favorables para una repartición pública o para el Gobierno, se ocultan.  Y así ha ocurrido en el caso particular que estoy denunciando.



¿Qué dice el informe de la investigación realizada? Lo siguiente: “En razón de lo expuesto, corresponde concluir que en revisión efectuada no se comprobó la existencia de un eventual desvío de fondos con fines electorales y que los fondos examinados se utilizaron para los objetivos previstos en los proyectos”. 



Reitero: cuando en CHILEDEPORTES se descubre que no hay irregularidades, cuando se ha procedido correctamente en una Región, ¿qué hace la señora Contralora General de la República subrogante? Oculta la información y no  la entrega a los parlamentarios que la solicitan.



Entonces, cabe preguntarse: ¿está esa persona en condiciones reales y efectivas de encabezar un servicio de tal naturaleza? Se entiende que quien dirige el órgano de control no puede pecar de parcialidad, favoritismo o sesgo político.



Ante esta situación, no me cabe duda alguna de que la señora Noemí Rojas se ha apartado de las conductas que deben guiar a quien ocupa un cargo de tanta responsabilidad, como el vinculado con la fiscalización de las instituciones públicas, al haber, en los hechos, politizado su actuar con lo que acabo de denunciar públicamente.



Por eso, a través del Senado, deseo reiterar el oficio que solicité enviar a la Contraloría General de la República el 30 de noviembre de 2006, para ver si esta vez la señora Noemí Rojas tiene la bondad de remitirme el resultado de la citada investigación, la cual debí conseguirme por otro conducto, porque hace 45 días está en su escritorio. ¿Por qué no me la hizo llegar a mí y sí al Senador señor García?



No se puede actuar con parcialidad, señor Presidente. 



Porque aquí tengo la información que, con fecha 26 de diciembre, se entregó al Honorable señor García la investigación que yo también pedí.



Entonces, estamos en presencia de una persona que se ha apartado absolutamente de las conductas que debe tener un funcionario de una repartición tan delicada como la Contraloría General de la República.



Por eso, señor Presidente, deseo reiterar mi petición de oficio. Y ojalá el Senado exprese a la señora Contralora subrogante nuestro malestar, porque no corresponde lo que ella está haciendo, en una actitud discriminatoria, parcial, en las investigaciones que esa Institución realiza.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

“MUESTRA REPRESENTATIVA” DE CONTRALORÍA EN RELACIÓN CON PROYECTOS DE CHILEDEPORTES
El señor OMINAMI.- Señor Presidente, mi intención es referirme a otro tema, pero deseo agregar algo a lo señalado por el Senador señor Naranjo: en su momento, yo cuestioné la forma a través de la cual se hizo lo que se dio en denominar, de manera completamente abusiva, “una muestra representativa”  de los proyectos de CHILEDEPORTES. 



He intervenido en varias ocasiones sobre el particular. Pedí también, mediante un oficio a la Contraloría, que se me explicara la metodología utilizada para llegar a esa -entre comillas- “muestra representativa”. Y quiero dejar establecido que las explicaciones dadas por el órgano contralor no son en absoluto aceptables. Lo que hay allí no es una muestra representativa, sino, por el contrario, el resultado de un conjunto de análisis de proyectos que ya habían sido objeto de una denuncia previa.



Por tanto, no se trata de negar las conclusiones del estudio, pero sí su carácter de muestra representativa, pues él, por lo demás, dejó claramente de manifiesto que no consideraba los resultados de la Séptima Región. Sospechosamente, éstos demuestran que no hay algún tipo de investigación denunciada.



Entonces, creo que se confirma lo que se planteó inicialmente en el sentido de que los hechos por todos conocidos no constituyen una muestra representativa.

RESULTADOS DE ENCUESTA DE SENADO SOBRE ABORTO TERAPÉUTICO
El señor OMINAMI.- Señor Presidente, quiero referirme ahora a otra cosa, ajena a la Contraloría, y que tiene que ver con el Senado.



El pasado martes 9 de enero intervine en la Sala para poner en evidencia un hecho extraño: el retiro de la página web del Senado del resultado de una encuesta en la que se preguntaba la opinión de la ciudadanía respecto de la conveniencia o inconveniencia de legislar sobre aborto terapéutico. Como se hace respecto de otros asuntos, en la página web se formuló una consulta respecto de este tema. Y los resultados, luego de varios días, dieron un triunfo a la opción favorable a legislar sobre esta materia, con más de 60 por ciento.



Yo intervine porque, curiosamente, se habían retirado esos resultados de la encuesta, no obstante que la práctica establecida en el manejo de la página indica que las preguntas se van modificando pero los resultados se guardan en un archivo,  al cual se puede acceder fácilmente a través de un link. Manifesté mi extrañeza, porque se estaba aplicando a esta encuesta un procedimiento completamente distinto del utilizado en todas las otras  hechas a través de esa página.



Luego de mi intervención y, también, de la presentación que hizo respecto de este tema el Senador señor Navarro, en nombre del Comité Socialista, las autoridades del Senado dispusieron colocar nuevamente dicha encuesta en el sistema. 



Ahora, ¿qué ha ocurrido con los resultados? Es bien interesante, señor Presidente, consultar la página web. Lo cierto es que ha cambiado radicalmente el sentido de la tendencia. A las 17:33 -la última hora en la que consulté la página- la votación marcaba el siguiente cambio: hoy día solamente el 31,87 por cierto de las personas se muestra a favor de legislar y el 68 por ciento, en contra.



Se podría decir: “Está bien; se modificó la tendencia”. Pero, señor Presidente, hay un hecho particularmente extraño. Si uno analiza todas las encuestas realizadas hasta la fecha -tengo en mis manos el registro-, advertirá que normalmente participan alrededor de 500 personas. Preguntas anteriores han sumado 400, 500 ó 600 votos. Pues bien, ocurre que en la actualidad se registran 41 mil 786.



Uno podría considerar que esto representa un éxito espectacular de la página web del Senado. Desgraciadamente, señor Presidente, parece que esa cantidad de votos no coincide con el número de visitas a la página, lo cual quiere decir que ella está siendo objeto de un procedimiento que no refleja la voluntad ciudadana, sino la alta sofisticación técnica a través de la cual se puede llegar, mediante un computador capaz de emitir una votación permanente, a adulterar completamente el sentido de un sondeo de opinión.



Entonces, señor Presidente, dado que en este caso están votando cien veces más personas que las que tradicionalmente participan en las encuestas que organiza nuestra Corporación -pasamos de 400 a 40 mil: cien veces más-, pido que el Departamento de Informática y la Mesa revisen esta situación, porque creo que no es correcto que  el Senado pueda ser objeto -ésa es mi impresión- de una manipulación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señor Senador, como se planteó la semana anterior, se repuso la página el día miércoles en la tarde.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, tengo la mejor opinión de la Mesa. Creo, sí, que el funcionamiento del sistema se presta para manipulaciones. Y estoy dando datos bastante evidentes al respecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Según me informó hoy el señor Secretario, hubo que poner personal especial para cubrir una participación tan alta. En todo caso, vamos a retirar la encuesta, a partir de mañana,  a fin de revisar qué ha sucedido.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a varias materias.

LICITACIÓN DE TRANSPORTE MARÍTIMO ENTRE ISLA SANTA MARÍA Y EL CONTINENTE (OCTAVA REGIÓN). OFICIOS


Señor Presidente, solicito que se envíe un oficio informativo al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, Cartera que tiene que ver con el subsidio que se otorga a la barcaza o lancha “El Cardenal”, que une el puerto de Coronel o Lota con la isla Santa María, en la comuna de Coronel.



Claramente, hoy día la situación es de alta incertidumbre: los más de 3 mil habitantes de la isla han visto cómo esa lancha, que en virtud del subsidio estatal cobraba 3 mil pesos por el pasaje, ahora debería ser de 6 mil pesos, según lo plantea el representante de la embarcación. 



No se ha llegado a  acuerdo para fijar un subsidio que permita que los pasajes se rebajen y queden al alcance de los ingresos de los habitantes de la isla Santa María.



Don José Leal, Presidente de la Junta de Vecinos de la isla, ha manifestado de manera permanente la inquietud de los 3 mil habitantes de ella, dado que la pesca no está buena -en particular, la cosecha de locos todavía no comienza-,  y  que, en definitiva, un alza del pasaje de ciento por ciento, de 3 mil a 6 mil pesos, afecta gravemente la economía hogareña.



El Seremi de Transportes de la Octava Región, don Claudio Vásquez, hizo una última oferta a la empresa representada por el señor Faúndez: 27 millones de pesos anuales. Ello fue rechazado, porque al inicio se había argumentado que se requerirían 35 millones de pesos anuales de subsidio  para mantener los pasajes en 3 mil pesos. Ha habido idas y venidas. Lo concreto es que el señor Vásquez nos ha informado que va a llamar a licitación. 



Lo importante es que, si ésa es la decisión, dado que no hubo acuerdo con el señor Faúndez, se garantice que durante el período que dure la licitación los habitantes de la isla no tengan que pagar los 6 mil pesos, porque aquélla puede demorarse.



En ese sentido, señor Presidente, quiero, por su intermedio, solicitar a la Armada y a la Capitanía de Puerto de Coronel, de Lota,  que tengan a bien disponer todas las facilidades para que las lanchas que estén en condiciones de brindar el servicio de transporte de pasajeros desde Lota, Coronel, Punta Lavapiés, hasta la isla Santa María, lo puedan hacer, sin duda cumpliendo con las exigencias de seguridad que la Armada pone para este servicio. De no ocurrir así, se va a producir un grave problema, que la situación y el aislamiento de los habitantes de la isla Santa María nos convocan a prevenir.



Por tanto, señor Presidente, solicito oficiar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a efectos de que nos informe detalladamente del proceso de licitación, los plazos en que se va a desarrollar y los montos que se pretende disponer. Se me ha señalado que éstos pueden llegar hasta 50 millones de pesos. Eso permitiría optimizar las condiciones del transporte, dado que, sin duda, al haber más recursos, va a mejorar la calidad de la nave. Esperamos que así sea.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento
PROYECTO DE REPOSICIÓN DE TENENCIA EN FLORIDA, OCTAVA REGIÓN. OFICIOS



Asimismo, señor Presidente, solicito que se oficie a Carabineros de Chile y al Ministerio de Defensa a objeto de que envíen la información que falta con respecto al Proyecto de Reposición de la Tenencia Florida, que se encuentra pendiente por carencia de antecedentes.



La comuna de Florida es una de las de más bajo crecimiento en la Octava Región producto del by-pass de Chaimávida. Sin embargo, mantiene actividad y requiere una tenencia. La actual se llueve y está en pésimas condiciones. Sólo por la férrea voluntad de los carabineros que la atienden se encuentra en pie. En cualquier momento puede ocurrir una tragedia, pues se halla prácticamente colapsada.



Pero, no obstante haberse ingresado un proyecto de reposición (Código BIP 20172740-0) y plantearse el financiamiento para el 2006, se ha hecho un conjunto de observaciones que no han sido subsanadas y que Carabineros, particularmente la Dirección de Carabineros de la Octava Región, debe resolver.



Dichas observaciones son las siguientes: completar la información de antecedentes generales, de antecedentes del diagnóstico de la situación actual (área de influencia, datos relevantes y conclusiones del diagnóstico); proyectar los resultados del diagnóstico; si no está clara la base para calcular el costo de mantenimiento, indicar costos de operación; corregir los indicadores, teniendo en consideración los precios sociales y el valor estimado; corregir la ficha EBI.



En definitiva, hay un conjunto de observaciones que deben ser resueltas a la brevedad, para que tenga viabilidad el financiamiento de la obra.



Florida se merece una tenencia de Carabineros de primer nivel. La que hoy día existe se halla colapsada, se mantiene en pie -como señalé- por el gran apoyo y espíritu de servicio público de sus funcionarios.



Espero que una vez subsanadas estas observaciones, la situación pueda mejorarse. De modo que esperamos que se dé cuenta de esta exigencia.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
DAÑOS ORIGINADOS POR INCENDIOS FORESTALES EN OCTAVA  REGIÓN Y CAPACITACIÓN DE CONSCRIPTOS PARA ENFRENTAR CATÁSTROFES NATURALES. OFICIOS


Señor Presidente, la opinión pública ha conocido la grave situación producida a raíz de incendios forestales que han afectado a la Región del Biobío, en especial las provincias de Ñuble, Biobío y Concepción. Doce incendios han arrasado más de 14 mil 400 hectáreas, con focos particularmente activos en Coelemu, Hualqui, Tomé, sector de Dichato, Santa Juana, Tanahullín, Los Quilles, Cabrero, Monte Águila, Nacimiento. Han consumido casi todo.



Las lenguas de fuego borraron del mapa años de esfuerzo de muchos pequeños campesinos. Más de 36 viviendas fueron consumidas por las llamas en Coelemu. Y la verdad es que si bien el Gobierno ha asegurado la reposición de mediaguas, a los campesinos que han perdido sus hogares no les caben sus pertenencias dentro de aquéllas.



Se requieren subsidios -en este caso, del Ministerio de Agricultura- para reponer la vivienda destruida por una nueva que cumpla con las dimensiones propias de la vida rural.



Confío en que, aparte las mediaguas que prontamente el gobierno regional ha mandado, se asista a esos pequeños campesinos del modo que señalo, dado que existe fuerza mayor: los incendios arrasaron con sus pertenencias, animales y, en particular, con todo lo que habían construido a lo largo de su vida. 



Las tres provincias que continúan bajo alerta roja sin duda requieren de parte de CONAF mecanismos de prevención, algunos de los cuales se están llevando a cabo.



Chillancito, Quilacoya, La Palma, Chanco, Gomero, Ateuco y Vegas de Diucas fueron los sectores más complicados por el fuego y por los rebrotes continuos de éste. En Hualqui todo el personal municipal estuvo laborando con Renato Galán las 24 horas del día. Del mismo modo, la Alcaldesa señora María Eugenia Romero y toda la dotación del municipio de Coelemu trabajaron continuamente, en particular bomberos.



Por eso, vaya el agradecimiento a los cuerpos de bomberos de toda la provincia de Concepción, pues más de 20 compañías concurrieron solidariamente, trabajando 24 horas continuas, preocupados de extinguir el fuego y de hacer recambios debido al cansancio del personal. Actuaron más de 31 brigadas, 22 de CONAF (280 integrantes) y 9 del Ejército (171 integrantes).



Por ello, deseo solicitar al Ministerio de Defensa que, en el ámbito del convenio existente con el SENCE para capacitar a los conscriptos, se permita a todos ellos, sin ninguna distinción, hombres y mujeres, seguir cursos de capacitación en prevención de desastres naturales. 



Hoy día sólo 40 por ciento de los conscriptos que ingresan al Ejército forma parte del Programa de Apoyo al Contingente. 



Se requiere que haya instrucción de esa naturaleza en todas las ramas de las Fuerzas Armadas, de modo que ante un tsunami, terremoto, incendio forestal o explosión volcánica, los conscriptos estén capacitados para brindar ayuda permanente. 



El Ejército, particularmente la Tercera División de la Octava Región, respondió prontamente, poniendo todos los medios materiales a disposición de la Intendenta y de la ONEMI.



Por tal razón, solicito que se oficie haciendo llegar los agradecimientos a bomberos de la provincia de Concepción, de Ñuble y también de Biobío, y en especial al Ejército, a la Tercera División en la Octava Región, por la prontitud con que respondieron para resolver todas las exigencias solicitadas durante esta contingencia.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.
El señora ÁVILA.- Señor Presidente, ¿ya se llamó a todos los Comités?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador, a todos.

El señor ÁVILA.- Lo pregunto, porque el Senador señor Muñoz Barra me había cedido el tiempo de su Comité.

El señor NAVARRO.- ¡Pidamos la unanimidad de los Senadores presentes, señor Presidente!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

COMENTARIOS SOBRE INTERVENCIÓN DE SENADOR NARANJO ACERCA DE NO CONTESTACIÓN DE OFICIO POR PARTE DE CONTRALORA SUBROGANTE
El señor ÁVILA.- Señor Presidente, comprendo la molestia que ha tenido el Senador señor Naranjo cuando dio cuenta de que no se le respondió oportunamente un oficio que solicitó a la Contraloría.



Sin embargo, encuentro totalmente desproporcionada su reacción en el sentido de pedir la renuncia de la señora Contralora subrogante.



Pienso que habrá una respuesta de parte de esa autoridad, y ahí podremos conocer exactamente los motivos por los cuales se produjo esa situación.



Mientras tanto, me parece que no resulta aconsejable el que, frente a un hecho de esta naturaleza, se proclame públicamente una petición de esa índole, que, por lo demás, está fuera de la órbita de atribuciones de un parlamentario.



Señor Presidente, es preciso tener en cuenta que, por desgracia, lo que funciona bien nunca es noticia.



Todo el tiempo los medios de comunicación, los periodistas en general, se interesan por aquello que se sale de lo normal. No en vano se comenta en ese ámbito que cuando un perro muerde a un hombre no es noticia, pero sí lo es -y puede ser incluso hasta de primera plana- cuando un hombre muerde a un perro.



Al respecto, no puedo dejar de traer a colación lo que le ocurrió al ex Contralor Enrique Silva Cimma cuando ejercía ese cargo. En cierta oportunidad hizo una gira de norte a sur del país. Y una vez que la concluyó llamó a una conferencia de prensa. Entonces, ante todos los periodistas señaló que tenía una gran noticia que entregarles: durante todo su recorrido –manifestó- no había encontrado ni una sola irregularidad.



Al día siguiente, no apareció ninguna línea de lo que había manifestado el Contralor.



Con eso él entendió que nunca será de interés de ningún medio el informarse de que un organismo, cualquiera que sea, está funcionando adecuadamente y cumple con lo que corresponde. Eso no importa a nadie.



Así son las cosas y así hay que asumirlas.

SOLICITUD DE INFORME TÉCNICO EN CUANTO A RESULTADOS DE ENCUESTA DE SENADO SOBRE ABORTO TERAPÉUTICO


Por otra parte, señor Presidente, con relación a lo planteado por el Senador señor Ominami, considero indispensable que usted entregue próximamente a la Sala un informe técnico –ojalá independiente- acerca de lo que ocurrió de modo efectivo a partir de la bajada de la encuesta sobre aborto terapéutico a que Su Señoría aludió. Porque, hasta ahí, las cosas venían dándose normales, como cualquier encuesta. Pero se produjo un verdadero vértigo, una cosa asombrosa, desde el punto de vista del interés que despertó pronunciarse sobre el tema. Y hemos llegado a resultados francamente insólitos.



Para despejar toda sospecha, creo que es indispensable que haya un informe de gran solvencia técnica que nos dilucide en forma categórica todas las incógnitas surgidas en relación con el asunto.



No es menor el caso porque la página web del Senado ha adquirido ya un prestigio -lo mismo ocurre con su canal de televisión- y ha ido construyendo una credibilidad que es muy difícil de lograr en la medida en que se trata de medios institucionales. Pero considero indispensable resolver este impasse de una manera satisfactoria. 



Y, aun cuando tal vez sea un problema menor, por las dudas que pudiere suscitar de cara al futuro, resulta muy conveniente que el señor Presidente intervenga en la materia y nos brinde una información con una base técnica inobjetable.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:12.










Manuel Ocaña Vergara,









   Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES EN MATERIA DE ORDEN PÚBLICO

(4832-07)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley, destinado, a introducir modificaciones en diversos cuerpos legales en materia de orden público. 
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

El ejercicio de los derechos que la Constitución Política de la República garantiza a todas las personas, especialmente el derecho de reunión, debe efectuarse de forma tal que no lesione otros derechos sociales o individuales relevantes.

En el último tiempo hemos podido ver cómo, con el pretexto de participar en legítimas manifestaciones ciudadanas, una o más personas han incurrido en conductas delictivas o dañosas, que deslegitiman el ejercicio de los derechos garantizados por la Carta Fundamental y provocan diversas consecuencias en el patrimonio público y privado.

Esta realidad, que por lo demás es lamentablemente común en diversos otros países, hace necesaria una revisión de nuestra legislación, de manera que la autoridad cuente con herramientas adecuadas para la prevención de dichas conductas, o para su ejemplar sanción en el caso que se produzcan.

Esto es particularmente importante en la medida que la violencia con la que estos pseudos manifestantes actúan se ha presentado como un problema creciente; porque las personas que toman parte de estos actos vandálicos suelen hacerlo ocultando sus rostros, y porque las policías no cuentan con los medios de prueba idóneos para su identificación y persecución.

Por ello, este proyecto de ley propone introducir modificaciones a diversos cuerpos legales vigentes, a objeto de fortalecer las instituciones relativas al orden público, dotándolas de aquellas facultades que se consideran indispensables para el cumplimiento de sus funciones de resguardo de la seguridad y la tranquilidad públicas, procurando, en definitiva, compatibilizar el libre ejercicio del derecho de reunión con la debida protección de los legítimos derechos de terceros.

CONTENIDO DEL PROYECTO.
El proyecto de ley que someto a vuestra consideración consta de 5 artículos que introducen modificaciones al Código Penal, a la Ley sobre Seguridad del Estado, y a la ley sobre violencia en los estadios.

Adicionalmente, se contempla una norma interpretativa de los artículos 4° y 5° de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y, se consagra la solidaridad de los organizadores o promotores de manifestaciones o reuniones públicas, para responder de los daños que resulten a propósito de ellas.

La ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado.
La letra d) del artículo 4° de la ley Nº 12.927, sanciona a los que inciten, induzcan, financien o ayuden a la organización de milicias privadas, grupos de combate u otras organizaciones semejantes y a los que formen parte de ellas, con la finalidad, entre otras, de atentar contra las autoridades a que se refiere la letra b) del artículo 6°.

Sin embargo, la última disposición citada no menciona autoridad alguna, desde que la ley Nº 19.733 de 2001 eliminó de esta norma la sanción para los que difamen, injurien o calumnien al Presidente de la República, Ministros de Estado, Senadores o Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas o General Director de Carabineros. El legislador modificó esta disposición suprimiendo la sanción por difamación, pero no se hizo cargo de la remisión que a esta norma hacía la letra d) del artículo 4°.

Por ello, a través de este proyecto se propone modificar el artículo 4º, para señalar en él cuáles son las autoridades a cuyo respecto se está penalizando la conducta allí descrita.

Por otra parte, se elimina la posibilidad que los particulares puedan ejercitar la acción penal por los delitos contemplados en esta ley, en los Títulos I (delitos contra la seguridad exterior y soberanía del Estado), II (delitos contra la seguridad interior del Estado), y VI Párrafo 1° (atentados y desacatos contra la autoridad) del Libro II del Código Penal, y en el Título IV del Libro III del Código de Justicia Militar, en atención a que el carácter político de los ilícitos indicados no hace prudente su ejercicio por personas distintas a las autoridades públicas. Por lo demás, ello hace coherente el ejercicio de la acción con una de las formas de extinción de ésta, que consiste en el desistimiento del Ministro del Interior.

El artículo 269 del Código Penal.
Como se ha señalado, la participación en manifestaciones públicas de personas que cubren sus rostros y causan graves daños a la propiedad pública y privada, ha creado en la ciudadanía una sensación de ilegitimidad del derecho de reunión, y de temor frente a la eventual comisión de delitos con ocasión de las legítimas manifestaciones callejeras.

Por ello, el proyecto de ley que se somete a vuestra consideración propone una modificación del Código de Penal, destinada a sancionar más severamente a quien cometa delitos de desórdenes graves.

En primer lugar, se agrega a la pena de presidio establecida en el artículo 269 del Código Penal, una pena pecuniaria de 4 unidades tributarias mensuales. De esta manera, aun cuando el delincuente pueda reunir los requisitos para optar por una medida alternativa de cumplimiento de la pena corporal, queda siempre sujeto al pago de una multa. Todo ello sin perjuicio de las penas que le puedan corresponder por otros delitos que hubiere cometido con su actuar doloso.

En segundo lugar, se incorpora un inciso nuevo para sancionar más fuertemente a quienes cometan el delito señalado con el rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad. Para estos infractores se propone aumentar la pena corporal en un grado, y se establece una multa de 8 UTM. Tal como en el caso anterior, si el sujeto reúne los requisitos para cumplir la pena de presidio en alguno de los modos alternativos establecidos por la ley, quedará sujeto igualmente al pago de la multa.

Ley sobre violencia en los estadios.
El proyecto que someto a vuestra consideración incorpora un nuevo artículo a la ley de violencia en los estadios (ley Nº 19.327), que obliga a los organizadores de los campeonatos de fútbol profesional a establecer, en las bases y reglamentos de los respectivos campeonatos, un sistema de pérdida de puntaje para aquellos equipos que actúen como local, cuando con ocasión de un espectáculo deportivo en que participen, se cometan  alguno de los delitos contemplados en dicha ley.

Los artículos 4° y 5° de la ley N° 19.175, sobre Gobierno y Administración Regional.
El artículo 4° del proyecto contiene una norma interpretativa de los artículos 4° y 5° de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en el sentido de declarar que el Intendente de la Región Metropolitana ha tenido y tiene, respecto de la Provincia de Santiago, las atribuciones que se señalan en esas disposiciones. 

Con esta norma se pretende solucionar la situación en que se encuentra el gobierno interior en la Provincia de Santiago (respecto de la cual no existe el Gobernador), permitiendo que el Intendente de la Región Metropolitana pueda ejercer, dentro de la Provincia de Santiago, todas las atribuciones propias del Gobernador. 

Con esta norma interpretativa se superaría, por ejemplo, la carencia de facultades en materia de fuerza pública frente a la ocupación de bienes fiscales. En efecto, el artículo 4° letra g) de la Ley 19.175 establece como una atribución propia de los Gobernadores “ejercer la vigilancia de los bienes del Estado, especialmente de los nacionales de uso público. En uso de esta facultad, el gobernador velará por el respeto al uso a que están destinados, impedirá su ocupación ilegal o todo empleo ilegítimo que entrabe su uso común y exigirá administrativamente su restitución cuando proceda”. Con la modificación que se propone, esta facultad, que es privativa de los Gobernadores y que se ejerce típicamente a través del uso de la Fuerza Pública, quedaría entregada también al Intendente de la Región Metropolitana.

También quedaría radicada en dicha autoridad otra atribución privativa de los Gobernadores, contenida en el artículo 5° de la Ley 19.175, cual es la de designar delegados con atribuciones específicas para una o más localidades, cuando presenten condiciones de aislamiento o cuando circunstancias calificadas lo hagan necesario.

Responsabilidad por daños en reuniones o manifestaciones públicas.
Finalmente, el proyecto se hace cargo de la necesidad de contar con algún instrumento que permita dar protección al patrimonio público o privado que se vea afectado por actos de vandalismo que se produzcan con ocasión de una manifestación pública.

Para estos efectos, el proyecto de ley establece que los organizadores de toda reunión o manifestación pública a realizarse en plazas, calles y otros lugares de uso público serán los responsables del orden en que estas se realicen, y deberán adoptar las medidas para el adecuado desarrollo de las mismas.  

Sin perjuicio de lo anterior, los participantes de las reuniones o manifestaciones públicas que causen daños a la propiedad pública o privada, responderán directamente de ellos. Sin embargo, los organizadores o promotores responderán solidariamente de los daños que los participantes causaren, a menos que hayan puesto todos los medios razonables a su alcance para evitarlos.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado, cuyo texto refundido fue fijado por Decreto N° 890, de 1975, del Ministerio del Interior:

a)
Sustitúyese en la letra d) del artículo 4°  la frase “las autoridades a que se refiere la letra b) del artículo 6°”, por la siguiente: “el Presidente de la República, Ministros de Estado, Senadores o Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas o General Director de Carabineros”.

b)
Sustitúyese en el artículo 26°, la frase “o persona afectada” por la siguiente: “afectada si se trata del delito descrito en la parte final de la letra d) del artículo 4°”.
Artículo 2°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 del Código Penal:

a) 
Agrégase en el inciso primero, a continuación de la frase “reclusión menor en su grado mínimo” las  expresiones “y multa de 4 Unidades Tributarias Mensuales”

b) 
Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo:


“Los que cometieren el delito señalado en el inciso anterior con su rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad, sufrirán la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de 8 Unidades Tributarias mensuales.”

Artículo 3°.-
Incorpórase en la ley N° 19.327 el siguiente artículo 8°, nuevo:

“Artículo 8°.- Los organizadores de los campeonatos de fútbol profesional deberán establecer, en las bases y reglamentos de los respectivos campeonatos, un sistema de pérdida de puntaje para aquellos equipos que actúen como local, cuando con ocasión de un espectáculo deportivo en que participen, se cometan  alguno de los delitos contemplados en la presente ley.”.
Artículo 4°.-
Declárase, interpretando los artículos 4° y 5° de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que el Intendente de la Región Metropolitana ha tenido y tiene todas las atribuciones que se señalan en dichas disposiciones respecto de la Provincia de Santiago. 
Artículo 5°.-
Los organizadores de toda reunión o manifestación pública a realizarse en plazas, calles y otros lugares de uso público, serán responsables del orden en que estas se desarrollen, y deberán adoptar las medidas para el adecuado desarrollo de las mismas.  

Los participantes en reuniones o manifestaciones públicas, que causen daños a la propiedad pública o privada, responderán directamente de ellos. Los organizadores o promotores de reuniones o manifestaciones responderán solidariamente de los daños que los participantes causaren, a menos que hayan puesto todos los medios razonables a su alcance para evitarlos.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.):Michelle Bachelet Jeria,
Belisario Velasco Baraona,

Presidenta De La República
Ministro Del Interior
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN SOBRE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LA DIVERSIDAD DE EXPRESIONES CULTURALES 

(4778-10)


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébanse la "Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales" y su Anexo, adoptada el 20 de octubre de 2005, por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO, en su 33ª reunión, celebrada en París del 3 al 21 de octubre de 2005.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):JORGE BURGOS VARELA, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA DERECHO DE LA MADRE PARA PERCIBIR DIRECTAMENTE LAS ASIGNACIONES FAMILIARES E INCORPORA NUEVO CAUSANTE DE DICHO BENEFICIO

(4204-13)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


1) Sustitúyese, en las letras g) de los artículos 2° y 3°, la frase “lo establecido en el N° 4 del artículo 29 de la ley N° 16.618” por “una medida de protección dispuesta por sentencia judicial”.


2) En su artículo 7°:


a) Agréganse, en los incisos segundo y tercero a continuación de los respectivos puntos apartes (.) que pasan a ser comas (,), la frase siguiente: “no requiriendo para ello el consentimiento del beneficiario.”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto nuevo:

“Los empleadores y las entidades pagadoras de las asignaciones familiares, no podrán rechazar las solicitudes a que se refieren los incisos precedentes.”.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2006, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.122 de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

******

Hago presente a V.E. que el artículo único del proyecto fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 101 Diputados presentes, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):JORGE BURGOS VARELA, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN RÉGIMEN SIMPLIFICADO PARA DETERMINAR IMPUESTO A LA RENTA DE MICRO Y PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES 

(4246-03)

HONORABLE SENADO:

SYMBOL 32 \f "Symbol" \s 12 \h
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


A las sesiones en que vuestra Comisión debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar; el Coordinador de Política Económica del Ministerio de Hacienda, señor Marcelo Tockman, y la asesora de esta Cartera de Estado, señora Natalia González.

- - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo 1° transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 3, 4, 9, 16, 18 y 21.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2, 5, 6, 12, 13, 15 y 17.

IV.- Indicaciones rechazadas: números 10, 14 y 19.

V.- Indicaciones retiradas: número 20.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 7, 8 y 11.
- - -

DISCUSIÓN


Al comenzar el análisis de las indicaciones formuladas al proyecto aprobado en general por el Senado, el Ministro de Hacienda explicó que las indicaciones del Ejecutivo modifican y mejorar el régimen del artículo 14 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Recordó a los miembros de la Comisión que el Gobierno había propuesto un nuevo sistema de tributación, simplificado, para pequeñas empresas, que se estimaba preferible al existente. Al respecto expresó que, recogiendo las opiniones planteadas durante la discusión del primer informe, se propone ahora no eliminar el artículo 14 bis al cabo de 15 años, sino que mantenerlo vigente, pero introduciéndole diversos cambios que garantizan que el espíritu del régimen se respete y que no se preste para abusos ni para situaciones no contempladas en el diseño inicial.

- - -


A continuación se describen brevemente las disposiciones del proyecto que fueron objeto de indicaciones, las indicaciones formuladas y los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1°

El artículo 1° aprobado en general introduce modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores García, Novoa, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar, lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 1º.- Reemplázase en el artículo 14º Bis del Decreto Ley Nº 824, de 1974, el guarismo “3.000”, por “25.000” todas las veces que aparece.”.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que si bien muchos parlamentarios, de distintas bancadas, estiman que el artículo 14 bis debiera ampliarse en lo referente a su margen de aplicación, el Ejecutivo ha señalado que no está dispuesto a ello. Señaló que como las indicaciones del Ejecutivo tienden a restringir el ámbito de aplicación del mecanismo del artículo 14 bis, le parece preferible que ello se efectúe en un sistema que tenga un límite más alto.


El Honorable Senador señor Sabag expuso que aunque considera que la indicación número 1 es inadmisible, comparte su espíritu, pues él también desearía que se hubiera ampliado el margen de aplicación del sistema del artículo 14 bis. Subrayó que no obstante que la propuesta constituye una mejoría para la pequeña y mediana empresa, el esfuerzo fiscal del Gobierno en la materia no supera los US$ 8 millones, y ello impide que otros empresarios hagan uso del sistema.


El Ministro de Hacienda destacó que el objetivo principal del proyecto en informe es crear un régimen simplificado, más expedito, menos costoso y menos burocrático para la pequeña y mediana empresa. La iniciativa no busca una rebaja de las tasas de tributación. Señaló que el aporte fiscal mencionado por el Honorable Senador señor Sabag resulta de la ganancia de liquidez de las PYMES, que en el régimen actual incluso prestan dinero al Fisco, que se los devuelve luego en la operación renta. Ello no ocurrirá en el futuro, porque las tasas de pagos provisionales son menores y porque hay simplificaciones que evitarán que eso ocurra.


Puso de relieve que una modificación del orden de la que se plantea en la indicación tendría un costo de una magnitud sumamente elevada y se apartaría del espíritu del artículo 14 bis, que es para la pequeña empresa.


Además, recordó, el proyecto en informe forma parte de un plan más amplio de iniciativas legales, en el que se proponen otros incentivos a la inversión, por la vía tributaria.


- La indicación número 1 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por incidir en materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

Número 1)

Suprime el párrafo segundo del número 1 del artículo 2°.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Horvath, suprime este numeral.


- La indicación número 2 fue aprobada, con enmiendas, por entenderse recogida en la indicación número 3, del Ejecutivo, también aprobada por la Comisión. El acuerdo fue adoptado con los votos de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.


La indicación número 3, de S.E. la Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“1) Modifícase el artículo 14º bis, del siguiente modo:


a) Introdúcense las siguientes enmiendas a su inciso primero: 


i) Agrégase, a continuación de palabra “ingresos”, la primera vez que aparece, y antes de la expresión “por ventas”, lo siguiente: “: i)”.


ii) Agrégase, a continuación de la expresión “últimos ejercicios” y antes de la coma (,) que sigue a dicha expresión, lo siguiente: “; y ii) por actividades comprendidas en el artículo 20, numerales 1°.- y 2°.-, de esta ley, de haberlos, incluidos los ingresos correspondientes al mayor valor obtenido en la enajenación de bienes inmuebles y de valores mobiliarios, no hayan excedido en promedio del equivalente al quince por ciento del total de sus ingresos anuales por ventas, servicios u otras actividades de su giro en igual periodo”.


iii) Intercálase, en la última frase de dicho inciso, entre las palabras “refiere” y “este” lo siguiente: “el literal i) de”.


iv) Agrégase, en la última frase de dicho inciso, a continuación de la palabra “mes”, la segunda vez que aparece, y antes del punto aparte, lo siguiente: “y el contribuyente deberá sumar a sus ventas, servicios u otras actividades de su giro, las realizadas por sociedades o personas relacionadas en los términos descritos en el artículo 20, numeral 1°.-, letra b), de la presente ley. Por su parte, los ingresos a los que se refiere el literal ii) de este inciso deberán expresarse, asimismo, en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes en que se obtengan”.


b) Reemplázase, en su inciso cuarto, la palabra “incluso”, por la palabra “salvo”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase: “en los últimos tres ejercicios comerciales tengan un promedio anual de ventas, servicios u otros ingresos de su giro, superior a 3.000 unidades tributarias mensuales”, por la siguiente: “dejen de cumplir con cualquiera de los requisitos establecidos en dicho inciso”.


d) Introdúcense en el inciso décimo, las siguientes modificaciones: 


i) Reemplázase, en la segunda frase de dicho inciso, la coma (,) que sigue a la palabra “comerciales” por lo siguiente: “: i)”.


ii) Agrégase, en la segunda frase de dicho inciso, a continuación de la palabra “mensuales” y antes del punto seguido, lo siguiente: “; o ii) si sus ingresos provenientes de actividades comprendidas en el artículo 20, numerales 1°.- y 2°.-, de esta ley, incluidos los ingresos correspondientes al mayor valor obtenido en la enajenación de bienes inmuebles y de valores mobiliarios, superan el equivalente a 450 unidades tributarias mensuales”. 


iii) Agrégase, en la frase final de dicho inciso, antes del punto aparte (.), lo siguiente: “, y en el caso del literal ii) anterior, según el valor de éstas en el mes en que se obtengan”.


e) Agrégase un inciso final nuevo del siguiente tenor: 


“No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, si en cualquier ejercicio un contribuyente acogido a este régimen obtiene ingresos anuales superiores a 6.000 unidades tributarias mensuales, quedará a contar de ese mismo ejercicio obligado a declarar sus rentas conforme al régimen general del impuesto a la renta.  A este efecto deberán aplicar las normas de los incisos segundo y tercero de este artículo, cuando corresponda.”.”.


La Comisión acordó discutir y votar la indicación número 3, en forma separada, por sus cinco literales.
Letra a)


Los personeros del Ejecutivo explicaron que se plantean perfeccionamientos al régimen del artículo 14 bis.


Uno de ellos de ellos consiste en que, además de la exigencia de ventas de 3.000 UTM como máximo, se quiere poner cota a los ingresos de las empresas que gozan del beneficio que provengan de actividades inmobiliarias o de actividades financieras. Ello porque el beneficio del artículo 14 bis es para actividades productivas de la PYME, y si bien una PYME podría tener ingresos provenientes de actividades inmobiliarias o financieras ellas deberían estar acotadas y no constituir su fuente principal de ingresos.


Puntualizaron que como la lógica del sistema es que se enfoca a pequeños contribuyentes, una forma de vulnerar la norma es construir distintas sociedades, por lo que se establece que para la contabilización se considera la suma de todas las personas o sociedades relacionadas.

Letra b)


Los representantes del Ejecutivo mencionaron que a norma actual permite que las utilidades que se generan pueden ser retiradas por el dueño y, si las reinvierte en el plazo que establece la ley, no paga impuesto global complementario. Sostuvieron que ello opera bien cuando se efectúa desde una empresa acogida al artículo 14 bis a otra que no lo está. La norma propuesta apuntaría a corregir un error derivado del diseño de la disposición, porque el sistema no tiene sentido entre empresas acogidas al sistema del artículo 14 bis


El Honorable Senador señor García consultó si se había efectuado alguna estimación acerca de lo que esta medida representaría para los pequeños agricultores.


El Ministro de Hacienda aseguró que al pequeño agricultor que se dedica a la siembra, cosecha y venta de sus productos no se le cambia el régimen actual.


Los personeros del Ejecutivo hicieron presente, además, que lo habitual es que los pequeños agricultores tributen por renta presunta y no se acogen al régimen del artículo 14 bis.

Letra c)


Los representantes del Ejecutivo señalaron que se trata de una adecuación, puesto que antes existía un requisito y ahora dos, lo que hace necesario la mención a “cualquiera “ de ellos.

Letra d)


Los personeros del Ejecutivo explicaron que la disposición se relaciona con las condiciones de ingreso al sistema. Es el complemento a lo establecido en la letra a) respecto de la permanencia en el referido sistema.

Letra e)


Los representantes del Ejecutivo explicaron que la disposición apunta a corregir la norma de expulsión del sistema. Podría estarse vendiendo más del doble permitido durante un año y la expulsión se produciría para la tributación del año siguiente, con lo cual se obtendrían los beneficios del régimen a pesar de no haber cumplido los requisitos.


El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que si bien comparte la filosofía que inspira a la indicación, considera que el límite de las 6.000 UTM debiera ser lo normal para estar en el sistema, razón por la cual, pese a estar de acuerdo con el principio, la rechazaría por discrepar del nivel que contempla.


El Honorable Senador señor Sabag manifestó que no obstante que daría su aprobación a la disposición, también considera bajo el tope de 3.00 UTM, particularmente en atención a que muchas actividades tienen gran volumen de ventas pero perciben bajas utilidades.


- La Comisión aprobó la indicación número 3 de la siguiente forma:


El literal a) fue aprobado por tres votos a favor y uno en contra. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Escalona, Ominami y Sabag. El Honorable Senador señor García votó en contra.


El literal b) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.


El literal c) fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Ominami y Sabag. El Honorable Senador señor García se abstuvo.


El literal d) fue aprobado por tres votos a favor y dos en contra. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Escalona, Ominami y Sabag. Votaron en contra los Honorables Senadores señores García y Novoa.


El literal e) fue aprobada con idéntica votación a la consignada respecto del literal d).

Número 2)

El numeral 2) sustituye el artículo 14° bis, por el siguiente:

“Artículo 14° bis.- Los contribuyentes obligados a declarar renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, podrán acogerse al régimen simplificado que se establece en este artículo, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:

1.- Requisitos que deben cumplir cuando opten por ingresar al régimen simplificado:

a) Ser empresario individual o estar constituido como empresa individual de responsabilidad limitada;

b) Ser contribuyente del Impuesto al Valor Agregado;

c) No tener por giro o actividad cualquiera de las descritas en el artículo 20 números 1 y 2, ni realizar negocios inmobiliarios o  actividades financieras, salvo las necesarias para el desarrollo de su actividad principal;

d) No poseer ni explotar a cualquier título derechos sociales o acciones de sociedades, ni formar parte de contratos de asociación o cuentas en participación en calidad de gestor, y

e) Tener un promedio anual de ingresos de su giro, no superior a 3.000 unidades tributarias mensuales en los tres últimos ejercicios. Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes respectivo. En el caso de tratarse del primer ejercicio de operaciones, deberán tener un capital efectivo no superior a 6.000 unidades tributarias mensuales, al valor que éstas tengan  en el mes del inicio de las actividades.

2.- Situaciones especiales al ingresar al régimen simplificado.

Las personas que estando obligadas a llevar contabilidad completa, para los efectos de esta ley, opten por ingresar al régimen simplificado, deberán efectuar el siguiente tratamiento a las partidas que a continuación se indican, según sus saldos al 31 de diciembre del año anterior al ingreso a este régimen:

a) Las rentas contenidas en el fondo de utilidades tributables, deberán considerarse íntegramente retiradas al término del ejercicio anterior al ingreso al régimen simplificado;

b) Las pérdidas tributarias acumuladas, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado;

c) Los activos fijos físicos, a su valor neto tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado, y

d) Las existencias de bienes del activo realizable, a su valor tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

3.- Determinación de la base imponible y su tributación.

a) Los contribuyentes que se acojan a este régimen simplificado deberán tributar anualmente con el Impuesto de Primera Categoría y, además, con los Impuestos Global Complementario o Adicional, según corresponda. La base imponible del Impuesto de Primera Categoría, Global Complementario o Adicional, del régimen simplificado corresponderá a la diferencia entre los ingresos y egresos del contribuyente.

i) Para estos efectos, se considerarán ingresos las cantidades provenientes de las operaciones de ventas, exportaciones y prestaciones de servicios, afectas o exentas del Impuesto al Valor Agregado, que deban registrarse en el Libro de Compras y Ventas, como también todo otro ingreso relacionado con el giro o actividad que se perciba durante el ejercicio correspondiente, salvo los que provengan de activos fijos físicos que no puedan depreciarse de acuerdo con esta ley, sin perjuicio de aplicarse en su enajenación separadamente de este régimen lo dispuesto en los artículos 17° y 18°.

ii) Se entenderá por egresos las cantidades por concepto de compras, importaciones y prestaciones de servicios, afectos o exentos del Impuesto al Valor Agregado, que deban registrarse en el Libro de Compras y Ventas; pagos de remuneraciones y honorarios; intereses pagados; impuestos pagados que no sean los de esta ley, las pérdidas de ejercicios anteriores, y los que provengan de adquisiciones de bienes del activo fijo físico salvo los que no puedan ser depreciados de acuerdo a esta ley.

Asimismo, se aceptará como egreso de la actividad el 0,5% de los ingresos del ejercicio, con un máximo de 15 unidades tributarias mensuales y un mínimo de 1 unidad tributaria mensual, vigentes al término del ejercicio, por concepto de gastos menores no documentados, créditos incobrables, donaciones y otros, en sustitución de los gastos señalados en el artículo 31°.

b) Para lo dispuesto en este número, se incluirán todos los ingresos y egresos, sin considerar su origen o fuente o si se trata o no de sumas no gravadas o exentas por esta ley.

c) La base imponible calculada en la forma establecida en este número, quedará afecta al Impuesto de Primera Categoría y Global Complementario o Adicional, por el mismo ejercicio en que se determine. Del Impuesto de Primera Categoría, no podrá deducirse ningún crédito o rebaja por concepto de exenciones o franquicias tributarias.

4.- Liberación de registros contables y de otras obligaciones.

Los contribuyentes que se acojan al régimen  simplificado establecido en este artículo, estarán liberados para efectos tributarios, de llevar contabilidad completa, practicar inventarios, confeccionar balances, efectuar depreciaciones, como también de llevar el detalle de las utilidades tributables y otros ingresos que se contabilizan en el Registro de la Renta Líquida Imponible de Primera Categoría y Utilidades Acumuladas a que se refiere el artículo 14°, letra A), y de aplicar la corrección monetaria establecida en el artículo 41°.

5.- Condiciones para ingresar y abandonar el régimen simplificado.

Los contribuyentes deberán ingresar al régimen simplificado a contar del 1 de enero del año que opten por hacerlo, debiendo mantenerse en él a lo menos durante tres ejercicios comerciales consecutivos. La opción para ingresar al régimen simplificado se manifestará dando el respectivo aviso al Servicio de Impuestos Internos desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen. Tratándose del primer ejercicio tributario deberá informarse al Servicio de Impuestos Internos en la declaración de inicio de actividades.

Sin embargo, el contribuyente deberá abandonar obligatoriamente, este régimen, cualquiera sea el período por el cual se haya mantenido en él, cuando se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) Si deja de cumplir con alguno de los requisitos señalados en las letras a), b), c) y d) del número 1 de este artículo, y 

b) Si el promedio de ingresos anuales es superior a 3.000 unidades tributarias mensuales en los tres últimos ejercicios, o bien, si los ingresos de un ejercicio supera el monto equivalente a 5.000 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes respectivo. Para la determinación de estos límites, se excluirán los ingresos que provengan de la venta de activos fijos físicos.

6.- Efectos del retiro o exclusión del régimen simplificado.

Los contribuyentes que opten por retirarse o deban retirarse del régimen simplificado, deberán mantenerse en él hasta el 31 de diciembre del año en que ocurran estas situaciones, dando el aviso pertinente al Servicio de Impuestos Internos desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario siguiente.

En estos casos, a contar del 1 de enero del año siguiente quedarán sujetos a todas las normas comunes de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Al incorporarse el contribuyente al régimen de contabilidad completa deberá practicar un inventario inicial para efectos tributarios, acreditando debidamente las partidas que éste contenga.

En dicho inventario deberán registrar las siguientes partidas determinadas al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado:

a) La existencia del activo realizable, valorada según costo de reposición, y

b) Los activos fijos físicos, registrados por su valor actualizado al término del ejercicio, aplicándose las normas de los artículos 31°, número 5°, y 41°, número 2°.

Asimismo, para los efectos de determinar el saldo inicial positivo o negativo del registro a que se refiere el artículo 14°, deberán considerarse las pérdidas del ejercicio o acumuladas al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado, y, como utilidades, las partidas señaladas en las letras a) y b), anteriores. La utilidad que resulte de los cargos y abonos de estas partidas, constituirá el saldo inicial afecto al Impuesto Global Complementario o Adicional, cuando se retire, sin derecho a crédito por concepto del Impuesto de Primera Categoría. En el caso que se determine una pérdida, ésta deberá también anotarse en dicho registro y podrá deducirse en la forma dispuesta en el inciso segundo del número 3° del artículo 31°.

En todo caso, la incorporación al régimen general de la Ley sobre Impuesto a la Renta no podrá generar otras utilidades o pérdidas, provenientes de partidas que afectaron el resultado de algún ejercicio bajo la aplicación del régimen simplificado.

Los contribuyentes que se hayan retirado del régimen simplificado, no podrán volver a incorporarse a él hasta después de tres ejercicios en el régimen común de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.


En este numeral 2) recayeron las indicaciones números 4 a 11, que se tratarán sucesivamente, de acuerdo a la numeración contemplada en el artículo 14 bis.


La indicación número 4, de S.E. la Presidenta de la República, lo modifica del siguiente modo:


a) Reemplaza la frase “Sustitúyese el artículo 14º bis, por el siguiente:” por la siguiente “Agrégase, a continuación del artículo 14 bis, el siguiente artículo 14º ter nuevo:”.


b) Reemplaza la denominación “Artículo 14º bis.-” por la expresión “Artículo 14º ter.-”.


Los personeros del Ejecutivo recordaron que durante la discusión en el primer informe los distintos invitados habían manifestado su opinión favorable al sistema propuesto en la iniciativa, con la salvedad de que no querían que se sustituyera el del artículo 14 bis, sino de que fuera una posibilidad alternativa.


Hicieron presente que el sistema del artículo 14 bis asume que el pequeño empresario genera utilidades y las reinvierte en su propio negocio, en circunstancias de que las estadísticas del Servicio de Impuestos Internos muestran que empresarios de ese tamaño, al tener utilidades, las retiran y no las reinvierten.


Expresaron que el régimen del artículo 14 ter será opcional y deberían adoptarlo quienes retiran utilidades y no las reinvierten. Ellos en la actualidad pagan impuesto de primera categoría, utilizan eso como crédito contra el impuesto global complementario y tienen que pedir devolución en el mes de abril.


Agregaron que el mencionado régimen reconoce que ese es el comportamiento de esos empresarios y se cambia el sistema para estos contribuyentes, estableciéndose que no es necesario llevar contabilidad completa. Se sintoniza la tasa de pagos provisionales mensuales (PPM) a un nivel que está con la media del global complementario, fijándolo en 0,25% mensual. O sea, como no se reinvierten las utilidades, se pagará lo que corresponda una vez al año, y los PPM estarán en sintonía con ello. Además, se rebajan todos los egresos, lo que permite una suerte de depreciación muy acelerada.


Destacaron, además, que el sistema se podrá ofrecer vía internet por el Servicio de Impuestos Internos, lo que permitirá hacer así la contabilidad simplificada, con la certificación del Servicio.


Precisaron que el sistema tiene algunas restricciones. Una de ellas consiste en que es aplicable sólo a personas naturales o a empresas individuales. La razón fundamental para ello es que en el caso de las sociedades de cualquier naturaleza donde hay dos o más personas involucradas, la contabilidad cumple otros propósitos además de los tributarios. Empíricamente se ha comprobado que la mayor parte de las empresas en cuestión llevan contabilidad principalmente para cumplir con sus obligaciones tributarias y si se elimina esta obligación lo probable es que no lleven contabilidad para los otros efectos y eso les podría ocasionar dificultades en otros ámbitos en el futuro.


Otra restricción dice relación con el giro permitido, en que no califica el giro inmobiliario o de rentas.


Tampoco pueden convertirse en sociedad de inversiones.


El Honorable Senador señor García manifestó interés en conocer datos estadísticos comparativos acerca de la tributación de los bienes raíces agrícolas sobre la base de renta presunta en relación con la tributación que correspondería de acuerdo al artículo 14 ter. Aventuró que para ellos podría resultar más conveniente el régimen del 14 ter que el de renta presunta.


Sobre el particular el Director del Servicio de Impuestos Internos puntualizó que el régimen propuesto busca simplificar la forma de contabilización para quienes llevan contabilidad completa y las personas que tributan sobre la base de renta presunta no lo hacen y por ende no califican para el sistema. Aseveró que el sistema de renta presunta debería ser más favorable para los pequeños agricultores. 


- La Comisión aprobó la indicación número 4 por la unanimidad de sus miembros presentes, Escalona, García, Novoa y Ominami.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza su encabezamiento por el siguiente:


“2) Introdúcese como nuevo artículo 14º ter el siguiente:”.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye la denominación “Artículo 14º bis.-“ del artículo propuesto por “Artículo 14º ter.-“.


- Las indicaciones números 5 y 6 fueron aprobadas, con enmiendas, atendido el hecho de que las recoge la indicación número 4, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami.

Número 1.-
letra a)


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la frase “Ser empresario” por “Ser sociedad de responsabilidad limitada, empresario”.


El Ministro de Hacienda hizo notar que la indicación postula una idea ajena al espíritu del proyecto, porque las sociedades de responsabilidad limitada llevan contabilidad completa, la que es necesaria en este tipo de sociedades. Reiteró que se aspira a un sistema en el que los más pequeños no lleven contabilidad, porque ello implica un costo pero no un beneficio; pero en el caso de las sociedades la contabilidad es un instrumento de gestión y les permite efectuar operaciones legales como la repartición de utilidades o la venta de la sociedad.


- La indicación número 7 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por incidir en materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

letra e)


La indicación número 8, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye las expresiones “3.000” por “10.000” y “6.000” por “10.000”.


- La indicación número 8 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por incidir en materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

Número 2.-


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza, en el encabezamiento de su segundo inciso, la frase “opten por ingresar al régimen simplificado,” por “opten por ingresar al régimen simplificado establecido en este artículo,”.


- La Comisión aprobó la indicación número 9 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami.

Número 5.-


La indicación número 10, del Honorable Senador señor Horvath, suprime, en su inciso segundo, la frase “debiendo mantenerse en él a lo menos durante tres ejercicios comerciales consecutivos”.


El Director del Servicio de Impuestos Internos explicó que la norma del artículo 14 ter prevé, al igual que en el régimen del 14 bis, que para efectos de control haya una permanencia mínima del contribuyente en el régimen. De no ser así se haría extremadamente difícil la administración del sistema.

- La Comisión rechazó la indicación número 10 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami.

letra b)


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza las expresiones “3.000” por “10.000” y “5.000” por “20.000”.


- La indicación número 11 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por incidir en materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

Números 3), 4), 5), 6) y 8)


La indicación número 12, del Honorable Senador señor Horvath, los suprime.


- La indicación número 12 fue aprobada, con enmiendas, atendido el hecho de que la recoge la indicación número 13, del Ejecutivo, también aprobada por la Comisión. El acuerdo se adoptó con los votos de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami.
Números  3), 4), 5), 6), 7) y 8)


La indicación número 13, de S.E. la Presidenta de la República, los sustituye por los siguientes números  3), 4), 5) y 6):


“3) Agrégase, en el número 6°.- del inciso primero del artículo 40, a continuación de la expresión “bis”, lo siguiente: “o al artículo 14º ter”.

4) Agrégase, en el inciso segundo del número 1.- del artículo 54, a continuación de la expresión “bis” y antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y las cantidades determinadas de acuerdo al artículo 14º ter”.


5) Agrégase, en el inciso séptimo del artículo 62, a continuación de la expresión “bis” y antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y las cantidades determinadas de acuerdo al artículo 14º ter, devengándose el impuesto, en este último caso, al término del ejercicio”.


6) Agrégase, en el artículo 84, a continuación del inciso segundo de la letra h) de dicho artículo, una letra i) nueva, del siguiente tenor: “i) Los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14º ter de esta ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.”.”.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación es de adecuación formal.

Con motivo de la discusión de esta indicación los integrantes de la Comisión hicieron notar la conveniencia de introducir una adecuación formal en el actual literal h) del artículo 84, para evitar una imprecisión en que incurre la disposición.


- La Comisión aprobó la indicación número 13 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami, con las enmiendas formales que se consignan en su oportunidad.
Número 7)


La indicación número 14, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la expresión “artículo 14º bis” por “artículo 14º ter”.


- La Comisión rechazó la indicación número 14 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.

Artículo 2º

El artículo 2° aprobado en general establece que los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenido en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, podrán acceder al financiamiento señalado en los artículos 48 y 49 de la ley Nº 19.518, para ejecutar las acciones de capacitación a que se refiere el literal a) del articulo 46 de la misma ley, cuando su planilla anual de remuneraciones imponibles sea inferior a 90 unidades tributarias mensuales en el año calendario anterior al de postulación al referido beneficio. Agrega que, asimismo, será aplicable a este financiamiento lo dispuesto en el artículo 50 de la ley Nº 19.518.


La indicación número 15, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye la expresión “del artículo 14º bis” por “de los artículos 14º bis o 14º ter”.


- La Comisión aprobó la indicación número 15 con enmiendas, con la redacción de la indicación número 16, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.

La indicación número 16, de S.E. la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “artículo 14º bis” por “artículo 14º ter”.


- La indicación número 16 se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.

Artículo 3º

El artículo 3° aprobado en general dispone que para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, se entenderá:

1) Que los contribuyentes que se acojan al régimen contenido en el artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta cumplen con el requisito de llevar libros de contabilidad.

2) Por utilidades o excedentes líquidos, lo que resulte de aplicar lo dispuesto en el número 3 del artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin deducir las pérdidas de ejercicios anteriores y no se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 48 del Código del Trabajo.


La indicación número 17, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye, en sus números 1) y 2), la expresión “el artículo 14º bis” por “los artículos 14º bis y 14º ter”.


- La indicación número 17 fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag, con la redacción de la indicación número 18.


La indicación número 18, de S.E. la Presidenta de la República, reemplaza, en sus números 1) y 2), la expresión “14º bis” por “14º ter”.


- La indicación número 18 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.

Artículo 2º transitorio


El artículo 2° transitorio es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- Los contribuyentes acogidos al 1 de julio del año 2006, al régimen contenido en el artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por esta ley se sustituye, podrán continuar acogidos a todas las normas aplicables a dicho régimen por un período máximo de quince ejercicios consecutivos a contar del presente ejercicio, salvo que con anterioridad al término de dicho plazo opten por retirarse o que al no cumplir con sus requisitos deban excluirse de él.

Sin perjuicio de lo anterior, a contar del ejercicio del año 2012, para la determinación del promedio anual máximo de 3.000 unidades tributarias mensuales a que se refiere el inciso primero del artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por esta ley se sustituye, deberán sumar a sus ventas, servicios u otras actividades del giro, las realizadas por sociedades o personas relacionadas, según las normas contenidas en el artículo 20°, N° 1, letra b) de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Horvath, y la indicación número 20, de los Honorables Senadores señores García, Novoa, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar, lo suprimen.


- La Comisión rechazó la indicación número 19 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag, por ser incompatible con lo resuelto anteriormente. La indicación número 20 fue retirada por sus autores.


La indicación número 21, de S.E. la Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 2°.- Los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encontraren acogidos al régimen al que se refiere el artículo 14º bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por esta ley se modifica, y que deseen continuar acogidos a dicho régimen, deberán dar cumplimiento a las modificaciones que por esta ley se introducen al referido artículo 14º bis a contar del día 1° de enero del año 2008, respecto de las rentas obtenidas en los ejercicios comerciales que cierren desde esa fecha.”.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que se otorga el plazo de un ejercicio para adecuarse a los requisitos que exige el sistema del artículo 14 bis con las modificaciones que se introducen por este proyecto.


- La indicación número 21 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


Los personeros del Ejecutivo manifestaron que en cuanto al financiamiento de la iniciativa no hay diferencias respecto de lo expuesto sobre el particular en el primer informe de la Comisión.

En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Número 1)


Reemplazarlo, por el siguiente:


“1) Modifícase el artículo 14º bis, del siguiente modo:


a) Introdúcense las siguientes enmiendas a su inciso primero: 


i) Agrégase, a continuación de palabra “ingresos”, la primera vez que aparece, y antes de la expresión “por ventas”, lo siguiente: “: i)”.


ii) Agrégase, a continuación de la expresión “últimos ejercicios” y antes de la coma (,) que sigue a dicha expresión, lo siguiente: “; y ii) por actividades comprendidas en el artículo 20, numerales 1°.- y 2°.-, de esta ley, de haberlos, incluidos los ingresos correspondientes al mayor valor obtenido en la enajenación de bienes inmuebles y de valores mobiliarios, no hayan excedido en promedio del equivalente al quince por ciento del total de sus ingresos anuales por ventas, servicios u otras actividades de su giro en igual periodo”.


iii) Intercálase, en la última frase de dicho inciso, entre las palabras “refiere” y “este” lo siguiente: “el literal i) de”.


iv) Agrégase, en la última frase de dicho inciso, a continuación de la palabra “mes”, la segunda vez que aparece, y antes del punto aparte, lo siguiente: “y el contribuyente deberá sumar a sus ventas, servicios u otras actividades de su giro, las realizadas por sociedades o personas relacionadas en los términos descritos en el artículo 20, numeral 1°.-, letra b), de la presente ley. Por su parte, los ingresos a los que se refiere el literal ii) de este inciso deberán expresarse, asimismo, en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes en que se obtengan”.


b) Reemplázase, en su inciso cuarto, la palabra “incluso”, por la palabra “salvo”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase: “en los últimos tres ejercicios comerciales tengan un promedio anual de ventas, servicios u otros ingresos de su giro, superior a 3.000 unidades tributarias mensuales”, por la siguiente: “dejen de cumplir con cualquiera de los requisitos establecidos en dicho inciso”.


d) Introdúcense en el inciso décimo, las siguientes modificaciones: 


i) Reemplázase, en la segunda frase de dicho inciso, la coma (,) que sigue a la palabra “comerciales” por lo siguiente: “: i)”.


ii) Agrégase, en la segunda frase de dicho inciso, a continuación de la palabra “mensuales” y antes del punto seguido, lo siguiente: “; o ii) si sus ingresos provenientes de actividades comprendidas en el artículo 20, numerales 1°.- y 2°.-, de esta ley, incluidos los ingresos correspondientes al mayor valor obtenido en la enajenación de bienes inmuebles y de valores mobiliarios, superan el equivalente a 450 unidades tributarias mensuales”. 


iii) Agrégase, en la frase final de dicho inciso, antes del punto aparte (.), lo siguiente: “, y en el caso del literal ii) anterior, según el valor de éstas en el mes en que se obtengan”.


e) Agrégase un inciso final nuevo del siguiente tenor: 


“No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, si en cualquier ejercicio un contribuyente acogido a este régimen obtiene ingresos anuales superiores a 6.000 unidades tributarias mensuales, quedará a contar de ese mismo ejercicio obligado a declarar sus rentas conforme al régimen general del impuesto a la renta.  A este efecto deberán aplicar las normas de los incisos segundo y tercero de este artículo, cuando corresponda.”.”.

(Indicación N° 2. Aprobada por unanimidad 5x0, e indicación número 3, aprobada por mayoría 3x1 letra a); unanimidad 4x0 letra b); mayoría 3x1 abstención letra c), y mayoría 3x2 letras d) y e).).

Número 2)


- Reemplazar en su encabezamiento la frase “Sustitúyese el artículo 14º bis, por el siguiente:”, por la siguiente: “Agrégase, a continuación del artículo 14 bis, el siguiente artículo 14º ter, nuevo:”.

Artículo 14 bis


- Sustituir la denominación “Artículo 14º bis.-” por la expresión “Artículo 14º ter.-”.

(Indicaciones números 4, 5 y 6. Unanimidad 4x0).


- Reemplazar, en el inciso segundo del numeral 2, la frase “opten por ingresar al régimen simplificado,”, por “opten por ingresar al régimen simplificado establecido en este artículo,”.

(Indicación número 9. Unanimidad 4x0).

Números 3), 4), 5), 6), 7) y 8)


Sustituirlos, por los siguientes números 3), 4), 5) y 6):


“3) Agrégase, en el número 6°.- del inciso primero del artículo 40, a continuación de la expresión “bis”, lo siguiente: “o al artículo 14º ter”.

4) Agrégase, en el inciso segundo del número 1.- del artículo 54, a continuación de la expresión “bis” y antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y las cantidades determinadas de acuerdo al artículo 14º ter”.


5) Agrégase, en el inciso séptimo del artículo 62, a continuación de la expresión “bis” y antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y las cantidades determinadas de acuerdo al artículo 14º ter, devengándose el impuesto, en este último caso, al término del ejercicio”.


6) Sustitúyese, en el párrafo segundo de la letra h) del artículo 84, la expresión “aludido en el inciso anterior” por la siguiente “aludido en el párrafo anterior de esta letra”, y agrégase a continuación de dicho párrafo una letra i) nueva, del siguiente tenor:

“i) Los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14º ter de esta ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.”.”.

(Indicaciones números 12 y 13. Unanimidad 4x0).

Artículo 2°


Reemplazar la expresión “artículo 14º bis” por “artículo 14º ter”.

(Indicaciones números 15 y 16. Unanimidad 5x0).

Artículo 3°


Reemplazar, en sus números 1) y 2), la expresión “14º bis” por “14º ter”.

(Indicaciones números 17 y 18. Unanimidad 5x0).

Artículos transitorios

Artículo 2°

Sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encontraren acogidos al régimen al que se refiere el artículo 14º bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por esta ley se modifica, y que deseen continuar acogidos a dicho régimen, deberán dar cumplimiento a las modificaciones que por esta ley se introducen al referido artículo 14º bis a contar del día 1° de enero del año 2008, respecto de las rentas obtenidas en los ejercicios comerciales que cierren desde esa fecha.”.

(Indicación número 21. Unanimidad 5x0).


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


1) Modifícase el artículo 14º bis, del siguiente modo:


a) Introdúcense las siguientes enmiendas a su inciso primero: 


i) Agrégase, a continuación de palabra “ingresos”, la primera vez que aparece, y antes de la expresión “por ventas”, lo siguiente: “: i)”.


ii) Agrégase, a continuación de la expresión “últimos ejercicios” y antes de la coma (,) que sigue a dicha expresión, lo siguiente: “; y ii) por actividades comprendidas en el artículo 20, numerales 1°.- y 2°.-, de esta ley, de haberlos, incluidos los ingresos correspondientes al mayor valor obtenido en la enajenación de bienes inmuebles y de valores mobiliarios, no hayan excedido en promedio del equivalente al quince por ciento del total de sus ingresos anuales por ventas, servicios u otras actividades de su giro en igual periodo”.


iii) Intercálase, en la última frase de dicho inciso, entre las palabras “refiere” y “este” lo siguiente: “el literal i) de”.


iv) Agrégase, en la última frase de dicho inciso, a continuación de la palabra “mes”, la segunda vez que aparece, y antes del punto aparte, lo siguiente: “y el contribuyente deberá sumar a sus ventas, servicios u otras actividades de su giro, las realizadas por sociedades o personas relacionadas en los términos descritos en el artículo 20, numeral 1°.-, letra b), de la presente ley. Por su parte, los ingresos a los que se refiere el literal ii) de este inciso deberán expresarse, asimismo, en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes en que se obtengan”.


b) Reemplázase, en su inciso cuarto, la palabra “incluso”, por la palabra “salvo”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase: “en los últimos tres ejercicios comerciales tengan un promedio anual de ventas, servicios u otros ingresos de su giro, superior a 3.000 unidades tributarias mensuales”, por la siguiente: “dejen de cumplir con cualquiera de los requisitos establecidos en dicho inciso”.


d) Introdúcense en el inciso décimo, las siguientes modificaciones: 


i) Reemplázase, en la segunda frase de dicho inciso, la coma (,) que sigue a la palabra “comerciales” por lo siguiente: “: i)”.


ii) Agrégase, en la segunda frase de dicho inciso, a continuación de la palabra “mensuales” y antes del punto seguido, lo siguiente: “; o ii) si sus ingresos provenientes de actividades comprendidas en el artículo 20, numerales 1°.- y 2°.-, de esta ley, incluidos los ingresos correspondientes al mayor valor obtenido en la enajenación de bienes inmuebles y de valores mobiliarios, superan el equivalente a 450 unidades tributarias mensuales”. 


iii) Agrégase, en la frase final de dicho inciso, antes del punto aparte (.), lo siguiente: “, y en el caso del literal ii) anterior, según el valor de éstas en el mes en que se obtengan”.


e) Agrégase un inciso final nuevo del siguiente tenor: 

“No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, si en cualquier ejercicio un contribuyente acogido a este régimen obtiene ingresos anuales superiores a 6.000 unidades tributarias mensuales, quedará a contar de ese mismo ejercicio obligado a declarar sus rentas conforme al régimen general del impuesto a la renta.  A este efecto deberán aplicar las normas de los incisos segundo y tercero de este artículo, cuando corresponda.”.

2) Agrégase, a continuación del artículo 14 bis, el siguiente artículo 14º ter, nuevo:
“Artículo 14° ter.- Los contribuyentes obligados a declarar renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, podrán acogerse al régimen simplificado que se establece en este artículo, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:

1.- Requisitos que deben cumplir cuando opten por ingresar al régimen simplificado:

a) Ser empresario individual o estar constituido como empresa individual de responsabilidad limitada;

b) Ser contribuyente del Impuesto al Valor Agregado;

c) No tener por giro o actividad cualquiera de las descritas en el artículo 20 números 1 y 2, ni realizar negocios inmobiliarios o  actividades financieras, salvo las necesarias para el desarrollo de su actividad principal;

d) No poseer ni explotar a cualquier título derechos sociales o acciones de sociedades, ni formar parte de contratos de asociación o cuentas en participación en calidad de gestor, y

e) Tener un promedio anual de ingresos de su giro, no superior a 3.000 unidades tributarias mensuales en los tres últimos ejercicios. Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes respectivo. En el caso de tratarse del primer ejercicio de operaciones, deberán tener un capital efectivo no superior a 6.000 unidades tributarias mensuales, al valor que éstas tengan  en el mes del inicio de las actividades.

2.- Situaciones especiales al ingresar al régimen simplificado.

Las personas que estando obligadas a llevar contabilidad completa, para los efectos de esta ley, opten por ingresar al régimen simplificado establecido en este artículo, deberán efectuar el siguiente tratamiento a las partidas que a continuación se indican, según sus saldos al 31 de diciembre del año anterior al ingreso a este régimen:

a) Las rentas contenidas en el fondo de utilidades tributables, deberán considerarse íntegramente retiradas al término del ejercicio anterior al ingreso al régimen simplificado;

b) Las pérdidas tributarias acumuladas, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado;

c) Los activos fijos físicos, a su valor neto tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado, y

d) Las existencias de bienes del activo realizable, a su valor tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

3.- Determinación de la base imponible y su tributación.

a) Los contribuyentes que se acojan a este régimen simplificado deberán tributar anualmente con el Impuesto de Primera Categoría y, además, con los Impuestos Global Complementario o Adicional, según corresponda. La base imponible del Impuesto de Primera Categoría, Global Complementario o Adicional, del régimen simplificado corresponderá a la diferencia entre los ingresos y egresos del contribuyente.

i) Para estos efectos, se considerarán ingresos las cantidades provenientes de las operaciones de ventas, exportaciones y prestaciones de servicios, afectas o exentas del Impuesto al Valor Agregado, que deban registrarse en el Libro de Compras y Ventas, como también todo otro ingreso relacionado con el giro o actividad que se perciba durante el ejercicio correspondiente, salvo los que provengan de activos fijos físicos que no puedan depreciarse de acuerdo con esta ley, sin perjuicio de aplicarse en su enajenación separadamente de este régimen lo dispuesto en los artículos 17° y 18°.

ii) Se entenderá por egresos las cantidades por concepto de compras, importaciones y prestaciones de servicios, afectos o exentos del Impuesto al Valor Agregado, que deban registrarse en el Libro de Compras y Ventas; pagos de remuneraciones y honorarios; intereses pagados; impuestos pagados que no sean los de esta ley, las pérdidas de ejercicios anteriores, y los que provengan de adquisiciones de bienes del activo fijo físico salvo los que no puedan ser depreciados de acuerdo a esta ley.

Asimismo, se aceptará como egreso de la actividad el 0,5% de los ingresos del ejercicio, con un máximo de 15 unidades tributarias mensuales y un mínimo de 1 unidad tributaria mensual, vigentes al término del ejercicio, por concepto de gastos menores no documentados, créditos incobrables, donaciones y otros, en sustitución de los gastos señalados en el artículo 31°.

b) Para lo dispuesto en este número, se incluirán todos los ingresos y egresos, sin considerar su origen o fuente o si se trata o no de sumas no gravadas o exentas por esta ley.

c) La base imponible calculada en la forma establecida en este número, quedará afecta al Impuesto de Primera Categoría y Global Complementario o Adicional, por el mismo ejercicio en que se determine. Del Impuesto de Primera Categoría, no podrá deducirse ningún crédito o rebaja por concepto de exenciones o franquicias tributarias.

4.- Liberación de registros contables y de otras obligaciones.

Los contribuyentes que se acojan al régimen  simplificado establecido en este artículo, estarán liberados para efectos tributarios, de llevar contabilidad completa, practicar inventarios, confeccionar balances, efectuar depreciaciones, como también de llevar el detalle de las utilidades tributables y otros ingresos que se contabilizan en el Registro de la Renta Líquida Imponible de Primera Categoría y Utilidades Acumuladas a que se refiere el artículo 14°, letra A), y de aplicar la corrección monetaria establecida en el artículo 41°.

5.- Condiciones para ingresar y abandonar el régimen simplificado.

Los contribuyentes deberán ingresar al régimen simplificado a contar del 1 de enero del año que opten por hacerlo, debiendo mantenerse en él a lo menos durante tres ejercicios comerciales consecutivos. La opción para ingresar al régimen simplificado se manifestará dando el respectivo aviso al Servicio de Impuestos Internos desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen. Tratándose del primer ejercicio tributario deberá informarse al Servicio de Impuestos Internos en la declaración de inicio de actividades.

Sin embargo, el contribuyente deberá abandonar obligatoriamente, este régimen, cualquiera sea el período por el cual se haya mantenido en él, cuando se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) Si deja de cumplir con alguno de los requisitos señalados en las letras a), b), c) y d) del número 1 de este artículo, y 

b) Si el promedio de ingresos anuales es superior a 3.000 unidades tributarias mensuales en los tres últimos ejercicios, o bien, si los ingresos de un ejercicio supera el monto equivalente a 5.000 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes respectivo. Para la determinación de estos límites, se excluirán los ingresos que provengan de la venta de activos fijos físicos.

6.- Efectos del retiro o exclusión del régimen simplificado.

Los contribuyentes que opten por retirarse o deban retirarse del régimen simplificado, deberán mantenerse en él hasta el 31 de diciembre del año en que ocurran estas situaciones, dando el aviso pertinente al Servicio de Impuestos Internos desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario siguiente.

En estos casos, a contar del 1 de enero del año siguiente quedarán sujetos a todas las normas comunes de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Al incorporarse el contribuyente al régimen de contabilidad completa deberá practicar un inventario inicial para efectos tributarios, acreditando debidamente las partidas que éste contenga.

En dicho inventario deberán registrar las siguientes partidas determinadas al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado:

a) La existencia del activo realizable, valorada según costo de reposición, y

b) Los activos fijos físicos, registrados por su valor actualizado al término del ejercicio, aplicándose las normas de los artículos 31°, número 5°, y 41°, número 2°.

Asimismo, para los efectos de determinar el saldo inicial positivo o negativo del registro a que se refiere el artículo 14°, deberán considerarse las pérdidas del ejercicio o acumuladas al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado, y, como utilidades, las partidas señaladas en las letras a) y b), anteriores. La utilidad que resulte de los cargos y abonos de estas partidas, constituirá el saldo inicial afecto al Impuesto Global Complementario o Adicional, cuando se retire, sin derecho a crédito por concepto del Impuesto de Primera Categoría. En el caso que se determine una pérdida, ésta deberá también anotarse en dicho registro y podrá deducirse en la forma dispuesta en el inciso segundo del número 3° del artículo 31°.

En todo caso, la incorporación al régimen general de la Ley sobre Impuesto a la Renta no podrá generar otras utilidades o pérdidas, provenientes de partidas que afectaron el resultado de algún ejercicio bajo la aplicación del régimen simplificado.

Los contribuyentes que se hayan retirado del régimen simplificado, no podrán volver a incorporarse a él hasta después de tres ejercicios en el régimen común de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.


3) Agrégase, en el número 6°.- del inciso primero del artículo 40, a continuación de la expresión “bis”, lo siguiente: “o al artículo 14º ter”.

4) Agrégase, en el inciso segundo del número 1.- del artículo 54, a continuación de la expresión “bis” y antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y las cantidades determinadas de acuerdo al artículo 14º ter”.


5) Agrégase, en el inciso séptimo del artículo 62, a continuación de la expresión “bis” y antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y las cantidades determinadas de acuerdo al artículo 14º ter, devengándose el impuesto, en este último caso, al término del ejercicio”.

6) Sustitúyese, en el párrafo segundo de la letra h) del artículo 84, la expresión “aludido en el inciso anterior” por la siguiente “aludido en el párrafo anterior de esta letra”, y agrégase a continuación de dicho párrafo una letra i) nueva, del siguiente tenor:
“i) Los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14º ter de esta ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.”.

Artículo 2°.- Los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14° ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenido en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, podrán acceder al financiamiento señalado en los artículos 48 y 49 de la ley Nº 19.518, para ejecutar las acciones de capacitación a que se refiere el literal a) del articulo 46 de la misma ley, cuando su planilla anual de remuneraciones imponibles sea inferior a 90 unidades tributarias mensuales en el año calendario anterior al de postulación al referido beneficio. Asimismo, será aplicable a este financiamiento lo dispuesto en el artículo 50 de la ley Nº 19.518.

Artículo 3°.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, se entenderá:

1) Que los contribuyentes que se acojan al régimen contenido en el artículo 14° ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta cumplen con el requisito de llevar libros de contabilidad.

2) Por utilidades o excedentes líquidos, lo que resulte de aplicar lo dispuesto en el número 3 del artículo 14° ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin deducir las pérdidas de ejercicios anteriores y no se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 48 del Código del Trabajo.

Artículos transitorios

Artículo 1°.- Lo dispuesto en los artículos 1°, 2° y 3° de esta ley, regirá desde el 1 de enero del año 2007.

Artículo 2°.- Los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encontraren acogidos al régimen al que se refiere el artículo 14º bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por esta ley se modifica, y que deseen continuar acogidos a dicho régimen, deberán dar cumplimiento a las modificaciones que por esta ley se introducen al referido artículo 14º bis a contar del día 1° de enero del año 2008, respecto de las rentas obtenidas en los ejercicios comerciales que cierren desde esa fecha.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de enero de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,
Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INCREMENTA CRÉDITO POR IMPUESTOS PAGADOS EN EL EXTERIOR DISPONIBLE PARA INVERSIONES EN SOCIEDADES EXTRANJERAS Y AUMENTA TRANSITORIAMENTE EL CRÉDITO TRIBUTARIO A INVERSIÓN EN ACTIVO FIJO

(4738-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; el Coordinador de Política Económica del Ministerio de Hacienda, señor Marcelo Tockman, y  el asesor de esa Cartera de Estado, señor Héctor Lehuede.


Cabe hacer presente que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del reglamento de la Corporación, el proyecto sólo se discutió en general.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO

El principal objetivo de la iniciativa en informe consiste en mejorar los incentivos tributarios para que se potencie la capacidad de Chile como país plataforma de inversiones.

- - - 

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Decreto ley N° 824, de 1974, Ley sobre Impuesto a la Renta.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje

En dicho documento se señala que la iniciativa se funda en dos aspectos fundamentales:


Aumentar la capacidad de nuestro país como plataforma de inversiones.


El Mensaje informa que dentro de la estrategia de apertura de mercados para las inversiones y productos chilenos que han marcado la inserción de Chile en el contexto económico internacional, y en la cual destacan la celebración de tratados de libre comercio y acuerdos de integración, nuestro país ha abierto muchos mercados y oportunidades para los inversionistas locales, así como para aquellos inversionistas extranjeros que han creído en nuestro país y lo han transformado en la base para realizar sus inversiones en otros países, tanto de la región como fuera de ella.

Se aspira a posicionar a Chile como un país plataforma de inversiones, destino atractivo para situar una sede regional o base de inversiones desde la cual, sacando provecho a toda nuestra capacidad instalada en materia de servicios, personal calificado, infraestructura y tecnología, entre otras, pueda dirigir y liderar la conquista de nuevos mercados, tanto en la región como en las nuevas áreas de influencia que han articulado los acuerdos de integración que Chile ha suscrito con muchos países de Asia y Europa, entre otros.

Expone que del análisis de la correlación entre el destino de las inversiones efectuadas desde Chile en los años recientes, con el listado de países con los cuales se han suscrito convenios para evitar la doble tributación, puede concluirse que existe un claro patrón de preferencia por tales destinos a la hora de definir objetivos de inversión. Y es lógico que así sea, toda vez que bajo la vigencia de tales convenios, se reduce significativamente el impacto que los impuestos de ambos países tienen en el retorno del proyecto respectivo.


Puntualiza que bajo la vigencia de un convenio para evitar la doble tributación, los inversionistas que obtienen rentas en el extranjero acceden a normas más favorables para permitir que los impuestos pagados en el otro país sirvan como crédito contra los impuestos chilenos. Una de las principales manifestaciones de esta normativa más generosa, es la diferencia entre el máximo de crédito disponible para países con convenio, que es de 30% de la renta extranjera, en vez de solamente 17% de dicha misma renta, que es el límite que se aplica a falta de tal convenio. Precisa que ante tal evidencia, es lógico concluir que es tarea urgente concretar convenios para evitar la doble tributación con tantos países como sea posible, y de la forma más expedita.


Afirma que no obstante el sostenido progreso, las negociaciones bilaterales avanzan al ritmo que ambas partes definen, con las prioridades y tiempos que las contrapartes respectivas tienen disponibles para discutir estas materias con nuestro país. Además, en no pocos casos se plantean objeciones que obligan a dilatar o postergar la conclusión de un convenio, como por ejemplo cuando hay países que han hecho pública su objeción a nuestro elevado grado de protección al secreto bancario, anunciando que su previa modificación sería necesaria para llegar a acuerdo.

Pone de relieve que a partir de dicha realidad y con el propósito de dar un impulso al proyecto de hacer de Chile realmente un “País Plataforma”, el Gobierno ha estimado oportuno elevar, unilateralmente, el estándar de las normas que benefician a las empresas que hacen desde Chile sus inversiones en empresas en el exterior, aún cuando no se haya concluido todavía un convenio con el país respectivo. Así, el tratamiento tributario y la mitigación de la doble tributación, a falta de convenio, serán más cercanos a los que corresponden cuando existen tales acuerdos internacionales.


Subraya que se han reservado algunas normas específicas para que tengan aplicación solamente bajo la vigencia de un convenio, dada la necesidad para el Estado de Chile, de obtener un adecuado intercambio de información y colaboración con su Estado contraparte respectivo, de los que habitualmente no se dispone hasta concluir uno de tales acuerdos.


Así, sostiene, en caso de aprobarse el texto propuesto, seguirá siendo aún algo más conveniente para los contribuyentes con inversiones en sociedades en el exterior el que se concluya un convenio con el país respectivo, pero la diferencia ya no será tan relevante como para desincentivar las inversiones.

Aumentar el crédito tributario a la inversión en activo fijo.


El Mensaje asegura que es bien sabido que el crecimiento económico es condición fundamental y necesaria para el desarrollo de un país. La inversión es sin duda el motor del crecimiento, al poner a disposición de los emprendedores los recursos necesarios para generar producción, empleo y comercio.


Manifiesta que en este contexto, la inversión en activo fijo y su constante renovación y actualización son claves del desarrollo y expansión de las empresas, ya que les permite disponer de los medios físicos necesarios para ser más eficientes y productivos, al tiempo que realizan su labor con mayor seguridad, menor consumo de recursos y ahorro de energía. 


Afirma que por todo lo señalado, el legislador ha contemplado la existencia de un incentivo tributario que busca promover la inversión en activo fijo, que se contiene actualmente en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Destaca que este incentivo, junto con el régimen de depreciación acelerada que se aplica a los bienes físicos del activo inmovilizado de los contribuyentes, presentan la ventaja de estar enfocados específicamente al objetivo deseado: la promoción de la inversión en activo fijo.


Este incentivo tributario ofrece un crédito contra el impuesto de primera categoría, es decir, una cantidad que se puede restar del monto del impuesto a pagar, por un monto equivalente a un porcentaje del valor de la inversión realizada en activo fijo.


Se entiende que es inversión en activo fijo aquella que se manifiesta en la adquisición de bienes físicos nuevos, así como en su construcción o arrendamiento con opción de compra durante el ejercicio respectivo. Sobre el valor de dicha inversión, se otorga un crédito de un 4%, con un límite máximo anual de 500 unidades tributarias mensuales.


En lo que respecta al contenido del proyecto en informe, el Mensaje asegura que es necesario aumentar este crédito sustantivamente, por lo que la iniciativa legal busca elevar de 17% a 30%, el límite máximo de crédito por impuestos pagados en el exterior disponible para las inversiones en sociedades extranjeras, aún en ausencia de un convenio de doble tributación.


Indica que con ello se busca incentivar la generación de negocios y oportunidades de inversión que realmente potencien a Chile como un “País Plataforma”.


Expone que asimismo, el proyecto de ley aprovecha de eliminar ciertas restricciones y normas de control que habían devenido en impracticables o poco relevantes con el transcurso del tiempo, optando por simplificar en varios puntos los requerimientos para acceder al crédito por impuestos extranjeros.


Advierte que el proyecto recoge algunas de las mínimas precauciones y limitaciones que demanda la nueva normativa, las que permitirán evitar que se llegue a situaciones irracionales. Entre otras, menciona, por ejemplo, que los impuestos pagados en el extranjero, por rentas obtenidas en el extranjero, sirvan para dejar de pagar impuestos chilenos por rentas obtenidas en Chile, así como evitar que pueda darse el caso absurdo y que, estamos seguros, nadie podría desear, bajo el cual los impuestos extranjeros terminan siendo subsidiados por el Fisco chileno. 

En segundo lugar, señala, la propuesta legislativa complementa el incentivo establecido por el artículo 33 bis, incrementando transitoriamente su monto, de manera de retomar con fuerza, altos índices de inversión y formación de capital fijo. En concreto, se postula elevar el monto del crédito en un 50% y elevar asimismo su límite máximo en un 30%. 


De esta forma, la norma propuesta incrementa de 4% a 6% el monto porcentual de la inversión efectuada que puede ser usada como crédito y eleva de 500 a 650 unidades tributarias mensuales el límite máximo de crédito que puede utilizarse cada año.


La medida propuesta beneficiará especialmente a más del 97% de los contribuyentes, quienes, en su declaración de impuestos de abril de este año, impetraron el crédito sin llegar a su límite máximo, es decir, utilizándolo plenamente. A los demás contribuyentes, que en dicho año fueron menos de 600 empresas, un 85% de las cuales corresponde a grandes empresas, esta medida también los beneficiará, aunque en menor medida.


El alza tanto de porcentaje como de límite antes descrito se propone como una medida transitoria, con vigencia hasta el 31 de diciembre del año 2009.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al darse inicio al análisis de la iniciativa en informe el señor Ministro de Hacienda efectuó una exposición acerca de los principales aspectos del proyecto.


Manifestó que uno de los componentes del proyecto dice relación con los incentivos para que Chile se convierta en plataforma de inversiones y el tratamiento que se da a las empresas que desde Chile invierten en la región, ya sea en América Latina o en Asia-Pacífico. El otro componente de la iniciativa se refiere a un crédito para estimular la inversión.


Sobre los componentes mencionados, se refirió básicamente a los siguientes puntos:


En cuanto a Chile como país plataforma hizo presente que existe consenso en que Chile, por su estabilidad, calidad de sus instituciones, estabilidad de su economía, buena infraestructura y otras razones podría ser un país plataforma para que empresas, de cualquier parte del mundo, operen desde Chile vendiendo servicios, exportando bienes o invirtiendo. Observó que los Gobiernos han tenido políticas de promoción del uso de Chile como país plataforma. Por ejemplo, señaló, en cuanto a la venta de servicios hay programas de CORFO que estimulan la instalación en Chile de “call centers” o de centros de investigación y desarrollo que sirven a la región. 


Expuso que otra materia, relacionada pero diferente, es la del uso de Chile como plataforma para invertir. Esto es, una empresa extranjera se instala en Chile, pone su casa matriz, crea empleo en Chile, desarrolla habilidades de sus empleados en Chile, aporta tecnología y desde aquí invierte en el país que elija, de acuerdo a la legislación chilena.


Expresó que el tratamiento que tienen en Chile las utilidades generadas por otras empresas cuando invierten en otros países en la actualidad es asimétrico, ya que depende de si existe o no con ese país un tratado para evitar la doble tributación. Subrayó que el punto clave en la materia es cuál es el crédito que se puede obtener en Chile por impuestos pagados en otros países si la inversión se hizo desde Chile. Hoy en día, para aquellos países con los que existen acuerdos de doble tributación, se permite el descuento de una tasa de 30%; pero si se invierte desde Chile en un país con el que no hay un acuerdo de doble tributación, la tasa de descuento es de 17%. Destacó que hay países de importancia para Chile por sus relaciones comerciales, como Colombia, por ejemplo, con los que no existe convenio de doble tributación, y que lo mismo puede ocurrir con algunos países del Asia-Pacífico.


Subrayó que los mencionados acuerdos de doble tributación presentan ventajas, por lo que el proyecto en informe no pretende reemplazarlos. Mencionó que hay acuerdos vigentes con Argentina, Brasil, Perú, Ecuador, México, Canadá, Corea del Sur, Croacia, Dinamarca, España, Francia, Noruega, Nueva Zelandia, Polonia, el Reino Unido y Suecia. Apuntó, además, que hay un acuerdo negociado, pero no vigente, con Sudáfrica, y que se está negociando con Austria, Bélgica, China, Colombia, Cuba, Estados Unidos, Finlandia, Holanda, Hungría, India, Italia, Kuwait, República Checa, Suiza y Venezuela; y que hay convenios suscritos con Irlanda, Malasia, Paraguay, Portugal, Rusia y Tailandia.


Puso de relieve que las negociaciones tardan a veces muchos años, razón por la cual no obstante el esfuerzo continuo por llegar a acuerdos, en la actualidad para algunos países se da una situación que desincentiva el uso de Chile como plataforma para invertir. Sostuvo que, por lo anterior, la política de Chile es perseverar en la negociación y firma de acuerdos, por un lado, pero, al mismo tiempo y previendo que ello pueda demorar años, uniformar en 30% el límite del crédito que se puede obtener por pagos en el exterior, para todos los países, independientemente de la existencia de acuerdos de doble tributación.


Señaló que con lo anterior, el tratamiento de la renta extranjera, para las empresas en Chile, será homogéneo cualquiera sea el país de que se trate.


Expresó que para evitar abusos y dado que no hay acuerdos de doble tributación con los países en los cuales se hace la modificación y por tanto hay resguardos que no existen, el aumento del crédito tiene ciertas exigencias, para cautelar el interés nacional y fiscal.


En lo referente al incentivo a la inversión, explicó que la Ley sobre Impuesto a la Renta contempla un incentivo que consiste en un crédito contra el impuesto de primera categoría. Si se realiza una inversión, un porcentaje de lo gastado al invertir puede descontarse del impuesto. Esa posibilidad beneficia la inversión en activo fijo. En la actualidad el beneficio tiene dos límites: el crédito es de 4% y el total descontado no puede superar las 500 UTM anuales. Está enfocado, por tanto, en el segmento de menor tamaño.


El proyecto de ley incrementa transitoriamente el monto del crédito de 4% a 6% y el tope pasa de 500 a 650 UTM. Con ello se producen dos beneficios y la forma en que ellos están estructurados enfatiza la inversión en activo fijo de las empresas más pequeñas, porque el monto del crédito sube en 50%, pero el límite máximo sólo sube en 30%, por lo que proporcionalmente favorece más a los más pequeños.


Hizo presente que de acuerdo a los antecedentes estadísticos de que se dispone, hay un 97% de los contribuyentes que en la última operación renta utilizaron el sistema completamente. Además, los únicos que estarían topados por el límite serían principalmente grandes empresas.


El Honorable Senador señor Novoa consultó si en el crédito por activo fijo está además la depreciación del activo y habría un beneficio adicional por las inversiones que se hagan en tres años, que se aplica contra el impuesto a la renta de los respectivos ejercicios.


Los representantes del Ejecutivo respondieron afirmativamente a su pregunta.


En cuanto a los créditos por las rentas de fuente extranjera, consultó si era un crédito al impuesto y si la renta en el exterior, en la medida en que pague impuesto pasa a ser no renta en Chile.


El Director del Servicio de Impuestos Internos aclaró que el sistema que se propone consiste en generalizar, sin distinciones, lo que hoy existe para el caso de las rentas que provienen de inversiones en países con los que hay tratados. Explicó que el régimen opera de forma que cuando una persona recibe un dividendo de una renta de un país con el que hay un tratado, si en ese país se aplicaron impuestos al dividendo, equivalentes a nuestro impuesto adicional, ese impuesto da derecho a crédito en Chile y la manera en que eso se calcula dependerá de la tasa de impuesto que le aplicaron en el otro país. Si en el otro país le aplican impuestos que en suma son de 17% o menos, podrá usar todo el impuesto que se aplicó en ese país contra el impuesto de primera categoría en Chile. Si el impuesto que le aplicaron en el otro país supera el 17%, el excedente genera un tipo de crédito distinto en Chile, que se usa contra el impuesto global complementario y contra el impuesto adicional.


El Honorable Senador señor Novoa preguntó, también, si la materia es absolutamente independiente del denominado impuesto de categoría pagado por las empresas del otro país.


El Director del Servicio de Impuestos Internos señaló que en algunos casos se relaciona, porque en ciertas condiciones el inversionista chileno puede considerar como crédito el impuesto pagado por la empresa.


El Honorable Senador señor Ominami consultó quienes serán los principales beneficiarios del proyecto.


El Ministro de Hacienda respondió que en América Latina el principal país es Colombia y que también deben mencionarse al respecto los países del Asia-Pacífico.


El Honorable Senador señor Novoa planteó una pregunta respecto de la fórmula de cálculo del costo fiscal de la iniciativa.


Los personeros del Ejecutivo explicaron que se atendió a los dividendos recibidos de distintos países, calculando cuánto menos impuesto se obtendría por aumentar el crédito, dada la estructura actual de las inversiones.


Sometido a votación en general el proyecto, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero acompañado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 12 de diciembre de 2006, señala que las modificaciones que se proponen implicarán costo fiscal. 


Expresa que “En el caso del incremento tanto al crédito tributario como al límite máximo de crédito que contempla el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por ser ésta una modificación de carácter transitorio, el costo se reflejará durante los tres primeros años, mientras que en el caso de las modificaciones a las normas pertinentes sobre doble tributación internacional, al no tener la modificación un carácter transitorio, ésta implicará un costo permanente. La siguiente tabla detalla la pérdida de los ingresos fiscales anuales en millones de pesos de 2006, cálculos que se han efectuado sobre los resultados de la Operación Renta de 2006. Es dable esperar que la modificación propuesta a las normas pertinentes sobre doble tributación internacional incentive las inversiones en el exterior, de lo que podría concluirse un mayor costo fiscal. Sin embargo, se trataría de un mayor costo asociado a un crecimiento que no ocurriría de no implementarse la medida anunciada. Igual observación corresponde a la elevación transitoria del crédito por adquisición de bienes físicos del activo inmovilizado, respecto de la inversión en dichos bienes. Cabe señalar, por otra parte, que el impacto en los ingresos por impuestos se produce al año siguiente, por cuanto estos beneficios se reflejan en la declaración anual de impuestos a la renta que se lleva a cabo en abril de cada año.”.


El informe financiero contiene el siguiente cuadro demostrativo del costo fiscal asociado a la iniciativa:

	Año


	En millones de Pesos de 2006


	
	Cambios al Artículo 33 bis
	Cambios a normas sobre doble tributación
	Costo Total

	2008
	12.254
	395
	12.649

	2009
	12.254
	395
	12.649

	2010
	12.254
	395
	12.649

	2011
	0
	395
	395

	2012 en adelante
	0
	395
	395



En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto consta en el oficio N° 6564, de 21 de diciembre de 2006, de la Honorable Cámara de Diputados y es del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974:

1) Modifícase el artículo 41 A de la siguiente forma:

a) Reemplázase la letra A.- de dicho artículo por la siguiente:

“A.- Dividendos y retiros de utilidades.

Los contribuyentes que perciban dividendos o efectúen retiros de utilidades de sociedades constituidas en el extranjero, deberán considerar las siguientes normas para los efectos de aplicar a dichas rentas los impuestos de esta ley:

1.- Crédito total disponible.

Dará derecho a crédito el impuesto a la renta que hayan debido pagar o que se les hubiera retenido en el extranjero por los dividendos percibidos o los retiros de utilidades efectuados de las sociedades, en su equivalente en pesos y reajustado de la forma indicada en el número 1.- de la letra D siguiente.

En el caso que en el país fuente de los dividendos o de los retiros de utilidades sociales no exista impuesto de retención a la renta, o éste sea inferior al impuesto de primera categoría de Chile, podrá deducirse como crédito el impuesto pagado por la renta de la sociedad en el exterior.  Este impuesto se considerará proporcionalmente en relación a los dividendos o retiros de utilidades percibidas en Chile, para lo cual se reconstituirá la base bruta de la renta que proporcionalmente corresponda a tales dividendos o utilidades a nivel de la empresa desde la que se pagan, agregando el impuesto de retención y el impuesto a la renta de la empresa respectiva.

En la misma situación anterior, también dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una sociedad en la parte de las utilidades que reparta a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que ambas estén domiciliadas en el mismo país y la segunda posea directamente el 10% o más del capital de la primera.

2.- El crédito para cada renta será la cantidad menor entre:

a) El o los impuestos pagados al Estado extranjero sobre la respectiva renta según lo establecido en el número anterior, y

b) El 30% de una cantidad tal que, al restarle dicho 30%, la cantidad resultante sea el monto neto de la renta percibida respecto de la cual se calcula el crédito.

La suma de todos los créditos determinados según estas reglas, constituirá el crédito total disponible del contribuyente para el ejercicio respectivo. 
El crédito total disponible se deducirá del impuesto de primera categoría y de los impuestos finales, global complementario y adicional, en la forma que se indica en los números que siguen.

3.- Crédito contra el impuesto de primera categoría.

En el caso del impuesto de primera categoría, el crédito respectivo se calculará y aplicará según las siguientes normas:

a) Se agregará a la base del impuesto de primera categoría el crédito total disponible determinado según las normas del número 2.- anterior.

b) El crédito deducible del impuesto de primera categoría será equivalente a la cantidad que resulte de aplicar la tasa de dicho impuesto sobre la suma del crédito total disponible más las rentas extranjeras respectivas.

4.- Crédito contra impuestos finales.

La cantidad que resulte después de restar al crédito total disponible el crédito de primera categoría determinado conforme a lo establecido en el numeral precedente, constituirá el crédito contra impuestos finales, que podrá deducirse del impuesto global complementario o adicional, según las normas siguientes:

a) En el caso de que las rentas de fuente extranjera que dan derecho al crédito que trata este artículo hayan sido obtenidas por contribuyentes obligados a determinar su renta líquida imponible según contabilidad completa, se aplicarán las siguientes reglas:

i) El crédito contra los impuestos finales se anotará separadamente en el registro del fondo de utilidades tributables correspondiente al año en que se hayan obtenido las rentas de fuente extranjera por las que se origina dicho crédito.

El crédito así registrado o su saldo, se ajustará en conformidad con la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al cierre del ejercicio en que se hayan generado y el último día del mes anterior al cierre de cada ejercicio, o hasta el último día del mes anterior al de la retención cuando se trate del impuesto adicional sujeto a esta modalidad.

ii) El crédito contra impuestos finales registrado en la forma antedicha se considerará distribuido a los accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones o retiros de utilidades que deban imputarse a las utilidades tributables del ejercicio en que se haya generado dicho crédito. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará proporcionalmente en función del porcentaje que represente la cantidad del respectivo dividendo o retiro de utilidades imputable al año en cuestión respecto del total de las utilidades obtenidas en dicho año.

iii) Si en el año en que se genera el crédito el contribuyente presenta pérdidas, dicho crédito se extinguirá totalmente. Si las pérdidas de ejercicios posteriores absorben las utilidades del ejercicio en que se genera el crédito, éste también se extinguirá aplicando lo dispuesto en el literal ii) precedente, cuando corresponda, sin derecho a devolución.

iv) Si las utilidades o dividendos que originan la distribución del crédito contra impuestos finales son, a su vez, percibidos por otros contribuyentes obligados a determinar su renta líquida imponible según contabilidad completa, dichos contribuyentes deberán aplicar las mismas normas de este número.

b) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean distribuidas, retiradas o deban considerarse devengadas, por contribuyentes del Impuesto Global Complementario o Adicional, se aplicarán las siguientes normas:

i) El crédito contra impuestos finales se agregará a la base del impuesto global complementario o adicional, debidamente reajustado. Tratándose del impuesto adicional de retención, también se aplicará el reajuste que proceda por la variación del índice de precios al consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior al de la retención y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio al que corresponda la declaración anual respectiva, y

ii) El crédito referido se deducirá del impuesto global complementario o adicional determinado con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

b) Modifícase la letra B.- de la siguiente forma:

i) Intercálase, en el inciso segundo del número 1.-, la expresión “conforme a lo indicado en el número 1.- de la letra D.- siguiente,” entre las palabras “nacional” y “según”, y elimínase la expresión “establecido en el artículo 41, número 5,” entre las palabras “cambio” y “vigente”, y

ii) Reemplázase, en el número 2.- de la letra B.-, la palabra “considerados” por la palabra “considerado”.

c) Agrégase la siguiente letra C.-, pasando la actual letra C.- a ser letra D.-

“C.- Rentas del exterior por el uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares.

Los contribuyentes que perciban del exterior rentas por el uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares, deberán considerar las siguientes normas para los efectos de aplicar a dichas rentas el impuesto de primera categoría:

1.- Agregarán a la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría una cantidad determinada en la forma señalada en el número 2.- siguiente, equivalente a los impuestos que hayan debido pagar o que se les hubiera retenido en el extranjero por las rentas percibidas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares a que se refiere esta letra, convertidos a su equivalente en pesos y reajustados de la forma prevista en el número 1.- de la letra D.- siguiente. Para estos efectos, se considerará el tipo de cambio correspondiente a la fecha de la percepción de la renta.

La cantidad señalada en el inciso anterior no podrá ser superior al crédito que se establece en el número siguiente.

2.- Los contribuyentes a que se refiere esta letra tendrán derecho a un crédito igual al que resulte de aplicar la tasa del impuesto de primera categoría sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente a la suma líquida de las rentas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías técnicas y otras prestaciones similares percibidas desde el exterior, convertidas a su equivalente en pesos y reajustadas de la forma prevista en el número 1.- de la letra D.- siguiente. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al impuesto efectivamente pagado o retenido en el extranjero, debidamente reajustado.

3.- El crédito determinado de acuerdo con las normas precedentes, se deducirá del impuesto de primera categoría que el contribuyente deba pagar por el ejercicio correspondiente. Este crédito se aplicará a continuación de aquellos créditos o deducciones que no dan derecho a reembolso y antes de aquellos que lo permiten.

4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, se imputará en la misma forma al impuesto de primera categoría del ejercicio siguiente y posteriores. Para este efecto, el remanente de crédito deberá reajustarse según la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del término del ejercicio en que se produzca dicho remanente, y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio siguiente o subsiguientes. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución.”.

d) Introdúcense, en la letra C.-, que ha pasado a ser D.-, las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase el número 1.- por el siguiente:

“1.- Para efectuar el cálculo del crédito por los impuestos extranjeros, tanto los impuestos respectivos como los dividendos, retiros y rentas del exterior se convertirán a su equivalencia en pesos chilenos de acuerdo a la paridad cambiaria entre la moneda nacional y la moneda extranjera correspondiente, conforme a la información que publique el Banco Central de Chile en conformidad a lo dispuesto en el número 6 del Capítulo I del Compendio de Normas de Cambios Internacionales. Si la moneda extranjera en que se ha efectuado el pago no es una de aquellas informada por el Banco Central, el impuesto extranjero pagado en dicha divisa deberá primeramente ser calculado en su equivalente en dólares de los Estados Unidos de América, de acuerdo a la paridad entre ambas monedas que se acredite en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, para luego convertirse a su equivalente en pesos chilenos de la forma ya indicada. A falta de norma especial, para efectos de establecer el tipo de cambio aplicable, se considerará el valor de las respectivas divisas en el día en que se ha percibido o devengado, según corresponda, la respectiva renta.”.

ii) Intercálanse, en la primera oración del número 2.-, las expresiones “A.- y B.-” entre las palabras “letras” y “anteriores”.

iii) Reemplázanse, en el número 3.-, las expresiones “impuestos a la renta” por “impuestos obligatorios a la renta,”; las expresiones “retenidos en el exterior” por “retenidos, en forma definitiva, en el exterior,”; y las expresiones “o sustitutivos de ellos, ya sea que se apliquen sobre rentas determinadas de resultados reales o rentas presuntas” por “ya sea que se apliquen sobre rentas determinadas de resultados reales o rentas presuntas sustitutivas de ellos”. Además, agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido: “Si la aplicación o monto del impuesto extranjero en el respectivo país depende de su admisión como crédito contra el impuesto a la renta que grava en el país de residencia al inversionista, dicho impuesto no dará derecho a crédito.”.

iv) Reemplázanse, en el número 5.-, las expresiones “letras A y B anteriores” por “letras A.-, B.- y C.- anteriores”.

v) Agrégase un nuevo número 6.-, del siguiente tenor:

“6.- Sin perjuicio de las normas anteriores, el crédito total por los impuestos extranjeros correspondientes a las rentas de fuente extranjera percibidas o devengadas en el ejercicio, según corresponda, no podrá exceder del equivalente a 30% de la Renta Neta de Fuente Extranjera de dicho ejercicio. Para estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera de cada ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente extranjera, afecta a impuesto en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los impuestos extranjeros, calculados de la forma establecida en el artículo anterior.”.

2) Modifícase el artículo 41 B de la siguiente forma:

a) Reemplázanse, en la segunda oración del inciso primero, las expresiones “de la letra C” por las expresiones “de la letra D.-”.

b) Reemplázase íntegramente la última oración del inciso primero, por la siguiente: “En los casos en que no se haya efectuado oportunamente el registro o no se pueda contar con la referida documentación, la disminución o retiro de capital deberá acreditarse mediante la documentación pertinente, debidamente autentificada, cuando corresponda, de la forma y en el plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.

c) Reemplázanse, en la última oración del inciso primero del número 1.-, las expresiones “artículo 41, N°5” por las expresiones “número 1.- de la letra D.- del artículo 41 A”. 

d) Reemplázase la segunda oración del número 4.- por la siguiente: “Para determinar la renta proveniente de la enajenación de las acciones y derechos sociales, los contribuyentes sujetos al régimen de corrección monetaria de activos y pasivos deducirán el valor al que se encuentren registrados dichos activos al comienzo del ejercicio, incrementándolo o disminuyéndolo previamente con las nuevas inversiones o retiros de capital.”.

e) Reemplázanse, en la tercera oración del número 4.-, las expresiones “al régimen de corrección monetaria de activos y pasivos,” por las expresiones “a dicho régimen”.

f) Reemplázanse, en la oración final del número 4.-, las expresiones “mismo del número 1.- de la letra A” por las expresiones “resultante de aplicar el número 1.- de la letra D.-”.

3) Modifícase el artículo 41 C de la siguiente forma:

a) Elimínase la expresión “A.- Crédito total disponible”, así como las letras B.- y C.-, íntegramente, y reemplázase la expresión “D.- Crédito en el caso de servicios personales” por la expresión “3.- Crédito en el caso de servicios personales.”.

b) Intercálase el siguiente texto a continuación de la expresión “1.-” en el primer inciso del numeral 1.-, pasando el texto que actualmente sigue a dicha expresión, compuesto de tres incisos, a reemplazar íntegramente el contenido del numeral 2.-, conservando el lugar en la numeración: “Darán derecho a crédito, calculado en los términos descritos en la letra A.- del artículo 41 A, todos los impuestos extranjeros a la renta pagados de acuerdo a las leyes de un país con un Convenio para evitar la doble tributación vigente con Chile, de conformidad con lo estipulado por el Convenio respectivo.”.

c) Elimínase, en el tercer inciso del texto que ha pasado a ser el nuevo numeral 2.-, las dos oraciones finales.

d) Reemplázase el inciso final del nuevo número 3.- por el siguiente: “En la determinación del crédito que se autoriza en este número, será aplicable lo dispuesto en los números 1, 3, 4, 5 y 6 de la letra D.- del artículo 41 A.”.

4) Sustitúyanse, en el número 5 del artículo 41 D, las expresiones “las letras B.- y C.- del artículo 41 C de esta ley” por las expresiones “los números 2.-, 3.- y 4.- de la letra A.- del artículo 41 A de esta ley”.

5) Reemplázanse, en el número 3 del artículo 69, las expresiones “y en el inciso primero de la letra A” por las expresiones “y en los incisos primeros de las letras A.- y C.-”.

6) Reemplázanse, en el inciso final del artículo 84, las expresiones “A y B” por las expresiones “A.-, B.- y C.-”.

Artículo 2°.- El crédito que establece el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo primero del decreto ley Nº 824, de 1974, será de 6% del valor de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere dicha disposición que sean adquiridos nuevos, terminados de construir o recibidos en arrendamiento con opción de compra entre el día 1 de enero de 2007 y el día 31 de diciembre de 2009, con un límite máximo anual de 650 unidades tributarias mensuales.

Artículo transitorio.- Las modificaciones que introduce el artículo 1°, de la presente ley, regirán respecto de las rentas de fuente extranjera afectas a impuesto en Chile que se perciban o devenguen, según corresponda, a contar del 1 de enero de 2007.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LOS CÓDIGOS PENAL Y PROCESAL PENAL EN MATERIA DE SEGURIDAD CIUDADANA Y REFUERZA ATRIBUCIONES PREVENTIVAS DE LAS POLICÍAS

(4321-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informa el proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje de la señora Presidenta de la República, de fecha 7 de julio de 2006.


La Comisión discutió en general la iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.


La Corte Suprema emitió opinión sobre el proyecto durante el primer trámite constitucional, señalando que no tenía observaciones sobre el particular, toda vez que, a su juicio, el proyecto no contiene normas de carácter orgánico constitucional que afecten la organización y atribuciones de los tribunales.


 Asistieron a la sesión en que se discutió el proyecto,  por el Ministerio de Justicia, la jefa de la División Jurídica, señora Constanza Collarte Pindar, la jefa del Departamento de Asesoría y Estudios, señora Nelly Salvo Ilabel, y el asesor señor Rodrigo Romo Labisch.

- - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, tiene carácter orgánico constitucional, por referirse a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, el número 11) del artículo 2º, ya que convierte en obligación lo que hoy día es una facultad de los jueces. Por su parte, y de conformidad con lo establecido en el artículo 84 de la Constitución Política de la República, tienen carácter orgánico constitucional, por referirse a la organización y atribuciones del Ministerio Público, el número 4) del artículo 2º y el artículo 4º.


De acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, para ser aprobadas, esas normas requieren la votación conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en Ejercicio.

- - - - - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Al tenor del mensaje que lo inicia, el proyecto incorpora diversas modificaciones en la legislación, con el objetivo de introducir mejoras en el sistema de enjuiciamiento criminal, que permitan reprimir en forma más enérgica el delito y disminuir la sensación de temor que él infunde en la ciudadanía. Lo cual se plasma mediante diversas enmiendas en el Código Penal y en el Código Procesal Penal y otorgando a las policías nuevas herramientas preventivas.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley aprobado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados consta de cuatro artículos permanentes. El 1° introduce cuatro modificaciones al Código Penal, el 2° establece dieciocho modificaciones al Código Procesal Penal, el tercero señala una regla especial aplicable a Carabineros y a la Policía de Investigaciones y, el cuarto, modifica la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640.

- - - - - - -

DISPOSICIONES JURÍDICAS VINCULADAS CON EL PROYECTO


1) De la Constitución Política de la República: los artículos 19, Nos 3º y 7º, 21, 63 Nº 3), 76, 77, 83 y 84.


2) Del Código Penal: los artículos 10, circunstancia eximente 6ª, 12, circunstancia agravante 15ª, 78, 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 440 y 456 bis A.


3) Del Código Procesal Penal: los artículos 83, 85, 130, 132, 134, 140,144, 149, 150, 153, 187, 191, 206, 277, 280, 307 y 343.


4) La Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


5) La ley Nº 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


6) La ley Nº 20.084, que estableció un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal.


7) La ley Nº 19.970, que crea el Sistema Nacional de Registros de ADN.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La jefa de la Dirección Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Constanza Collarte, señaló que el interés del Ejecutivo es dar respuesta con este proyecto a la inquietud pública planteada por la delincuencia. Para ello, se tuvo a la vista una serie de mociones parlamentarias y se recibieron las opiniones del Ministerio Público y las policías.


Con estos antecedentes se construyó un proyecto que establece un estatuto jurídico más estricto para un grupo de ilícitos de mayor connotación social, cuidando siempre de respetar los límites establecidos en la Constitución Política de la República.


La jefa del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señora Nelly Salvo, expuso que, en el orden procesal,  la idea central del proyecto es reunir dentro de una misma categoría, delitos contra las personas, delitos contra el patrimonio y delitos pluriofensivos, con el fin de aplicarles un estatuto más riguroso en lo relativo a la determinación de la pena. En este contexto, el proyecto intenta hacer más exigentes las condiciones para la aplicación de una atenuante muy recurrida por los enjuiciados en sede criminal, a saber, la reparación con celo del mal causado. Al respecto, se requerirá que la víctima comparezca en el juicio y declare si la reparación propuesta por el imputado la satisface; de otra forma, esta causal no será tenida en cuenta.

También se propone un cambio en el concepto de reincidencia, estableciendo que se considerará como agravante de la responsabilidad penal el mero hecho de que el imputado haya sido condenado por anterioridad por un delito, independiente de sí la condena fue efectivamente cumplida.


El proyecto también responde a dos inquietudes planteadas por las policías, referidas a la institución del control de identidad y a la detención en caso de flagrancia. Respecto del primer caso, el proyecto propone facultar a la policía para revisar también, en el contexto de un procedimiento de control de identidad, las vestimentas y el vehículo del controlado, y que las especies delictuales encontradas en esta revisión constituyan también una situación de flagrancia; además, se amplía el plazo para verificar la identidad del controlado que no coopera, de seis a ocho horas. En lo tocante a la flagrancia, se considerará que existe tal situación cuando entre el hecho delictivo y la captura no hayan transcurrido más de seis horas, con o sin solución de continuidad.


Con el fin de facilitar la labor del Ministerio Público y de paliar en alguna medida el escaso número de fiscales, se faculta al abogado asistente del fiscal para formalizar la investigación, solicitar medidas cautelares y pedir el aumento del plazo de detención.


Respecto de las medidas cautelares, se propone que, cada vez que se revoque la prisión preventiva o se dicte un sobreseimiento temporal, el juez deba imponer la de sujeción a la vigilancia de la autoridad, institución o persona que informará al juez periódicamente sobre la situación del imputado.


Para evitar la sensación de impunidad que se ha generado en la opinión pública a raíz de decisiones judiciales que han declarado ilegal algunas detenciones, el proyecto innova en dos sentidos: hace apelable la resolución que declara ilegal la detención y especifica que tal declaración no obstará a que el fiscal formalice la investigación y recabe medidas cautelares.


Expuso que el proyecto también protege a las víctimas y a los testigos, estableciendo reglas especiales de prueba anticipada y protegida, en el caso de menores víctimas de abusos sexuales, y medidas de protección de los antecedentes que permitan identificar a testigos cuya declaración pueda acarrear peligro a ellos o a otras personas.


El proyecto también establece una base de datos unificada y para el uso exclusivo de Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, en la que constarán las órdenes de detención pendientes. A ella tendrán también acceso los tribunales de justicia y el Ministerio Público. Esta información la maneja hoy el Servicio de Registro Civil, en virtud de lo dispuesto por el decreto Nº 64, del Ministerio de Justicia, de 1960, y las policías han tenido problemas de acceso.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que este proyecto, que es muy importante, pone en práctica la llamada “Estrategia Nacional para Combatir a la Delincuencia”, que ha anunciado la Subsecretaría del Interior para responder al clamor ciudadano sobre el tema, toda vez que la cartera del Interior es responsable de la seguridad y el orden público. Esto hace imprescindible contar con la presencia del Subsecretario de Interior en la discusión en particular del proyecto.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que el proyecto incumbe ciertamente, y de manera prioritaria, a la cartera de Justicia, que es la más adecuada para analizar los detalles técnico jurídicos que el proyecto plantea. Sin perjuicio de lo cual, la presencia de personeros del Ministerio del Interior puede ser útil para la discusión en particular.


Los señores Senadores presentes coincidieron en que el proyecto es de vital importancia para encarar el problema de la delincuencia, y en que la amplitud de las ideas matrices que se plantean permiten, por la vía de las indicaciones, discutir todo el resto de medidas conducentes a la solución del tema.

- - - - - -


- En mérito de lo anterior, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó en general el proyecto de ley en informe. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro y Romero.

- - - - - -


El texto del proyecto de ley cuya aprobación en general se propone al Senado, es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1) Sustitúyese en el párrafo segundo del número 6° del artículo 10, las expresiones “365, inciso segundo,” por “362, 365 bis”.


2) Sustitúyese en el número 15° del artículo 12 la palabra “castigado” por la siguiente “condenado”.


3) Intercálase, a continuación del artículo 78, el siguiente párrafo 4 bis, nuevo:


“4 bis. Reglas especiales sobre determinación de la pena.


Artículo 78 bis.- Para los efectos de este párrafo, los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 inciso primero y 440 de este Código se consideran de la misma especie.


Las penas que correspondan a los culpables de los delitos señalados en el inciso anterior, que hubieren sido condenados con anterioridad por delitos de la misma especie, se determinarán de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes.


Artículo 78 ter.- Si la pena asignada al delito fuere sólo una indivisible, el tribunal aplicará precisamente aquélla, salvo que hubiere dos o más circunstancias atenuantes y ninguna agravante, en cuyo caso podrá imponer la inmediatamente inferior en grado, en consideración a su número y entidad; pero si ésta fuere un grado de una pena divisible, no podrá imponerla en su mínimum.


Si la pena señalada al delito es un grado de una pena divisible, el tribunal la aplicará en su máximum, en la forma dispuesta por el inciso tercero del artículo 67, salvo que concurran dos o más atenuantes y ninguna agravante, en cuyo caso podrá recorrer toda su extensión al aplicarla.


Cuando la pena señalada por la ley consta de dos o más grados, bien sea que los formen una o dos penas indivisibles y uno o más grados de otra divisible, o diversos grados de penas divisibles, el tribunal no podrá aplicarla en el grado mínimum, cualquiera que sea el número de atenuantes que concurran.


En este caso, habiendo dos o más circunstancias atenuantes y ninguna agravante, no aplicará el máximum de los grados asignados como penas al delito, excluido el mínimum, y si sólo quedare un grado de una pena divisible, no lo aplicará en su máximum.


Si por aplicación de lo dispuesto en los dos incisos anteriores sólo quedare una pena indivisible, el tribunal aplicará precisamente aquélla, salvo que hubiere dos o más circunstancias atenuantes y ninguna agravante, en cuyo caso podrá imponer la inmediatamente inferior en grado, en consideración a su número y entidad; pero si ésta fuere un grado de una pena divisible, no podrá imponerla en su mínimum.


Cuando concurrieren dos o más circunstancias agravantes, y no hubiere atenuantes, el tribunal aplicará la pena inmediatamente superior en grado al máximum de los designados por la ley.


Artículo 78 quáter.- Respecto de los delitos a que se refiere el artículo 78 bis, no serán aplicables las circunstancias 15ª. y 16ª. del artículo 12.


En estos delitos el juez solamente podrá aplicar la circunstancia 7ª. del artículo 11 cuando la víctima declare judicialmente su satisfacción respecto de la reparación efectuada por el imputado.


Artículo 78 quinquies.- Las reglas especiales contenidas en este párrafo no se aplicarán respecto de aquellos culpables que hubieren sido condenados con anterioridad por delitos de la misma especie, cuando entre la fecha de la condena anterior y la época de comisión del nuevo delito hubiere mediado un plazo superior a cinco o diez años, según se trate de simples delitos o crímenes, respectivamente.


Tampoco se aplicarán a los menores afectos a la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.”.


4) Sustitúyese el inciso primero del artículo 456 bis A por el siguiente:


“Artículo 456 bis A.- El que conociendo su origen o no pudiendo menos que conocerlo, tenga en su poder, a cualquier título, especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato, o las compre, venda, transforme o comercialice en cualquier forma, aun cuando ya hubiese dispuesto de ellas, sufrirá la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados  y multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1) Agrégase el siguiente párrafo tercero en la letra c) del artículo 83:


“En aquellos casos en que, en la localidad donde ocurrieren los hechos, no exista personal policial experto y la evidencia pueda desaparecer, el personal policial que hubiese llegado al sitio del suceso deberá recogerla y guardarla en los términos indicados en el párrafo precedente y hacer entrega de ella al Ministerio Público, a la mayor brevedad posible.”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 85:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 85.- Control de identidad. Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Durante este procedimiento, sin necesidad de nuevos indicios, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla, y cotejar la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle. La policía procederá a la detención, sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129, de quienes se sorprenda, a propósito del registro, en alguna de las hipótesis del artículo 130, así como a quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente.”.


c) Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “resultado” y las expresiones “Si no resultare”, sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,), lo siguiente: “previo cotejo de la existencia de órdenes de detención que pudieren afectarle.”.


d) Reemplázanse en el inciso cuarto las expresiones “seis horas” por las siguientes: “ocho horas”.


3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 130:


“Para los efectos de lo establecido en las letras d) y e) se entenderá por tiempo inmediato todo aquel que transcurra entre la comisión del hecho y la captura del imputado, siempre que no hubieren transcurrido más de seis horas.”.


4) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 132 por el siguiente:


“En la audiencia, el fiscal o el abogado asistente del fiscal actuando expresamente facultado por éste, procederá directamente a formalizar la investigación y a solicitar las medidas cautelares que procedieren, siempre que contare con los antecedentes necesarios y que se encontrare presente el defensor del imputado. En el caso de que no pudiere procederse de la manera indicada, el fiscal o el abogado asistente del fiscal actuando en la forma señalada, podrá solicitar una ampliación del plazo de detención hasta por tres días, con el fin de preparar su presentación. El juez accederá a la ampliación del plazo de detención cuando estimare que los antecedentes justifican esa medida.”.


5) Agrégase el siguiente artículo 132 bis:


“Artículo 132 bis.- Apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención. Tratándose de los delitos contemplados en el artículo 78 bis del Código Penal, será apelable la resolución que declare la ilegalidad de la detención. Dicha apelación se concederá en el sólo efecto devolutivo. En todo caso, la declaración de ilegalidad no impedirá que el fiscal proceda a formalizar la investigación y a solicitar las medidas cautelares que sean procedentes, de conformidad con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 132.


En los demás casos, la declaración de ilegalidad no será apelable, lo que no impedirá que el fiscal proceda a formalizar la investigación y a solicitar las medidas cautelares que sean procedentes, en los términos señalados en el inciso precedente.”.


6) Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 134 la expresión “inciso final” por la siguiente: “inciso segundo”.


7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 140 por los tres siguientes, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“Se entenderá que la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad, cuando los delitos imputados sean aquellos señalados en el artículo 78 bis del Código Penal; cuando el imputado hubiere sido condenado con anterioridad por delito al que la ley señale igual o mayor pena, sea que la hubiere o no cumplido, o cuando se encontrare sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de algunos de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley.


No obstante lo señalado en el inciso anterior, si el tribunal estimare que la libertad del imputado no resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad, podrá así declararlo denegando la prisión preventiva.


En los demás casos, para estimar si la libertad del imputado resulta o no peligrosa para la seguridad de la sociedad, el tribunal deberá considerar especialmente alguna de las siguientes circunstancias: el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes y el hecho de haber actuado en grupo o pandilla.”.


8) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 144 por el siguiente:


“Cuando el imputado solicitare la revocación  de la prisión preventiva el tribunal podrá rechazarla de plano; asimismo, podrá citar a todos los intervinientes a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre la subsistencia de los requisitos que autorizan la medida.”.


9) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 149:


“Tratándose de los delitos contemplados en el artículo 78 bis del Código Penal, el imputado cuya prisión preventiva se revoque, y mientras dicha resolución no se encuentre ejecutoriada, quedará siempre sujeto a la medida cautelar establecida en la letra b) del artículo 155.”.


10) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 150:


a) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


“Excepcionalmente, el tribunal podrá conceder al imputado permiso de salida durante el día o por un período determinado, siempre que se asegure convenientemente que no se vulnerarán los objetivos de la prisión preventiva.”.


b) Intercálase el siguiente inciso sexto, pasando el actual a ser séptimo:


“Con todo, tratándose de los delitos contemplados en el artículo 78 bis del Código Penal, el tribunal no podrá otorgar el permiso señalado en el inciso  anterior sino por resolución fundada y por el tiempo estrictamente necesario para el cumplimiento de los fines del citado permiso.”.


11) Agrégase al final del inciso segundo del artículo 153, pasando el punto aparte (.) a ser seguido, el siguiente párrafo: “En especial, será decretada la medida señalada en el artículo 155, letra b), tratándose de los delitos contemplados en el artículo 78 bis del Código Penal y siempre que el sobreseimiento haya sido decretado en virtud de las causales de las letras a) o c) del artículo 252.”.


12) Intercálase en el inciso segundo del artículo 187, entre la expresión “83 letra b)” y la coma (,) que le sigue, la frase: “o se encontraren en el sitio del suceso”.


13) Agrégase el siguiente artículo 191 bis:


“Artículo 191 bis.- Anticipación de prueba de menores de edad. El fiscal podrá solicitar que se reciba la declaración anticipada de los menores de 18 años que fueren víctimas de alguno de los delitos contemplados en el Libro II, Título VII, párrafos 5 y 6 del Código Penal. En dichos casos, el juez, considerando las circunstancias personales y emocionales del menor de edad, podrá, acogiendo la solicitud de prueba anticipada, proceder a interrogarlo, debiendo los intervinientes dirigir las preguntas por su intermedio.


Con todo, si se modificaren las circunstancias que motivaron la recepción de prueba anticipada, la misma deberá rendirse en el juicio oral.


La declaración deberá realizarse en una sala acondicionada, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad.


En los casos previstos en este artículo, el juez deberá citar a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir al juicio oral.”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 206: 


a) Sustitúyese en el inciso primero la palabra “judicial” por las siguientes: “u orden”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“De dicho procedimiento deberá darse comunicación al fiscal inmediatamente terminado y levantarse un acta circunstanciada que será enviada a éste dentro de las doce horas siguientes. Copia de dicha acta se entregará al propietario o encargado del lugar, si lo solicita.”.


15) Sustitúyese la letra e) del artículo 277, por la siguiente:


“e) Las pruebas que deberán rendirse en el juicio oral y, en su caso, en la audiencia sobre decisión de absolución o condena de que trata el artículo 343 de este Código, de acuerdo a lo previsto en el artículo anterior.


Para los efectos de lo señalado en esta letra, el juez de garantía deberá dictar un auto de apertura complementario en el que deberá señalar cuáles son las pruebas que habrán de rendirse en la audiencia señalada, el que será remitido en sobre cerrado al tribunal competente, y”.


16) Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo  280, pasando el actual a ser tercero:


“Si con posterioridad a la realización de la audiencia de preparación del juicio oral, sobreviniere, respecto de los testigos, alguna de las circunstancias señaladas en el inciso segundo del artículo 191 o se tratare de la situación señalada en el artículo 191 bis, cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía, en audiencia especial citada al efecto, la rendición de prueba anticipada.”.


17) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 307 por el siguiente:


“Si existiere motivo para temer que la indicación pública de los antecedentes relativos a su persona pudieren implicar peligro para el testigo u otra persona, el presidente de la sala o el juez, en su caso, podrá autorizar al testigo a no responder a dichas preguntas durante la audiencia, salvo la relativa a su nombre.”.


18) Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 343 por el siguiente:


“En el caso de condena, el tribunal deberá resolver sobre las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal en la misma oportunidad prevista en el inciso primero. No obstante, tratándose de circunstancias ajenas al hecho punible, y los demás factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, el tribunal abrirá debate sobre tales circunstancias y factores, inmediatamente después de pronunciada la decisión a que se refiere el inciso primero y en la misma audiencia. Para dichos efectos, el tribunal procederá a la apertura del sobre al que alude el párrafo segundo de la letra e) del artículo 277 y dará lectura resumida de los antecedentes que hayan hecho valer los intervinientes en la audiencia de preparación del juicio oral para fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de lectura de la sentencia.”.


Artículo 3°.- Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile deberán mantener un banco de datos unificado y actualizado de personas respecto de las cuales exista orden de detención pendiente. Dicho registro o banco de datos será de uso exclusivo de las policías para efecto de lo dispuesto en el artículo 85 del Código Procesal Penal, y sus datos sólo serán comunicados al Ministerio Público y a los tribunales, en el marco de una investigación o proceso judicial.


Los datos contenidos en el registro o banco estarán exentos de la obligación a que se refiere el artículo 22 de la ley N° 19.628, y podrán contener como antecedentes fotografías, huellas dactilares o características físicas de las personas cuya detención se encuentra pendiente.


Una vez ejecutada la detención de las personas, sus datos serán inmediatamente eliminados del registro. Lo mismo ocurrirá respecto de personas con órdenes de detención pendientes por delitos cuya acción penal haya sido declarada prescrita.


Toda persona podrá solicitar a las policías certificado de dicho registro, el cual contendrá todos los antecedentes que constaren respecto al solicitante.


Un reglamento del ministerio del cual dependan las policías regulará la administración y funcionamiento de este banco de datos.


Artículo 4°.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 48 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:


“Para efecto de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 132 del Código Procesal Penal, serán aplicables a los abogados asistentes del fiscal, en lo pertinente, las normas sobre responsabilidad disciplinaria de los fiscales.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 19 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Pedro Muñoz Aburto y Sergio Romero Pizarro.


Sala de la Comisión, 10 de enero de 2007.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE CHILE Y TURQUÍA SOBRE ENTRENAMIENTO MILITAR, INDUSTRIA DE DEFENSA, TECNOLOGÍA Y CIENCIA

(3919-10)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A la sesión en que vuestra Comisión trató el proyecto de acuerdo asistieron, además de sus miembros, la señora Ministra de Defensa Nacional, doña Vivianne Blanlot, y el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García.

El proyecto de acuerdo fue estudiado previamente por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda. La primera de ellas lo aprobó en general y en particular, por mayoría de votos, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados. Por su parte, la Comisión de Hacienda le dio su aprobación en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, en idénticos términos a los propuestos por la Comisión de Relación Exteriores.

Posteriormente, la Sala del Senado, con fecha 16 de agosto de 2006, durante la discusión del proyecto en estudio, acordó enviarlo a la Comisión de Defensa Nacional, para que ésta analizara las materias propias de su competencia, y a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el objeto de que informe acerca del quórum requerido para su aprobación.
Cabe señalar que la Comisión de Relaciones Exteriores propone en su informe que el proyecto sea discutido en general y en particular a la vez en la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, toda vez que consta de un artículo único.


Finalmente, vuestra Comisión deja constancia que, de acuerdo a resolución adoptada por la Sala, y según lo señalado anteriormente, sólo se pronunciará sobre las materias propias de defensa que inciden en el Acuerdo, sin entrar a analizar el quórum requerido para su aprobación, cuestión especialmente encomendada a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Corporación.


Sin embargo, el Honorable Senador señor Coloma reiteró su opinión, expresada durante la discusión del proyecto de acuerdo en la Comisión de Relaciones Exteriores y en la Sala, en cuanto a que debe ser aprobado con quórum calificado, en atención a que el artículo VII del Acuerdo regula materias relativas a cláusulas de confidencialidad, lo cual debe ser analizado a la luz de lo que dispone el artículo 8° de la Carta Fundamental, que determina la publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado salvo que, una ley de quórum calificado, establezca la reserva o secreto basada, entre otras materias, en la seguridad de la nación o el interés nacional, como ocurre en la especie, a juicio de Su Señoría.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





Considerando el análisis de los antecedentes generales contenidos en el informe emitido por la Comisión de Relaciones Exteriores sobre el proyecto de acuerdo en estudio, el presente informe hace expresa remisión a las referencias allí contempladas en lo que a esta materia respecta.
No obstante lo anterior, es necesario destacar que este Tratado consta de un Preámbulo y de dieciocho artículos, en los cuales se regulan, principalmente, las áreas de la cooperación militar convenida;  las autoridades competentes para implementar el Acuerdo; los principios de la cooperación; el tratamiento de la información clasificada; la compatibilidad de este Acuerdo con los compromisos contraídos por las Partes en virtud de otros acuerdos internacionales; el estatuto del Personal que intervenga en la aplicación del Acuerdo, comprendidos los procedimientos disciplinarios, los asuntos financieros, los procedimientos aduaneros y de inmigración, y las disposiciones finales propias de todo acuerdo internacional.





El artículo I señala que el objetivo central de este Acuerdo, está orientado a sentar las bases para el establecimiento inicial de las relaciones entre ambos países en las áreas de entrenamiento militar, tecnología y ciencias, así como a determinar los medios para una cooperación entre las Partes.





El artículo II dispone el ámbito de aplicación del Acuerdo. Comprende el intercambio de personal, materiales, equipos, información y experiencia en las áreas a las que hace referencia el artículo IV y aquellas otras áreas que se determinen en los acuerdos de implementación, protocolos y otros de naturaleza técnica que se suscriban con tal propósito.





El artículo III define ciertos conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, a saber: “Estado que Envía”, “Estado que Recibe”, “Personal Huésped” y “Dependientes”.





El artículo IV fija las áreas de cooperación militar: entrenamiento y educación militar; cooperación militar entre las Fuerzas Armadas de las Partes; cooperación en investigación y tecnología; intercambio de observadores militares para los ejercicios; adelantos tecnológicos/científicos y nuevas tecnologías militares; sistemas de comunicaciones, electrónicos y computacionales; logística y administración; cooperación en la industria de la defensa; medicina militar y servicios de salud, y actividades sociales, culturales y deportivas.





El artículo V determina las autoridades competentes de cada país para implementar el Acuerdo, recayendo tales designaciones en el Estado Mayor de la República de Turquía y en el Ministerio de Defensa Nacional de Chile, respectivamente.





El artículo VI considera los principios sobre los cuales se cimentará la cooperación entre las Partes, orientados básicamente a la reciprocidad y a las visitas mutuas.





En el artículo VII, las Partes establecen ciertos requisitos de confidencialidad en el uso de la información obtenida en el marco de los intercambios que se deriven del Acuerdo. Estos son: cumplir los reglamentos sobre confidencialidad de la información obtenida en el desempeño de sus funciones y respetar las leyes vigentes en materia de seguridad; no revelar la información clasificada a los Gobiernos, las compañías o a las personas de otros países, a menos de mediar su consentimiento por escrito y prohibición de desclasificarla, salvo acuerdo de ellas; la información clasificada podrá ser transferida sólo por vías intergubernamentales o mediante canales aprobados por las Autoridades de Seguridad Designadas de las Partes; sus responsabilidades continuarán con respecto a la prevención de la divulgación de información clasificada y su protección después del término del Acuerdo; y respetar los derechos de patente y comerciales de la otra Parte, con respecto a las actividades en las áreas de cooperación.





El artículo VIII deja expresa constancia que las disposiciones del Acuerdo no afectarán los compromisos de las Partes originados en otros acuerdos internacionales, y que no se usarán contra los intereses, seguridad e integridad territorial de las Partes y de otros Estados.





El artículo IX trata de la inmunidad de jurisdicción penal, del cumplimiento de las leyes del Estado Receptor, de las indemnizaciones que se deben las Partes y de la aplicación de la ley nacional en caso de daños y pérdidas.





El artículo X se refiere a los procedimientos disciplinarios a los  cuales debe someterse el personal militar.





El artículo XI contiene disposiciones varias referidas al Personal Huésped, al Estado que Recibe, al Estado que envía y al Personal Anfitrión. 





El artículo XII regula asuntos financieros del Personal Huésped.





El artículo XIII determina las leyes a las cuales se encuentran sometidos tanto el Personal Huésped como sus Dependientes en materia aduanera y de inmigración.





El artículo XIV contempla el procedimiento para modificar o revisar el Acuerdo.





El artículo XV establece el mecanismo de solución de las controversias que pudieren surgir entre las Partes, en cuanto a la interpretación o implementación del Acuerdo.





El artículo XVI señala la duración del Acuerdo -cinco años-, prorrogables automáticamente por períodos sucesivos de un año, salvo que cualquiera de las Partes envíe un aviso de terminación con 90 días de anticipación a la fecha de expiración. Se agrega, además, que la terminación del Acuerdo no afectará los proyectos, programas o acuerdos en curso.





El artículo XVII regula la ratificación y entrada en vigor del Acuerdo.





Finalmente, el artículo XVIII se refiere al texto y a la firma del Acuerdo.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
La Comisión escuchó la exposición de la señora Ministra de Defensa Nacional acerca del proyecto de acuerdo en estudio.





La señora Ministra explicó que este Acuerdo de cooperación fue suscrito entre los Gobiernos de Chile y de Turquía en el año 2004. 




Añadió que su tramitación legislativa se inició en el año 2005, y que hasta el momento el Convenio no ha tenido ningún reparo en cuanto a su contenido, razón por la cual la Secretaria de Estado a su cargo presumía una pronta aprobación. 





Destacó que los Gobiernos de Chile y de Turquía han celebrado distintos memorándums de entendimiento, pero que éste, en particular, enfatiza de modo prioritario la cooperación de la industria de la defensa y el intercambio de experiencias militares, ámbitos de gran interés para nuestro país. Hizo presente que la demora en la aprobación de este Convenio ha significado la paralización del intercambio de pilotos de aviones F16 y del envío de personal militar chileno especialista en el mantenimiento de los mismos, a dicho país. 





Explicó que Turquía tiene una industria de defensa muy desarrollada y, específicamente, un número importante de aviones F16, por lo que sería muy provechoso para Chile ratificar este Convenio, ya que permitiría potenciar la  industria militar nacional. 





Enfatizó que, considerando las ventajas comparativas de la industria de la defensa turca, Chile ha estimado interesante realizar trabajos complementarios con ese país en materia de defensa, lo cual, reiteró, iría en directo beneficio del desarrollo de la industria nacional en este ámbito.




Por ello, insistió en señalar que para el Ministerio de Defensa Nacional la aprobación de este Convenio es un asunto prioritario, toda vez que aún se encuentran pendientes para ser firmados con el Gobierno turco dos acuerdos específicos: uno sobre ciencia y tecnología, y otro sobre cooperación industrial, ambos a la espera de la aprobación del proyecto de acuerdo en estudio.





El Honorable Senador señor Prokurica consultó acerca de la importancia de la aprobación de este proyecto de acuerdo y sobre los aspectos específicos incluidos en las áreas de ciencia, de tecnología y de defensa. 





La señora Ministra explicó que la importancia del presente acuerdo de cooperación radica, básicamente, en la industria de la aviación militar, específicamente, en lo referente a los aviones modelos F 15 y F 16, ya que Turquía posee licencia americana y la tecnología necesaria para el entrenamiento y mantención de este tipo de naves.





Añadió que mediante la aprobación del Convenio se busca incorporar a la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile (ENAER), en la fabricación de partes y piezas para el mencionado tipo de aviones, y desarrollar a futuro el área de mantenimiento de los mismos. Agregó que Fábricas y Maestranzas del Ejército (FAMAE) y ENAER, realizan un trabajo complementario en la elaboración de repuestos para la industria de la defensa, por lo que se requiere contar en el país con la presencia de especialistas turcos que formen, entrenen y capaciten a profesionales chilenos en este tipo de técnicas.





Concluida la exposición de la señora Ministra, el señor Presidente de la Comisión anunció que sometería a votación el proyecto de acuerdo.
El Honorable Senador señor Coloma, anunció que votaría en contra de la iniciativa en estudio, por las razones expresadas en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, en la Sala y en esta Comisión, en cuanto al quórum requerido para la aprobación del proyecto de acuerdo, y por una cuestión formal, ya que el Tribunal Constitucional ha declarado que para presentar un requerimiento por inconstitucionalidad, es necesario haber votado en contra de la norma impugnada durante su tramitación legislativa. Agregó que su voto en la Sala estaba supeditado a lo que ésta resolviese en definitiva, respecto del quórum de aprobación del proyecto en estudio.

El Honorable Senador señor Gazmuri anunció que concurriría con su voto favorable a la aprobación del proyecto de acuerdo, toda que vez no tenía objeciones, desde el punto de vista de la política internacional, en la suscripción de acuerdos de cooperación, como el de la especie, entre Chile y Turquía.

Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado, en general y en particular, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Arancibia, Gazmuri y Prokurica, y uno en contra, del Honorable Senador señor Coloma.




- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Hacienda.

El texto del proyecto de acuerdo aprobado es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara, el 19 de abril de 2004.”.

- - -

Acordado en sesión realizada el día 29 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Juan Antonio Coloma Correa y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 30 de agosto de 2006.

(Fdo.):MILENA KARELOVIC RÍOS,
Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE CHILE Y TURQUÍA SOBRE ENTRENAMIENTO MILITAR, INDUSTRIA DE DEFENSA, TECNOLOGÍA Y CIENCIA

(3919-10)

HONORABLE SENADO:


Durante la tramitación en el Senado del proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía se ha hecho reserva de constitucionalidad, sustentada en un aspecto formal de la tramitación, cual es, que correspondería votarlo como ley de quórum calificado, esto es, que para ser aprobado requeriría el voto conforme de la mayoría de los diputados y senadores en ejercicio, al tenor de lo que dispone el artículo 66 de la Constitución Política de la República.


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional de este asunto, no le reconoció tal carácter y lo aprobó como ley común. Sin embargo, el proyecto de acuerdo fue aprobado en la Sesión 70ª, celebrada el miércoles 18 de enero de 2006,  por 63 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención, de manera que, en los hechos, se alcanzó el quórum del inciso tercero del artículo 66 de la Constitución.


A las sesiones en que se analizó esta consulta asistieron el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso Repetto, quien entregó una minuta que se agrega como anexo al final de este informe, y el Jefe del Área Jurídica del Ministerio de Defensa Nacional, abogado señor Helmuth Griott Bohn.
- - - - - -

NORMAS JURÍDICAS QUE SE VINCULAN CON EL ASUNTO EN CONSULTA

1. De la Constitución Política de la República:
- El artículo 32, sobre atribuciones especiales del Presidente de la República. Su número 15º señala las de conducir las relaciones políticas con las potencias extranjeras y organismos internacionales, y de llevar a cabo las negociaciones, concluir, firmar y ratificar los tratados que estime convenientes para los intereses del país.

- El artículo 54, sobre atribuciones del Congreso. La primera de ellas es la de aprobar o desechar los tratados internacionales que le presente el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requiere, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad con el artículo 66 de la Carta Fundamental, y se somete, en lo pertinente, a los trámites de una ley. 

- El inciso segundo del artículo 8°, que dispone que son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Agrega esta norma que sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

- El inciso tercero  del artículo 66, conforme al cual las normas legales de quórum calificado se establecerán, modificarán o derogarán por la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio.

2. El artículo 436 del Código de Justicia Militar, que da carácter secreto a los documentos cuyo contenido se relaciona directamente con la seguridad del Estado, la Defensa Nacional, el orden público interior o la seguridad de las personas.

3. El artículo 13 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del año 2000.

- - - - - -

LA CONTROVERSIA


Se transcribe a continuación el Artículo VII del Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía:

 “Artículo VII

Información Clasificada

1.- Las Partes cumplirán los reglamentos sobre confidencialidad de la información obtenida en el desempeño de sus funciones y respetarán las leyes vigentes sobre materias de seguridad.

2.- La información rotulada como clasificada por las Partes no podrá ser revelada a los Gobiernos, las compañías o las personas de otros países. La información clasificada sólo podrá ser revelada a terceros con el consentimiento por escrito de las Partes del presente. La información clasificada no podrá ser desclasificada, salvo con el acuerdo de las Partes.

3.- La información clasificada podrá ser transferida sólo por vías intergubernamentales o mediante canales aprobados por las Autoridades de Seguridad Designadas (ASD) de las Partes. Dicha información deberá llevar el rótulo de clasificación e indicar el estado de origen.

4.- Las responsabilidades de las Partes continuarán con respecto a la prevención de la divulgación de información clasificada y su protección después del término del presente Acuerdo.

5.- Las Partes deberán respetar los derechos de patente y derechos comerciales de la otra parte con respecto a las actividades en las áreas de cooperación.”.

- - - - - - -


Quienes sustentan la posición de que corresponde votar este Proyecto de Acuerdo como ley de quórum calificado señalan que el Artículo VII del Acuerdo de Cooperación obliga a las partes a cumplir su normativa interna sobre confidencialidad de la información que ellas obtengan en el desempeño  de sus funciones. Agrega esa norma que la información que las partes califiquen como clasificada sólo podrá entregarse o transferirse por las vías designadas al efecto en el Acuerdo y que no podrá ser revelada a terceros de otros países, sean ellos gobiernos, compañías o personas, salvo acuerdo expreso en contrario de las Partes contratantes. 


Se argumenta que estas disposiciones deben analizarse a la luz de lo que preceptúa el artículo 8° de nuestra Carta Fundamental que, concretando los principios de probidad y transparencia, abolió el secretismo en los actos de la autoridad y los funcionarios públicos.


Afirman los que postulan la exigencia de un quórum especial que, desde luego, la aprobación misma del Acuerdo de Cooperación es un acto del Estado chileno y que, además, el mencionado Artículo VII instituye el secreto respecto de los actos que efectúen las Partes en ejecución del referido Acuerdo. Concluyen de ello que, para satisfacer los requisitos establecidos en el artículo 8° de la Constitución, que se vincula con el número 1) del artículo 54 de la misma, el proyecto de acuerdo que aprueba un convenio internacional que incluye una norma que instaura el secreto, reserva o confidencialidad debe ser aprobado por la mayoría de los senadores en ejercicio, esto es, con quórum calificado.


Descartan la aplicación en la especie de la disposición Cuarta Transitoria de la Constitución, porque ella da por cumplido el requisito de quórum calificado con efecto retroactivo, no hacia el futuro. En efecto, dicen, esa norma se aplica a disposiciones de rango legal que establecieron el secreto o reserva antes de la entrada en vigencia del nuevo artículo 8° de la Ley Fundamental.


Los Honorables Senadores señores Larraín y Prokuriça adhirieron a la argumentación precedente y agregaron que ello no implica una posición adversa al Acuerdo de Cooperación con Turquía, sino que resulta consistente con el consenso que dio origen al artículo 8° de la Constitución Política de la República.


Recordaron que, antes de la dictación de la ley 
N° 19.653, el secreto o reserva de un acto, resolución, fundamento o procedimiento administrativos quedaban entregados a la discreción de la autoridad o funcionario que los adoptaba. Ese cuerpo legal, que desarrolló el principio de probidad administrativa, uno de cuyos componentes es la transparencia en el ejercicio de la función pública, estatuyó la publicidad de los actos administrativos de los órganos del Estado y de los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial. Las disposiciones pertinentes quedaron plasmadas en el nuevo texto del artículo 13 de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado
.


El paso siguiente fue la consagración constitucional de los principios de probidad y publicidad a los que debe sujetarse el ejercicio de la función pública, que la ley N° 20.050 materializó en el ya citado artículo 8° de la Carta Fundamental.


En el caso del Proyecto de Acuerdo en consulta se trata de un tratado internacional que consagra la confidencialidad de cierta información que el Estado de Chile puede entregar a su contraparte. No cabe duda que tanto la suscripción del Acuerdo cuanto la entrega misma de esa información son actos de órganos del Estado y, por consiguiente, les es plenamente aplicable lo preceptuado en el invocado artículo 8° de la Constitución.


Es indubitable que lo relacionado con la seguridad nacional ha sido y será materia amparada por el secreto o reserva, dada su misma naturaleza. De allí, entonces, que la norma constitucional la consigne como una de las circunstancias que justifican el secreto o reserva.


Los mencionados señores Senadores llamaron a no erosionar la eficacia del artículo 8° en comento y a poner especial empeño en su cumplimiento. El Acuerdo internacional en cuestión versa sobre una materia de relevancia estratégica para el sector de la defensa nacional, y su Artículo VII, que regula la confidencialidad de ciertas informaciones y da pie para la adopción de actos de órganos del Estado chileno vinculados a esa información, cae de lleno en el ámbito de aplicación del secreto o reserva regulados por el referido artículo 8°, según el cual, y también según la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, debe ser aprobado como norma de quórum calificado.

- - - - - - -


Quienes sostienen la visión contraria, esto es, que el proyecto de acuerdo debe aprobarse con quórum de ley común, o sea, por la mayoría de los miembros presentes de cada cámara, aseveran que el Artículo VII del Acuerdo de Cooperación no establece una regla nueva sobre secreto o reserva que deba aprobarse con quórum calificado, sino que especifica que las normas nacionales de cada Parte contratante que rigen la materia recibirán plena aplicación en el ámbito del Acuerdo.


Agregan que, tratándose de los asuntos sobre los que versa el Acuerdo de Cooperación, el secreto ya está establecido en las leyes chilenas.


Citan al efecto el artículo 436 del Código de Justicia Militar, que dispone lo siguiente:


“Artículo 436.- Se entiende por documentos secretos aquellos cuyo contenido se relaciona directamente con la seguridad del Estado, la Defensa Nacional, el orden público interior o la seguridad de las personas y entre otros:


1.- Los relativos a las Plantas o dotaciones y a la seguridad de las instituciones de las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile y de su personal;


2.- Los atinentes a planos o instalaciones de recintos militares o policiales y los planes de operación o de servicio de dichas instituciones con sus respectivos antecedentes de cualquier naturaleza, relativos a esta materia;


3.- Los concernientes a armas de fuego, partes y piezas de las mismas, municiones, explosivos, sustancias químicas y demás efectos a que se refiere la ley N° 17.798 usados por las Fuerzas Armadas o Carabineros de Chile, y


4.- Los que se refieran a equipos y pertrechos militares o policiales.”.


También invocan el artículo 13 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del año 2000. Este precepto consagra a ese nivel normativo el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública, regula lo relativo a la publicidad de los actos administrativos y de los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial, así como el acceso a la información secreta o reservada.


Siguiendo esta línea de razonamiento, argumentan los defensores de esta tesis, conviene examinar la frase inicial del Artículo VII del Acuerdo, que se refiere a “La información rotulada como clasificada por las Partes”. El entendimiento que debe dársele es que la reserva o secreto es el que ha sido o sea declarado como tal por una ley, ya que el artículo 8° de la Constitución coloca esta cuestión en el ámbito exclusivo de la potestad legislativa, al enunciar que “sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto”. Forzoso es concluir, entonces, que ningún otro acto de autoridad ni norma de jerarquía inferior a la de una ley aprobada con ése quórum pueden declarar la reserva o el secreto.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Muñoz, don Pedro, hicieron presente que el Artículo VII en cuestión no otorga el amparo de la confidencialidad a actos o resoluciones, sino únicamente a información obtenida por las Partes en el desempeño de sus funciones. 


Esa información no es un acto o resolución ni tampoco un procedimiento. La confidencialidad de que se trata no está referida a un dato o antecedente específico y determinado, sino que se menciona con carácter genérico y en vinculación con la normativa interna de las Partes, para indicar que ellas deberán  darle cumplimiento. Por lo tanto, el Artículo VII consultado no establece una reserva o secreto.


Ahora bien, si esa información se constituye en el fundamento de un acto o resolución de una autoridad o funcionario chilenos cobra plena aplicación lo preceptuado por el artículo 8° de la Constitución Política de la República y reiterado por el artículo 13 de la ley N° 18.575, en el sentido de que debe ser pública.


Para que no lo sea, el secreto o reserva debe estar consagrado por una ley anterior al 26 de agosto de 2005, fecha de publicación en el Diario Oficial de la ley Nº 20.050, o bien debe establecerse mediante una ley aprobada por la mayoría de los diputados y senadores en ejercicio. El artículo 436 del Código de Justicia Militar es un buen ejemplo de la primera hipótesis, argumentaron sus Señorías.


Por último, es posible prever que habrá casos en que la información obtenida por las Partes en el Acuerdo de que se trata servirá de fundamento a actos o resoluciones futuros, que deben estar protegidos por el secreto o reserva porque su publicidad puede afectar el debido cumplimiento de las funciones de los órganos que los adopten, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, eventualidad en que esos actos o resoluciones, para  ser secretos, deberán estar incluidos en una ley de quórum calificado, o en una ley anterior al 26 de agosto de 2005, fecha de entrada en vigencia de las reformas constitucionales de la ley N° 20.050. 

- - - - - - -


Puesta en votación la consulta, la Comisión acordó informar, por mayoría de tres votos contra dos, que el citado Acuerdo debe ser votado como ley común.


- Apoyaron la posición mayoritaria los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz, don Pedro, y la minoritaria fue sostenida por los Honorables Senadores señores Larraín y Prokuriça.


Con posterioridad a dicho acuerdo, el Honorable Senador señor Gómez propuso reabrir el debate,  con la finalidad de estudiar la posibilidad de acercar posiciones y emitir un informe de amplio consenso. La comisión aprobó la reapertura del debate.


En la nueva sesión que se celebró para estudiar este asunto, el asesor jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, abogado señor Claudio Troncoso, reiteró el planteamiento de que el artículo VII del Acuerdo en cuestión no confiere el carácter de secreto o reservado a algún acto de órganos estatales chilenos. La confidencialidad a que él se refiere es una característica que, de conformidad con la reglamentación interna de las partes, puede revestir la información que se genere en su ejecución y que ellas intercambien. Esa información no deriva en actos administrativos formales, como resoluciones o decretos, sino que en el desarrollo de nuevas tecnologías, propias de la especialidad del Acuerdo de que se trata.


Desde otro punto de vista, hizo presente que el precedente que se siente al resolver esta cuestión tiene gran trascendencia en dos ámbitos diferentes.


El primero es la ingente multiplicación de instrumentos internacionales que deberán venir al Congreso Nacional para su aprobación, que hoy se ponen en vigor mediante actos administrativos, porque son acuerdos ejecutivos que se adoptan dentro del marco de un tratado que ya recibió la aprobación parlamentaria y no tratan materias propias de la potestad legislativa, sino que caen de lleno dentro de la potestad reglamentaria del Jefe del Estado.


El segundo es el retraso que dicho trámite causaría en la puesta en vigor de acuerdos de cooperación en los ámbitos militar, científico y tecnológico que, dadas las características de las relaciones internacionales modernas, exigen agilidad y rapidez.


Por último, el señor Director Jurídico apuntó que debía descartarse la idea de formular alguna declaración o reserva al ratificar el Acuerdo, porque esas figuras son propias de los tratados multilaterales y no proceden en los bilaterales, en que las declaraciones y reservas son parte de la negociación del instrumento y se reflejan en su articulado.


El Jefe del Área Jurídica del Ministerio de Defensa Nacional, abogado señor Helmuth Griott, señaló que el aspecto central que hay que tener en consideración para resolver la consulta en estudio es si en el Acuerdo con la República de Turquía hay normas que creen un nuevo secreto, que no esté ya cubierto por las normas que lo regulan en el campo militar. Descartó tal eventualidad, aduciendo que el artículo 436 del Código de Justicia Militar proporciona la más amplia cobertura en esta materia.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que, desde 1990, el Ministerio de Relaciones Exteriores ha procurado no traer al Congreso Nacional una enormidad de acuerdos ejecutivos, acuerdos complementarios y memorandos de entendimiento que actualizan los tratados que les sirven de marco, no incluyen nuevas materias, ni afectan la potestad legislativa. Concordó en que es delicado sentar un precedente, a raíz del Acuerdo en consulta, que entrabe el manejo de las relaciones internacionales del país que, por lo demás, es una facultad exclusiva del Presidente de la República.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que todos quienes se interesan en el tema en consulta quieren evitar que se entorpezca la acción del Ministerio de Relaciones Exteriores y que es incontestable que la dinámica de las relaciones internacionales modernas genera muchos documentos internacionales que, a su vez, son fuente de obligaciones. Es también de meridiana claridad que a la aprobación parlamentaria sólo deben venir aquellos que contengan materias propias de la reserva legal.


Recordó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos acogió una demanda contra Chile
, a raíz de la negativa a entregar  una información que el Comité de Inversiones Extranjeras estimó que tenía carácter de secreta o reservada en virtud del decreto N° 26, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, reglamentario de los artículos 11 bis y 11 ter de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado
. Ese caso dio pié para proponer la reforma constitucional que, en definitiva, se concretó en el artículo 8° de la Carta Fundamental. Recordó que fue la Cámara de Diputados la que elevó a norma de quórum calificado la exigencia para establecer un secreto o reserva, pues el Senado sólo había estado por hacerlo mediante ley común.


En suma, no hay una contradicción de fondo sobre la aplicabilidad del artículo 8° de la Constitución Política de la República, sino dos visiones confrontadas en lo formal: unos creen que el Artículo VII del Acuerdo con la República con Turquía queda comprendido en el secreto establecido por el artículo 436 del Código de Justicia Militar y otros no quieren establecer un procedente que debilitaría el citado artículo 8°, cuya supremacía debe conservarse y reforzarse.


- Puesta nuevamente en votación la consulta, la Comisión decidió absolverla, por tres votos contra dos, en el sentido que se consigna a continuación. Formaron la mayoría los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. El voto de minoría fue emitido por los Honorables Senadores señores Kuschel y Larraín.

CONCLUSIÓN


Ambas tesis están contestes en que la discrepancia es de orden formal y en que las materias contenidas en el Acuerdo de Cooperación Militar en comento son de aquellas que dicen relación con la seguridad de la Nación o el interés nacional.


La diferencia entre las posiciones surgidas en torno al quórum de aprobación del Acuerdo de Cooperación Militar entre Chile y Turquía se circunscribe a determinar si las disposiciones de su Artículo VII establecen una nueva reserva o secreto de algún acto o resolución de órganos del Estado de Chile o de sus fundamentos y procedimientos, o bien no agregan nada a lo ya establecido en el artículo 436 del Código de Justicia Militar.


En conclusión, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por mayoría de tres votos contra dos, considera que el Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía debe ser aprobado con quórum de ley común, esto es, por la mayoría de los senadores presentes, porque no establece el secreto o reserva de algún acto o resolución ni de los fundamentos de los mismos ni de los procedimientos para su adopción. 

- - - - - - -


- Acordado en sesiones celebradas el 30 de agosto de 2006 y el 10 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente) (Juan Pablo Letelier Morel), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Carlos Ignacio Kuschel (Baldo Prokuriça Prokuriça) Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.

- - - - - - -


Valparaíso, 15 de enero de 2007.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario

9

INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DL. Nº 3.472, DE 1980, QUE CREÓ EL FONDO DE GARANTÍA PARA PEQUEÑOS EMPRESARIOS (FOGAPE)

(4363-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informaros acerca del proyecto de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República. 





La iniciativa en estudio ingresó a trámite legislativo el 1 de agosto de 2006, siendo aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, en general y en particular a la vez, con fecha 4 de octubre de 2006, por la unanimidad de sus miembros presentes. 

Inició su tramitación en el Senado el 10 de octubre de 2006.

---------


Considerando que el proyecto en informe es de artículo único, y visto lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión lo discutió en general y en particular a la vez, y acordó proponer al Senado adoptar igual procedimiento.  


Asimismo, es dable señalar que, en su oportunidad, el Senado acordó que el proyecto debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, en su caso.

----------


A la sesión en que la Comisión estudió este asunto asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:


-Del Ministerio de Hacienda: el Coordinador General de los Asesores del Ministerio, señor Marcelo Tokman, el asesor del Ministro, señor Rodrigo Morales y la asesora jurídica, doña Natalia González; 

-Del Ministerio de Economía: el Ministro, señor Alejandro Ferreiro y el asesor jurídico, señor Carlos Rubio, y 

-Del Bancoestado: el Jefe FOGAPE, señor Alessandro Bozzo y el Administrador FOGAPE, señor Cristian Aylwin Jolfré.

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en informe tiene como objetivo fundamental ampliar la capacidad operativa y perfeccionar el funcionamiento del Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.

La iniciativa consta de un artículo único, mediante el cual se cumple el propósito antes reseñado.
----------

ANTECEDENTES 

I. ANTECEDENTES LEGALES.


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:


- Decreto ley N° 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE).

- Reglamento de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, referido al FOGAPE, del 11 de noviembre de 2005.
II. ANTECEDENTES DE HECHO: 


El Mensaje con el que Su Excelencia la Presidenta de la República presentó a tramitación el proyecto en informe.


I. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.


El Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios es un fondo estatal, administrado por el Banco del Estado de Chile y destinado a garantizar un porcentaje de los créditos otorgados por instituciones financieras públicas y privadas, a pequeños empresarios elegibles.


El grupo objetivo de este Fondo es el segmento de pequeñas empresas que no cuentan con las garantías suficientes para sus solicitudes de financiamiento de capital de trabajo o proyectos de inversión en el sistema financiero nacional.


La importancia de las pequeñas empresas  en la economía, en términos de empleo y producción, ha ido creciendo en el tiempo y ha convertido a este sector en una realidad relevante tanto desde el punto de vista económico como social.


El Fondo ha sido utilizado crecientemente en el tiempo, beneficiando a un gran numero de pequeños empresarios. El desarrollo alcanzado, sin embargo, lo ha conducido a un nivel de utilización, por concepto de garantías comprometidas y derechos licitados, cercano al máximo que permite la ley.


En efecto, al 31 de diciembre de 2005, el Fondo tenía cauciones equivalentes a 8,84 veces su patrimonio, existiendo autorización legal para alcanzar un nivel máximo de 10 veces su patrimonio. Estas cifras corresponden a un patrimonio de MM$ 33.635 y un stock de MM$ 297.333 en garantías y derechos vigentes.


La situación descrita ha obligado al Administrador, a reducir los montos disponibles por licitación y también los plazos de vigencia de las mismas, para hacer frente a la exigencia legal respecto al nivel máximo de utilización, con el consiguiente impacto en el acceso a financiamiento de las pequeñas empresas. 


Dada la importancia económica y social de las pequeñas empresas y sus necesidades de financiamiento, la carencia latente de recursos del Fondo y su positiva evaluación en cuanto a los objetivos alcanzados, se propone realizar mejoras para ampliar la capacidad operativa y perfeccionar su funcionamiento.


II. CONTENIDO DEL PROYECTO.


1. Patrimonio y límite a las obligaciones.


Con el objeto de ampliar la actual capacidad operativa del Fondo, considerando la escasez de recursos latente que lo afecta, se propone otorgar al Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, un nuevo aporte fiscal, aumentando su patrimonio en 10 millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, con el objeto de destinarlos a garantizar financiamientos autorizados.


Esta inyección de recursos frescos deberá mantenerse e invertirse en moneda extranjera, sin perjuicio de que los créditos garantizados no estén en esta moneda.


Además, se propone modificar el artículo 5° del D.L. 3.472, que establece el nivel de utilización máximo del Fondo en 10 veces su patrimonio. En particular, se quiere sustituir dicho tope máximo por un sistema flexible de determinación de compromisos, que incorpore convergencias internacionales y actualizadas respecto al capital y su exposición, en la forma que lo establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. 


2. Condiciones de elegibilidad equitativas.


Actualmente, el D.L. 3.472 califica como pequeño empresario agrícola elegible a toda persona natural o jurídica que  presente un nivel de ventas netas anuales en el rubro agrícola, no superior a UF 14.000. Para calificar como pequeño empresario no agrícola elegible, la normativa legal exige un nivel de ventas netas anuales no superior a UF 25.000.


El nivel de ventas señalado por la normativa vigente para el pequeño empresario agrícola, fue determinado en su momento considerando el límite de 8.000 UTM de ventas anuales (equivalentes a UF 14.000), establecido por la legislación para tributar mediante renta presunta, cifra que se estimó constituía a los productores agrícolas en pequeños empresarios. 


La diferenciación según nivel de ventas entre pequeños empresarios agrícolas y no agrícolas que establece la normativa actual  del Fondo, no tiene sustento en la realidad que se observa a partir de las condiciones actuales de la pequeña empresa agrícola en el país. 


La diferenciación existente en la práctica margina de la garantía del Fondo a empresarios agrícolas que, no obstante ser pequeños, no pueden acceder a la garantía por superar el nivel de ventas máximo indicado por el decreto ley.


El proyecto propone homologar los requisitos exigidos al pequeño empresario agrícola y no agrícola para ser elegibles y acceder a la garantía del Fondo, estableciendo un mismo nivel máximo de ventas netas anuales para ambos de UF 25.000.


Propone, asimismo, modificar el artículo 4° del D.L. 3.472, que define el monto máximo de los créditos a exportadores. En particular, se propone aumentar el monto máximo de crédito a exportadores hasta UF 5.000, equiparándolo al de los pequeños empresarios.


La normativa actual, señala que el monto máximo de los créditos a exportadores es la cantidad en moneda nacional o en dólares equivalente a UF 4.810, cifra que proviene de la equivalencia de la normativa del Fondo de Garantía para Exportadores no tradicionales (FO-GAEX), el cual se fusionó en el año 2000 con el FOGAPE.


3. Operaciones garantizadas por el Fondo.


Con el objeto de ampliar la base de operaciones financieras garantizables por el Fondo y modernizar la normativa a los requerimientos que exige el desarrollo económico del país y la constante evolución de los productos financieros disponibles en el mercado, se pro-pone la incorporación de operaciones de leasing financiero y otras modalidades de financiamiento a la garantía del Fondo. 


La normativa vigente sólo permite al Fondo caucionar créditos. La modificación permitirá garantizar nuevos mecanismos de financiamiento autorizados por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, flexibilizando la base operativa del Fondo al extender la garantía a otras formas de financiamiento en vigencia o que se desarrollen en el futuro, sin necesidad de realizar una nueva modificación de la normativa legal.


La modificación propuesta facilitará a los pequeños empresarios desarrollar proyectos de inversión, mediante adquisición y utilización de bienes de capital, bienes raíces y bienes de consumo durables, todos con fines productivos, estableciendo un criterio general para definir las operaciones garantizables, a la vez que entrega las disposiciones reglamentarias a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Como una forma de fomentar la inserción de pequeños empresarios en el comercio exterior, se propone otorgar la garantía del Fondo para acceder a financiamientos en moneda extranjera. La modificación permite que los financiamientos garantizados puedan expresarse en cualquier moneda extranjera y no sólo dólares, fomentando el intercambio comercial con distintas naciones lo que permitirá aprovechar los beneficios de los tratados de libre comercio suscritos.


Actualmente, los créditos a los pequeños empresarios garantizados por el Fondo sólo se otorgan en moneda corriente. Los créditos en dólares son garantizados, dada la normativa actual, sólo si se es un exportador elegible y requiere capital de trabajo. No se garantizan créditos en moneda extranjera a pequeños empresarios sin historial exportador, ni créditos para operaciones de importación de bienes de capital realizadas.


La iniciativa de posibilitar el otorgamiento de créditos en moneda extranjera no debe implicar un mayor riesgo para el Fondo derivado de eventuales diferencias de tipo de cambio, pues al respecto tendrán que dictarse normas reglamentarias que permitan acotar el riesgo de tipo de cambio, en relación con la garantía del Fondo, en caso de hacerse ésta efectiva.


4. Mecanismos de Reafianzamiento y Seguro.


Enseguida, el proyecto propone introducir un nuevo artículo al D.L. 3.472, que faculte al Fondo para contratar mecanismos de reafianzamiento y de seguro de sus compromisos, con instituciones tanto públicas como privadas, nacionales o extranjeras, facultando además al Fondo para convenir y pagar las comisiones y primas que pudieran devengarse a favor de terceros, por la utilización de dichos mecanismos, todo ello de acuerdo a las condiciones que establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y previa autorización del Ministerio de Hacienda.


Los mecanismos de reafianzamiento y seguro son sistemas útiles para compartir riesgos, traspasando a terceros un porcentaje del riesgo de las obligaciones contraídas por el Fondo por las garantías comprometidas, reduciendo y liberando provisiones. Estos permiten, por una parte, disminuir el riesgo de la cartera de garantías y, por otra, mitigar incidencia de las garantías comprometidas en la determinación del nivel de utilización máximo del Fondo en relación a su patrimonio, elementos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrá tener presente al determinarlo.

----------

DISCUSION EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al iniciar la discusión del proyecto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, ofreció el uso de la palabra al Coordinador General de los Asesores del Ministerio de Hacienda, señor Marcelo Tokman, quien señaló que el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) es un fondo estatal, administrado por Banco del Estado de Chile y destinado a garantizar un cierto porcentaje de los créditos otorgados por instituciones financieras públicas y privadas, a pequeños empresarios elegibles, que no cuentan con las garantías suficientes para sus solicitudes de financiamiento de capital de trabajo y proyectos de inversión en el sistema financiero nacional.


Indicó que el éxito del FOGAPE lo ha conducido a un nivel de utilización, garantías comprometidas y derechos licitados, equivalente a 9,3 veces el patrimonio a fines del año pasado, existiendo autorización legal para alcanzar un nivel de utilización máximo de 10 veces.


Esta situación ha llevado a la Administración del Fondo a reducir los fondos disponibles en cada licitación, a partir de diciembre 2004, y reducir los plazos de vigencia de las mismas, desde mediados 2005. 


A continuación, se refirió a los resultados de un estudio realizado a solicitud del Banco del Estado, por los señores Cristián Larraín y Jorge Quiroz, y entregó una copia del mismo, que se encuentra en la Secretaría de la Comisión.


Al respecto señaló que el objetivo central del mismo fue evaluar el desempeño de FOGAPE, desde el punto de vista de la “adicionalidad”.


De las estimaciones realizadas se concluye que FOGAPE tiene un impacto positivo y significativo tanto en el volumen como en la probabilidad de acceso al crédito en el sistema financiero formal. El volumen de crédito se vería favorecido en $ 10 millones, lo que representa un incremento porcentual en el volumen de crédito del orden de 40 puntos. Además, los clientes con FOGAPE tendrían un 14% más de probabilidad de ser clientes del sistema financiero formal. 


Con respecto a la adicionalidad económica del programa, el estudió constató los efectos positivos y significativos que se encontraron para las ventas y las utilidades, las que se verían favorecidas en un 6% y 4%, respectivamente.


Todo lo anterior se traduce en que el programa genera beneficios sociales que superarían los UF 4,5 millones.


En relación al proyecto de ley, indicó que dada la escasez latente de recursos que afecta al Fondo, y con la finalidad de ampliar su actual capacidad operativa y perfeccionar su funcionamiento, se propone lo siguiente:


- Otorgar un nuevo aporte fiscal  de US$ 10 millones, con el objeto de destinarlos a garantizar los financiamientos autorizados.  Esta inyección de recursos frescos deberá mantenerse en dólares, sin perjuicio de que los créditos garantizados no estén en esta moneda.


- Modificar la referencia legal al nivel máximo de utilización del Fondo, establecido actualmente en 10 veces su patrimonio, reemplazándolo por un sistema de determinación del nivel de utilización o de compromisos, en la forma que establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones  Financieras.


- Incorporar operaciones de leasing financiero y otras modalidades de financiamiento que determine la SBIF, facilitando de esta forma desarrollo de proyectos de inversión, mediante adquisición y/o utilización de bienes de capital, bienes raíces con fines productivos y bienes de consumo durables.


- Facultar al Fondo para contratar mecanismos de reafianzamiento y de seguro  de sus compromisos con instituciones seleccionadas y para convenir y pagar las comisiones y primas por su utilización, de acuerdo a las condiciones que establezca la SBIF y previa autorización del Ministerio de Hacienda.


Por otra parte, y con la finalidad de homogenizar las condiciones  de elegibilidad de los pequeños empresarios, haciéndolas más equitativas, el proyecto propone lo siguiente:


- Homologar los requisitos exigidos al pequeño empresario agrícola y no agrícola para ser elegibles estableciendo un mínimo nivel de ventas netas anuales para ambos de UF 25.000 (actualmente es de 14.000 UF).


- Aumentar el monto máximo  de crédito a exportaciones a 5.000 UF, equiparándolo al monto máximo de crédito para pequeños empresarios (actualmente es de UF 4.810).


- Otorgar la garantía del Fondo para financiamiento en moneda extranjera a pequeños empresarios que no presenten un historial exportador o quieran financiar la importación de bienes destinados a proyectos de inversión.


Luego, y ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, los señores Bozzo y Aylwin, Jefe y Administrador del FOGAPE, respectivamente, señalaron que el Fondo ofrece, en general, la tasa de mercado.  Asimismo, indicaron que la operación del mismo muestra una tasa de siniestralidad del 1,5%, que es similar a la que exhibe el sistema financiero en general.


Pueden acceder a la garantía los pequeños empresarios, organizaciones de pequeños empresarios y exportadores.


1) Pequeños Empresarios:

Personas naturales o jurídicas, de cualquier sector de la economía, productores de bienes y servicios. Se acepta como tales a los postulantes que tengan la calidad de pequeño empresario al momento de solicitar un crédito con la garantía del Fondo, y que no exceda del nivel de ventas máximo establecido en la ley. Además a los que requieran financiamiento para iniciar con estos recursos una actividad empresarial, para producir bienes y servicios. 


2) Organizaciones de Pequeños Empresarios. 

Entidades constituidas ya sea como personas jurídicas sin fines de lucro, como sociedades de personas o como organizaciones de usuarios previstas en Códigos de Agua (comunidades de agua, comunidades de obras de drenaje, asociaciones de canalistas u otras organizaciones de usuarios que sean sujetos de crédito), cumpliendo, además, con las siguientes condiciones: 1.- A lo menos dos terceras partes de las personas naturales que integren estas asociaciones deberán cumplir con los requisitos de nivel de ventas anuales máximas estipuladas. 2.- Requieran financiar proyectos de riego, drenaje, infraestructura productiva o equipamiento. 


3) Exportadores. 


Personas que tengan la calidad de tal, que hayan efectuado exportaciones en los dos años calendario anteriores por un valor promedio FOB igual o inferior a US$ 16.700.000 anuales.


A continuación, la Honorable Senadora señora Matthei indicó que en la Región que representa existen al menos dos grandes cooperativas pisqueras muy exitosas en su forma de operación y que conocen muy bien a sus clientes.  Planteó a los representantes del Ejecutivo sobre la factibilidad y conveniencia de que el FOGAPE también opere por medio de éstas cooperativas, lo cual podría resultar muy beneficioso tanto para la cooperativa como para sus socios. Hizo presente que ello podría operar de un modo similar al correspondiente de los agentes operadores de CORFO.


Al respecto, el señor Tokman indicó que la ley exige que FOGAPE opere a través de instituciones fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que no es el caso de las cooperativas que menciona la Honorable Senadora. 


En vista a las consideraciones anteriormente señaladas, la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Kuschel, Pizarro y Vásquez aprobó el proyecto en general.


La Comisión procedió inmediatamente a discutir el proyecto en particular, analizando cada una de sus normas.


En relación al numeral 5 del artículo único del proyecto, la Honorable Senadora señora Matthei solicitó dividir la votación de la letra b) iii), distinguiendo entre la primera parte de la disposición y la norma contenida a continuación del punto seguido. En tal sentido, señaló correspondería sustituir la señalada letra por otra, que se limite a la referencia a la moneda extranjera de la primera parte de la disposición, rechazando la parte final de ésta.


Al respecto manifestó no estar de acuerdo con que el Administrador, con acuerdo de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deba establecer las condiciones de ingreso para los pequeños empresarios o exportadores, que hayan sido beneficiados en licitaciones anteriores con financiamientos garantizados por el Fondo, y que dichas condiciones deban establecerse procurando un acceso creciente de nuevos pequeños empresarios o exportadores a la garantía del Fondo.  Ello, señaló, equivale a poner un tope respecto de quienes pueden beneficiarse con el sistema y podría significar, a la vez, que muchos sean expulsados del mismo.


En el mismo sentido se pronunció el Honorable Senador señor Pizarro, que indicó que, con un sistema como el propuesto por la norma, cada vez que se llegue a dicho tope necesariamente deberán salir otros, lo que considera injusto y una incongruencia del proyecto. Una solución de ese tipo podría significar dejar de beneficiar a quien lo necesita por acudir en ayuda de otro que se encuentra en una situación equivalente, puntualizó.


--Puesta en votación la parte final de la disposición señalada, la Comisión la rechazó por cuatro votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Kuschel, Pizarro y Vásquez, y, a favor, el Honorable Senador señor Flores.


En lo que dice relación con el resto de las disposiciones, la Comisión procedió a aprobarlas en su totalidad por la unanimidad de sus integrantes. 
- - -

MODIFICACIÓN
Artículo único

Numeral 5), letra b)


Sustituir la letra iii) por la siguiente:


“iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedido por una coma (,), lo siguiente: “o su equivalente en moneda extranjera”.
----------


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios:


1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1º, las palabras que van entre la expresión “los créditos” y la frase “y el Servicio de Cooperación Técnica”, por la siguiente oración: “, las operaciones de leasing y otros mecanismos de financiamiento autorizados al efecto por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en adelante financiamiento o financiamientos, que las instituciones financieras públicas y privadas”.


2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente manera:


a) En su inciso primero:


i) Incorpórase el párrafo segundo de la letra d), como inciso segundo del artículo.


ii) Agregáse la siguiente letra f), nueva: 


“f) Un aporte fiscal de 10.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Un decreto supremo del Ministerio de Hacienda establecerá la proporción o parte del aporte fiscal señalado en la letra f) precedente que deberá mantenerse en moneda extranjera y la forma, instrumentos y proporción de éste que deberá invertirse en el exterior.”.


3) Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:


a) Suprímense en su inciso primero las siguientes expresiones: “que tengan proyectos de inversión o necesidades de capital de operación financiera”, “en caso de pequeños productores no agrícolas, ni de 14.000 unidades de fomento, en caso de pequeños productores agrícolas,” y “que requieran capital de trabajo y”, y agrégase, antes del punto aparte (.), precedido por una coma (,), la expresión “que tengan necesidades de capital de trabajo o proyectos de inversión”.


b) Reemplázanse en su inciso tercero las palabras “préstamos” y “créditos” por “financiamientos”.


4) Modifícase el artículo 4º, de la siguiente forma:


a) En su inciso primero:


i) Reemplázase la expresión “préstamos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.


ii) Reemplázase la expresión “y no podrán exceder” por la siguiente: “, con excepción de aquellos destinados a pequeños empresarios que tengan por objeto el financiamiento de operaciones de exportación o importación, los cuales también podrán otorgarse en moneda extranjera. En todo caso, los financiamientos garantizados por el Fondo no podrán exceder”.


iii) Intercálase, a continuación de la expresión “3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.


iv) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”. 


b) En su inciso segundo:


i) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”, en las dos ocasiones en que aparece.


ii) Intercálase, a continuación de la expresión “hasta 3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.


iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.


c) En su inciso tercero:


i) Reemplázase la palabra “crédito” por “financiamiento”.


ii) Reemplázase la palabra “dólares” por las palabras “moneda extranjera”.


iii) Sustitúyese la expresión “cuatro mil ochocientos diez”, por “5.000”.


iv) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.


d) En su inciso cuarto:


i) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.


ii) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.


e) Reemplázase su actual inciso quinto, por el siguiente:


“La garantía del Fondo no podrá tener un plazo superior a 10 años, sin perjuicio del plazo del financiamiento por el cual se otorgue.”.


f) En su inciso sexto:


i) Reemplázase la oración “préstamos otorgados con la garantía del Fondo” por “financiamientos garantizados por el Fondo”.


ii) Reemplázase la expresión “en las” por la preposición “a”.


iii) Sustitúyese la expresión “mutuario” por “deudor”.


iv) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.


5) Modifícase el artículo 5º, de la siguiente forma:


a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“El Fondo podrá caucionar obligaciones hasta por un monto que, en su conjunto, no exceda la relación que con respecto a su patrimonio determine la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.


b) En su inciso cuarto:


i) Reemplázase la oración “qué sector o sectores económicos y bajo qué condiciones podrán hacer uso de los recursos que se comprometen” por la siguiente: “las condiciones generales en que las instituciones participantes y los pequeños empresarios y exportadores podrán acceder a la garantía y hacer uso de los derechos de garantía licitados”.


ii) Reemplázase la palabra “préstamos”, por la palabra “financiamientos”.


iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedido por una coma (,), lo siguiente: “o su equivalente en moneda extranjera”.

c) Reemplázase, en su inciso quinto, la palabra “créditos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.


6) Modifícase el inciso primero del artículo 7°, de la siguiente manera:


i) Reemplázase la palabra “créditos” por “financiamientos”.


ii) Reemplázase la expresión “los cuales” por “cuyos derechos”.


7) Modifícase el artículo 8º, de la forma que sigue:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la palabra “crédito” por "financiamiento”.


b) Reemplázase, en su inciso tercero, la referencia normativa que se hace con la oración “artículo 21 del decreto ley Nº 1.097, de 1975” por la siguiente: “artículo 22 de la ley General de Bancos”.


8) Reemplázase en el artículo 9º, la expresión “Ley de Timbres, Estampillas y Papel Sellado” por “Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas”.


9) Agrégase el siguiente artículo 11, nuevo:


“Artículo 11.- El Fondo podrá, sujeto a las condiciones que establezca para estos efectos la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y previa autorización del Ministerio de Hacienda, contratar con instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, mecanismos de reafianzamiento o de seguro respecto de las garantías vigentes o las que otorgue en el futuro. Asimismo, podrá convenir y pagar comisiones o primas por los reafianzamientos o seguros contratados, con cargo a sus recursos, las que no podrán exceder de una proporción que determinará la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sobre el monto de las comisiones y el producto de las inversiones que perciba a que se refieren las letras b) y c) del artículo 2°.”.”.

----------


Acordado en sesión de 19 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jorge Pizarro Soto (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Fernando Flores Labra, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Guillermo Vásquez Ubeda.

Sala de la Comisión, a 3 de enero de 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR LETELIER CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE LA OBLIGATORIEDAD DEL DESCANSO DOMINICAL, CON LAS EXCEPCIONES QUE INDICA

(4833-13)

Honorable Senado:

[image: image1.jpg]



Antecedentes

Nuestra actual legislación laboral no ha regulado en forma íntegra y clara, el descanso dominical. En efecto, actualmente nuestro Código del Trabajo establece un régimen especial respecto de una serie de trabajadores, entre ellos los trabajadores dependientes del comercio, situación que ha generado que el descanso dominical se transforme en la excepción, y no en la regla general, como se ha tratado de establecer desde las primeras normas de carácter laboral de nuestro ordenamiento jurídico.


Creemos que es importante volver a establecer la obligatoriedad del descanso semanal, salvo sólo los casos que establezca la ley y aquellas en que se presten servicios que cubran necesidades básicas para la comunidad. 


El descanso dominical se sustenta en su carácter obligatorio, en el hecho de que el domingo es un día de descanso para gran parte de la sociedad, que puede ser dedicado o utilizado en actividades de carácter familiar, esparcimiento y descanso. Siendo para muchos de nuestros trabajadores, el único día disponible de la semana para desarrollar este tipo de actividades. 


La familia que pueda compartir actividades y espacios comunes estará mejor protegida respecto de futuras situaciones que pudieran llevar a su disgregación. En este sentido, cabe tener presente que la protección de la familia es uno de los principales objetivos de nuestro ordenamiento jurídico procesal, así lo demuestran las normas de fuero maternal, descanso maternal, etc.


Sin embargo, no obstante lo señalado precedentemente, la forma de vida de actual, en donde ambos padres trabajan la mayor parte del día, y además, en muchas ocasiones también deben hacerlo en fin de semana, ha ido ocasionando que, la familia y sus principales valores, hayan perdido preponderancia en la sociedad. Consecuencia de lo señalado ha sido el aumento progresivo de nocivos fenómenos como son la violencia intrafamiliar, la delincuencia, la drogadicción y el alcoholismo.


De esta manera, en la actualidad, el empleador mira más a la finalidad económica de la actividad que a la salud y nivel de vida que tenga sus trabajadores al momento de establecer el descanso dominical. 

Ideas Matrices


El objeto del presente proyecto es establecer la obligatoriedad del descanso dominical, con excepción de las actividades señaladas por ley y aquellas que constituyen servicios básicos para la comunidad. 


De esta manera, pretendemos reestablecer la obligatoriedad del descanso dominical como un derecho irrenunciable de los trabajadores, el cual debe ser respetado en forma íntegra por el empleador. Así, estarán exceptuados de ejercer este derecho sólo los trabajadores que por ley deban prestar servicios los días domingos de acuerdo al artículo 38 inciso final del Código del Trabajo, los que presten servicios básicos a la comunidad y quienes por la naturaleza del servicio que prestan deban trabajar los días domingos siempre que su jornada laboral no supere los 3 días semanales.


Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de ley
Artículo Único. Sustitúyase el artículo 35 del Código del Trabajo por el siguiente:

Art. 35. Los días domingo serán de descanso y su cumplimiento será obligatorio respecto de todos los trabajadores, quienes gozarán de este derecho en forma irrenunciable, salvo los casos que a continuación se expresan:

a) los trabajadores que por ley deban prestar servicios los días domingos de acuerdo al artículo 38 inciso final del Código del Trabajo;

b) los trabajadores que presten servicios básicos a la comunidad; y

c) los trabajadores que por la naturaleza del servicio que prestan deban trabajar los días domingos, siempre que su jornada laboral no supere los 3 días semanales.

(Fdo.):Juan Pablo Letelier Morel,

Senador de la República
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NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXTIENDE DERECHO DE MADRES TRABAJADORAS A AMAMANTAR A SUS HIJOS AUN CUANDO NO EXISTA SALA CUNA

(1758-13)

HONORABLE SENADO:


En conformidad al acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación el día 7 de noviembre de 2006, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros un nuevo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señoras Isabel Allende, Fanny Pollarolo, Marina Prochelle y Martita Wörner y señores Rubén Gajardo, Alejandro Navarro, Aníbal Pérez, Exequiel Silva y Edmundo Villouta.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó unánimemente, en su oportunidad, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la naturaleza de este asunto, se discuta en la Sala en general y en particular a la vez.


A una o a las dos sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley concurrieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade, acompañado del Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic, y los asesores de esa Secretaría de Estado, señores Francisco Del Río, Pedro Julio y Cristián Pumarino. Asimismo, a la segunda sesión asistió la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz, acompañada por el Jefe del Departamento de Reformas Legales, señor Marco Rendón, el Jefe de Gabinete, señor Patricio Reinoso, la abogada, señora Carolina Espinosa, y el asesor, señor Freddy Antilef.

- - -


Cabe consignar que la Sala del Senado, en sesión del día 7 de noviembre de 2006, al resolver que el proyecto volviera a esta Comisión para un nuevo informe, lo hizo a petición del Ejecutivo, atendido que éste así lo solicitó para presentar indicaciones respecto al tema vinculado directamente a las salas cunas, teniendo en vista la modificación introducida por la Comisión al artículo 203 del Código del Trabajo, con motivo de su primer informe, y teniendo en cuenta que, en lo relativo a las enmiendas de la regulación del derecho de las madres trabajadoras para dar alimento a sus hijos, existía un amplio consenso.


No obstaste lo señalado, para una mejor comprensión de las materias que contempla esta iniciativa de ley, a continuación se consignan los objetivos y antecedentes contenidos en el primer informe de vuestra Comisión.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

APROBADO EN EL PRIMER INFORME


Conforme a la Moción que dio origen a esta iniciativa legal, el objetivo de la misma era extender el derecho de las madres trabajadoras para dar alimento a sus hijos menores de dos años, aun cuando no estén en una sala cuna. Con motivo de las modificaciones incorporadas al proyecto, junto a lo anterior, su objetivo fue considerar el ejercicio del derecho a sala cuna en las empresas y centros o complejos comerciales e industriales y de servicios, respecto al número de personas que ocupan y no en relación al número de trabajadoras ocupadas.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


I.- El Código del Trabajo.


El Título II, "De la Protección a la Maternidad", del Libro II, "De la Protección a los Trabajadores", artículos 194 a 208.


II.- La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 1979.


Esta Convención fue aprobada por Chile el año 1989, y publicada en el Diario Oficial de 9 de diciembre del mismo año.


Sus artículos 1 y 2 condenan la discriminación contra la mujer en cuanto se le menoscabe o anule el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera, comprometiendo a los Estados Partes, entre otras materias, al establecimiento de la protección jurídica de los derechos de la mujer, a tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra ella practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas y a adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyen discriminación contra la mujer.


El artículo 11 preceptúa a los Estados Partes la adopción de medidas destinadas a la eliminación de la discriminación femenina en la esfera del empleo, con el fin de asegurar, entre otros, el derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, inclusive la salvaguardia de la función reproductora. Por otra parte, dispone alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños.


Finalmente, el artículo 12, numeral 2, establece que los Estados Partes deberán garantizar a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.


III.- La jurisprudencia administrativa de la Dirección del Trabajo.


Este organismo ha emitido numerosos dictámenes sobre la materia del proyecto, tanto respecto a las disposiciones del texto vigente del Código del Trabajo, artículos 203 y 206 (que en la anterior numeración eran los artículos 188 y 191), como a las correspondientes a los artículos 102 y 105 del decreto ley Nº 2.200, de 1978, que contemplaban iguales textos, respectivamente.


Estos dictámenes son, entre otros, los siguientes: Nos 2.337, de 1979; 1.674, de 1986; 7.489, de 1992; 2.615 y 4.201, de 1994, y 4.412, de 1999.


Los señalados dictámenes, en sus conclusiones, han señalado uniformemente que "del tenor de los preceptos en comento se desprende claramente que la norma establecida en el artículo 206 del Código del Trabajo es complementaria de lo preceptuado en el artículo 203 del mismo cuerpo legal, determinando la forma de aplicar o hacer efectivo el derecho a "dar alimento" a los hijos que la última de las disposiciones nombradas confiere a las trabajadoras que concurren a la sala cuna, razón por la cual aquella debe entenderse exigible sólo en la medida que las empresas estén obligadas a mantener dicha sala cuna.".


"De las mismas normas se colige que, estando obligadas a conceder el permiso de que se trata solamente aquellas empresas que tienen la obligación de mantener sala cuna, únicamente puede exigir el referido tiempo la madre trabajadora que presta servicios para una de tales empresas que deben cumplir dicha obligación y en la medida que efectivamente lleve al hijo al establecimiento, pero no aquella que lo deja en su hogar o en otro sitio.".


IV.- La jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República.


El organismo contralor se ha pronunciado en numerosas oportunidades sobre la materia, en el ámbito de su competencia. Estos dictámenes son, entre otros, los siguientes: Nos 34.024, de 1993; 20.742, de 1994; 3.801, de 1995; 32.788, de 1996; 13.120, de 1997, y 3.161, de 2000.


La Contraloría invariablemente ha resuelto que "el legislador no ha supeditado en modo alguno el ejercicio del derecho de las madres para alimentar a sus hijos menores a la circunstancia de que el establecimiento donde se labore tenga sala cuna, toda vez que, la existencia de ésta se encuentra vinculada al número de trabajadoras que se desempeñen en el establecimiento, existiendo la obligación de que el empleador habilite tal dependencia si cuenta con veinte o más trabajadoras y eximiéndose de esa responsabilidad si el número de personal femenino es inferior a esa cifra.".


Agrega, el organismo contralor, que las normas examinadas -artículos 203 y 206- se encuentran insertas en el Título II del Libro II del Código del Trabajo, "De la protección a la Maternidad", y haciendo especial referencia a su artículo 194, inciso tercero, concluye: "que las normas referidas en caso alguno restringen los beneficios de la institución a un determinado grupo de trabajadoras sino que por el contrario se refieren a "todas las trabajadoras que dependan de cualquier empleador", por lo que, no efectuando los artículos pertinentes distinción alguna sobre el particular, no es lícito al interpretar su tenor realizarla.".


Por último, la Contraloría ha dictaminado también que "resulta procedente que la alimentación del menor se efectúe en el domicilio en aquellos casos en que el Servicio en que labora la madre no cuente con sala cuna, como asimismo en aquellas situaciones excepcionales en que, disponiendo el Servicio de dicha dependencia, concurren circunstancias de tal naturaleza que imposibilitan la asistencia del menor a la sala cuna, como lo es, por ejemplo, el estado de salud de éste.".

B.- ANTECEDENTES DE HECHO


1) La Moción que dio origen a este proyecto de ley, que propiciaba modificar el Código del Trabajo con el objetivo de extender el derecho de las madres trabajadoras para dar alimento a sus hijos menores de dos años, aun cuando no estén en una sala cuna. 


2) El primer informe que esta Comisión de Trabajo y Previsión Social evacuó sobre la materia, con fecha 7 de agosto de 2006.

- - -

Artículo único


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único, dividido en dos numerales, que modifican los artículos 203 y 206 del Código del Trabajo. 


Con motivo de la discusión en general y en particular de esta iniciativa legal, en el primer informe de esta Comisión, su texto fue objeto de modificaciones según se describe a continuación:

Números 1 y 2

Texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados

El número 1 elimina los incisos séptimo y octavo del artículo 203.


El citado artículo 203, en su inciso primero, contiene la obligación para aquellas empresas que ocupan veinte o más trabajadoras de cualquier edad o estado civil, de contar con salas anexas e independientes del local de trabajo donde las mujeres trabajadoras puedan dar alimento a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras estén en el trabajo. Igual obligación se extiende a los centros o complejos comerciales e industriales y de servicios administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, cuyos establecimientos ocupen en conjunto veinte o más trabajadoras. Asimismo, prescribe que el empleador puede también cumplir con la señalada obligación, si paga los gastos de la sala cuna directamente al establecimiento al que la trabajadora lleve sus hijos menores de dos años.


El inciso séptimo establece la ampliación del permiso de las madres para dar alimento a sus hijos, contemplado en el artículo 206, en el tiempo necesario para el viaje de ida y vuelta de aquéllas.


El inciso octavo impone al empleador el pago del valor de los pasajes por el transporte del menor hacia y desde el respectivo establecimiento, y de los que corresponden a la madre cuando debe viajar para alimentar a sus hijos.


El número 2 sustituye el artículo 206, que, en su inciso primero, contempla el derecho de las madres trabajadoras a disponer de dos porciones de tiempo, que en conjunto no excedan de una hora al día, para dar alimento a sus hijos. Dichos períodos se considerarán como trabajados para los efectos del pago de sueldo, cualquiera sea el sistema remuneratorio. Su inciso segundo, no admite la renuncia de este derecho.


La norma propuesta para sustituir el artículo 206 consta de cuatro incisos.


Su inciso primero mantiene el derecho de las madres a disponer de un período de tiempo para dar alimento a los hijos, especificando que se trate de menores de dos años, ya sea en sala cuna, si existiere, su hogar u otro lugar escogido por las madres. Establece que dispondrán, a lo menos, de una hora al día para realizar dicha tarea, tiempo que podrá dividirse en dos porciones, a solicitud de la madre, y que se considerará como efectivamente trabajado, para los efectos del pago de las remuneraciones.


El inciso segundo permite la ampliación del permiso para dar alimento a los hijos, en la cantidad de tiempo que requiera el viaje de ida y vuelta de la madre, cuando se ejerza en sala cuna.


Su inciso tercero repite el texto del inciso final del artículo 203 -que el numeral 1 del artículo único propone suprimir- norma que consagra que el empleador pagará los pasajes por el transporte del menor al respectivo establecimiento, y los que deba utilizar la madre en el caso a que alude.


Por último, su inciso cuarto reitera la norma del inciso segundo del actual artículo 206, relativa a la no renunciabilidad del derecho a usar del tiempo para dar alimento a los hijos, por parte de las trabajadoras.

Indicaciones


Durante la tramitación del proyecto en la Comisión, después de aprobado en general, unánimemente, por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, fue objeto de dos indicaciones:


La primera, del Ejecutivo, que propuso sustituir el artículo único, por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1. Para modificar el artículo 203, de la siguiente forma:


a. Elimínase su inciso séptimo.


b. Elimínase en su inciso octavo, a continuación de la expresión “establecimiento” la frase final “y el de los que deba utilizar la madre en el caso a que se refiere el inciso anterior.”.


2. Sustitúyase el artículo 206 por el siguiente:


“Artículo 206. Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:


a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.


b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.


c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio y/o término de la jornada de trabajo.


Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.


Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.


El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aún cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.


Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.”.


La segunda indicación fue presentada por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, mediante la cual propusieron sustituir en el inciso primero del artículo 203 del Código del Trabajo, la palabra “trabajadoras”, las dos veces que aparece, por el vocablo “personas”, y suprimir la frase “administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica”.


Los fundamentos en que se sustentaron las dos indicaciones antes trascritas, fueron expuestos en el primer informe de esta Comisión, al cual nos remitimos íntegramente en la materia.

Texto aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social

en su primer informe


Atendido que ambas indicaciones fueron aprobadas por la Comisión, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señora Alvear, Letelier y Muñoz Aburto, fueron incorporadas sendas modificaciones al texto del proyecto de ley en análisis, el cual quedó como sigue:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1. Modifícase el artículo 203, de la siguiente forma:


a) En su inciso primero, sustitúyese la palabra “trabajadoras”, las dos veces que aparece, por el vocablo “personas”, y suprímese la frase “administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica”.


b) Elimínase su inciso séptimo, pasando su inciso octavo a ser inciso séptimo.


c) Suprímese, en su inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, la frase final “y el de los que deba utilizar la madre en el caso a que se refiere el inciso anterior”.

2. Sustitúyese el artículo 206, por el siguiente:


“Artículo 206.- Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:


a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.


b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.


c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio o el término de la jornada de trabajo.


Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.


Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.


El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aún cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.


Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.”.


Con motivo de este nuevo informe que, como se consignó en su parte inicial, se circunscribe especialmente al análisis del tema de salas cunas, el señor asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social expuso acerca de las distintas iniciativas que el Gobierno se encuentra estudiando en relación a la protección de la infancia, una de las cuales dice relación con la normativa sobre salas cunas contemplada en el artículo 203 del Código del Trabajo. Añadió que, no obstante lo anterior, falta aún por determinar lo que se propondrá particularmente a este respecto en definitiva.


En efecto, precisó, el Ejecutivo está analizando un conjunto de medidas, tanto legislativas como administrativas, para el fortalecimiento de la protección de la infancia en el marco del programa Chile Crece Contigo.


Entre tales medidas, se contempla la preparación de un proyecto de ley destinado a la ampliación automática del derecho al subsidio familiar, así como también para acortar los plazos de calificación para que los menores en riesgo social sean susceptibles de adopción.


Sin embargo, agregó, en el ámbito de las salas cunas aún existen materias que deben ser abordadas legislativamente, pero que escapan al marco de la actual iniciativa legal en trámite y que ameritan, por tanto, la presentación de un nuevo proyecto que se haga cargo de dichos asuntos.


Para tales efectos, explicó, se contempla la contratación de una consultoría especializada que, previamente, estudie las posibles alternativas para el financiamiento de un nuevo sistema de salas cunas, el que se establecería bajo dos criterios básicos: uno, el de universalidad del derecho de toda madre trabajadora a contar con el beneficio de sala cuna y, el otro, de focalización del referido beneficio, en virtud del cual su eventual copago se establezca en forma gradual según los quintiles favorecidos. Reiteró que, el producto de este trabajo, será materia de un nuevo proyecto de ley.


En la siguiente sesión, la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer expuso sobre la importancia para la mujer trabajadora de que se perfeccione el derecho a dar alimento a sus hijos.


Destacó que, para tales efectos, resulta de relevancia concluir la tramitación del proyecto de ley en informe, el cual materializa los compromisos que nuestro país ha adquirido en el ámbito internacional en materia de los derechos humanos de la mujer, particularmente de la mujer trabajadora, y que permite hacer efectivo su derecho a dar alimento a los hijos, independientemente de asistirle o no el derecho a sala cuna. Este último, apuntó, se define en razón del número de trabajadoras que laboran en la empresa en la cual la mujer presta servicios, y no puede ser determinante para la procedencia del derecho a alimentar a los hijos.


Añadió que el Comité de Ministros por la Infancia analizó el tratamiento que se daría a este tema, sin embargo, atendido que ya existía una iniciativa legal al respecto, iniciada en una moción parlamentaria, se optó por promover la modificación de las normas del Código del Trabajo en esta materia, para el esclarecimiento de las mismas, a propósito de la tramitación de este proyecto de ley.


Señaló, asimismo, que el Ejecutivo se encuentra estudiando cómo se abordará la temática relativa a salas cunas, en el marco del sistema de protección a la infancia que se pretende implementar.


Finalmente, insistió en la necesidad de despachar el proyecto en análisis, e instó a su aprobación por la Comisión, para así consolidar el derecho que tiene la mujer trabajadora de dar alimento a sus hijos, que es de innegable valor y trascendencia. 


A continuación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, procedieron a retirar la indicación que presentaron, con motivo del primer informe, para modificar el inciso primero del artículo 203 del Código del Trabajo. Fundamentaron lo anterior en razón de lo expuesto por los representantes del Ejecutivo en las dos sesiones celebradas, y de los anuncios del Gobierno en orden a estructurar e implementar una política global de protección a la infancia, en la cual se enmarca el programa Chile Crece Contigo, incluido el tema de salas cunas.


- Consecuencialmente, con el retiro de la aludida indicación, quedó suprimida la letra a) del numeral 1 del artículo único del proyecto, como se consignará en el capítulo de modificaciones.


- Seguidamente, la Comisión ratificó, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto, el acuerdo aprobatorio del resto de la normativa del proyecto despachado en su primer informe, esto es, las letras b) y c) del numeral 1 del artículo único -que pasan a ser letras a) y b), respectivamente-, y el numeral 2 del mismo artículo.
- - -

MODIFICACIONES


En virtud de los acuerdos adoptados unánimemente (4x0), vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, con el texto de reemplazo despachado en el primer informe, modificado como sigue:

Artículo único

Número 1

Letra a)


Suprimirla.

Letras b) y c)


Pasan a ser letras a) y b), respectivamente, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


Consecuente con las modificaciones transcritas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1. Modifícase el artículo 203, de la siguiente forma:


a) Elimínase su inciso séptimo, pasando su inciso octavo a ser inciso séptimo.


b) Suprímese, en su inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, la frase final “y el de los que deba utilizar la madre en el caso a que se refiere el inciso anterior”.


2. Sustitúyese el artículo 206, por el siguiente:


“Artículo 206.- Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:


a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.


b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.


c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio o el término de la jornada de trabajo.


Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.


Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.


El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aún cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.


Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 10 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Allamand Zabala, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto (Presidente Accidental).


Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2007.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión

� Su texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001. 


� Rol N° 12.108, caso Claude Reyes, Marcel y otros (Forestal Trillium y proyecto Río Cóndor).


� Ley N° 18.5757, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del año 2000.
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